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PARTE GENERAL COMÚN

Tema 1

La Constitución Española de 1978: estructura y contenido. Título 
preliminar. Título I. Derechos y deberes fundamentales.

Constitución Española

CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 1 a 55 — 55 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.
2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.
3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.
2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.
3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.
2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad
popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su actividad
son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser
democráticos.

Artículo 7.
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Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.
2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.
3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.
2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO De los españoles y los extranjeros

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.
2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que
hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no
reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
términos que establezcan los tratados y la ley.
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.
3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
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reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.
4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO Derechos y libertades

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a
tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.
2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.
3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.
4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
resolución judicial.
4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
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Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.
c) A la libertad de cátedra.
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.
3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.
4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.
5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.
2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.

Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.
4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.
2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.
2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas
y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí
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mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que, por razón
de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.
2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En
todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social,
así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.
3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.
3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.
6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.
7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.
8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.
9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.
10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.
2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
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efectos que determine la ley.
2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

Sección 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.
2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.
3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.
4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.
2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
responderán a los criterios de eficiencia y economía.
3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.
2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los
cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.
2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.
3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.
2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las
de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.
2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.

Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y
empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.
2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
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que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.

CAPÍTULO TERCERO De los principios rectores de la política social y económica

Artículo 39.
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.
2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la
investigación de la paternidad.
3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio,
durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.
4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

Artículo 40.
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una
distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.
2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante
la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso
de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

Artículo 42.
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores
españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

Artículo 43.
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.
2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.
3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo
facilitarán la adecuada utilización del ocio.

Artículo 44.
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.
2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés
general.

Artículo 45.
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo.
2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de
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proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva.
3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

Artículo 46.
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico,
cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.

Artículo 47.
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este
derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el
desarrollo político, social, económico y cultural.

Artículo 49.
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e
igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.
2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión
social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la
participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las
necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.
Se modifica por el art. único de la Reforma de 15 de febrero de 2024. Ref. BOE-A-2024-3099

Artículo 50.
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la
suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las
obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán sus
problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Artículo 51.
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.
2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios,
fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos
que la ley establezca.
3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de
autorización de productos comerciales.

Artículo 52.
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que
les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

CAPÍTULO CUARTO De las garantías de las libertades y derechos fundamentales

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
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poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).
2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO De la suspensión de los derechos y libertades

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.
2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 1

1. La institución del Defensor del Pueblo se regulará:

A) Mediante una ley orgánica

B) Mediante un Decreto-Ley

C) Mediante un Decreto Legislativo

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

2. Según la Constitución Española, los poderes del Estado emanan:

A) De las Cortes Generales.

B) Del Rey.

C) Del Gobierno de la Nación elegido mediante sufragio universal.

D) Del pueblo español.
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3. Según el artículo 19 de la vigente Constitución Española:

A) Los ciudadanos tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional

B) Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional

C) Los españoles y los extranjeros tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio 
nacional

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

4. De conformidad con lo establecido en el art. 9 de la Constitución Española, el principio de irretroactividad 
garantizado abarca:

A) A las disposiciones sancionadoras favorables o no desfavorables

B) A todas las disposiciones legales de cualquier orden

C) A todas las disposiciones legales de carácter penal

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

5. Según el Título I, Capítulo Cuarto, “De las garantías de las libertades y derechos fundamentales” de la 
Constitución Española de 1978, señale la opción correcta:

A) Los derechos y libertades reconocidos no vinculan a todas las Administraciones Públicas.

B) Sólo por ley orgánica podrá regularse el ejercicio de tales derechos y libertades.

C) Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo.

D) El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero, informará 
la judicialización positiva, la práctica legislativa y la actuación de los poderes públicos.

6. Señale la opción correcta en relación con el marcado CE:

A) El marcado CE significa que ha sido fabricado en la Unión Europea.

B) El marcado CE siempre es obligatorio.

C) El marcado CE se tiene que colocar en el embalaje, nunca en el producto.

D) El marcado CE es un símbolo por el que el fabricante o responsable legal declara bajo su responsabilidad que 
el producto, tras evaluación, ha cumplido con los requisitos esenciales de seguridad y salud recogidos en el 
reglamento correspondiente.

7. ¿Qué se reconoce en el artículo 23.2 de la Constitución?

A) El derecho de sufragio

B) El derecho de asociación

C) El derecho de acceso a la función pública

D) El derecho a la creación de los partidos políticos

8. DE ACUERDO CON LA CONSTITUCIÓN DE 1978:

A) Los poderes públicos garantizan y protegen la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado 
de acuerdo con las exigencias de la economía general.

B) Los poderes públicos garantizan y protegen la libertad de empresa en el marco de la economía intervenida de 
acuerdo con las exigencias de la economía general y la defensa de la productividad.

C) Los poderes públicos garantizan y protegen la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado 
de acuerdo con las exigencias del empresariado y la defensa de la productividad.

D) Los poderes públicos garantizan y protegen la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado 
de acuerdo con las exigencias de las organizaciones sindicales y la defensa de la productividad.
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9. En la sección segunda «De los derechos y deberes de los ciudadanos» del capítulo segundo del Título I de la 
Constitución, se señala que

A) Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante 
un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, excepcionalmente 
podrán tener alcance confiscatorio.

B) Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica mediante 
un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún caso, tendrá 
alcance confiscatorio.

C) Todos contribuirán al sostenimiento de los ingresos públicos de acuerdo con su capacidad económica 
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún 
caso, tendrá alcance confiscatorio.

D) Algunos ciudadanos deberán contribuir al sostenimiento de los ingresos públicos de acuerdo con su 
capacidad económica mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y 
progresividad que, en ningún caso, tendrá alcance confiscatorio.

10. Según la Constitución Española de 1978, los poderes públicos: (señala la respuesta correcta)

A) Mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos.

B) Realizarán una política de previsión, tratamiento, rehabilitación e integración de los disminuidos físicos, 
sensoriales y psíquicos.

C) Las respuestas a y b son correctas.

D) Promoverán la suscripción de planes de pensiones privados para garantizar una prestación durante la 
jubilación.

SOLUCIONES 1 A · 2 D · 3 B · 4 D · 5 C · 6 D · 7 C · 8 A · 9 B · 10 C

Te quedan 699 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 2

La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres: Título I. El principio de igualdad y la tutela contra 

la discriminación.

LO 3/2007 igualdad efectiva

LO-Igualdad · BOE-A-2007-6115 · arts. 3 a 13 — 11 incluidos

TÍTULO I El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.
El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa
o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones
familiares y el estado civil.

Artículo 4. Integración del principio de igualdad en la interpretación y aplicación de las normas.
La igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un principio informador del
ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y aplicación de las normas
jurídicas.

Artículo 5.
Igualdad de trato y de oportunidades en el acceso al empleo, en la formación y en la promoción profesionales,
y en las condiciones de trabajo. El principio de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres,
aplicable en el ámbito del empleo privado y en el del empleo público, se garantizará, en los términos previstos
en la normativa aplicable, en el acceso al empleo, incluso al trabajo por cuenta propia, en la formación
profesional, en la promoción profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las de
despido, y en la afiliación y participación en las organizaciones sindicales y empresariales, o en cualquier
organización cuyos miembros ejerzan una profesión concreta, incluidas las prestaciones concedidas por las
mismas. No constituirá discriminación en el acceso al empleo, incluida la formación necesaria, una diferencia
de trato basada en una característica relacionada con el sexo cuando, debido a la naturaleza de las actividades
profesionales concretas o al contexto en el que se lleven a cabo, dicha característica constituya un requisito
profesional esencial y determinante, siempre y cuando el objetivo sea legítimo y el requisito proporcionado.

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta.
1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que sea,
haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación
comparable.
2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que una disposición, criterio o
práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas
del otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una
finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados.
3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, directa o indirectamente, por
razón de sexo.

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo.
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1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye acoso sexual cualquier
comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar
contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u
ofensivo.
2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una
persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio,
degradante u ofensivo.
3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.
4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una situación
constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de discriminación por
razón de sexo.

Artículo 8. Discriminación por embarazo o maternidad.
Constituye discriminación directa por razón de sexo todo trato desfavorable a las mujeres relacionado con el
embarazo o la maternidad.

Artículo 9. Indemnidad frente a represalias.
También se considerará discriminación por razón de sexo cualquier trato adverso o efecto negativo que se
produzca en una persona como consecuencia de la presentación por su parte de queja, reclamación,
denuncia, demanda o recurso, de cualquier tipo, destinados a impedir su discriminación y a exigir el
cumplimiento efectivo del principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.

Artículo 10. Consecuencias jurídicas de las conductas discriminatorias.
Los actos y las cláusulas de los negocios jurídicos que constituyan o causen discriminación por razón de sexo
se considerarán nulos y sin efecto, y darán lugar a responsabilidad a través de un sistema de reparaciones o
indemnizaciones que sean reales, efectivas y proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, a
través de un sistema eficaz y disuasorio de sanciones que prevenga la realización de conductas
discriminatorias.

Artículo 11. Acciones positivas.
1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional de la igualdad, los Poderes Públicos adoptarán
medidas específicas en favor de las mujeres para corregir situaciones patentes de desigualdad de hecho
respecto de los hombres. Tales medidas, que serán aplicables en tanto subsistan dichas situaciones, habrán de
ser razonables y proporcionadas en relación con el objetivo perseguido en cada caso.
2. También las personas físicas y jurídicas privadas podrán adoptar este tipo de medidas en los términos
establecidos en la presente Ley.

Artículo 12. Tutela judicial efectiva.
1. Cualquier persona podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la igualdad entre mujeres y
hombres, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso tras la terminación de la
relación en la que supuestamente se ha producido la discriminación.
2. La capacidad y legitimación para intervenir en los procesos civiles, sociales y contencioso-administrativos
que versen sobre la defensa de este derecho corresponden a las personas físicas y jurídicas con interés
legítimo, determinadas en las Leyes reguladoras de estos procesos.
3. La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y acoso por razón de sexo.

Artículo 13. Prueba.
1. De acuerdo con las Leyes procesales, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la parte
actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, corresponderá a la persona
demandada probar la ausencia de discriminación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad. A los
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efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, a instancia de parte, podrá recabar, si lo
estimase útil y pertinente, informe o dictamen de los organismos públicos competentes.
2. Lo establecido en el apartado anterior no será de aplicación a los procesos penales.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 2

1. Conforme al Artículo 3 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres:

A) El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres no necesariamente supone la ausencia de toda 
discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la 
asunción de obligaciones familiares y el estado civil.

B) El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa 
o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones 
familiares y el estado civil.

C) Nunca el principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, 
directa o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de 
obligaciones familiares y el estado civil.

D) Ninguna de las anteriores es correcta.

2. El Título I de la Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres se denomina:

A) "El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación".

B) "Objeto y ámbito de la Ley".

C) "Políticas públicas para la igualdad".

D) "El derecho al trabajo en igualdad de oportunidades".

3. Según lo dispuesto art. 4 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres, la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es:

A) Un criterio que podrá observarse en la interpretación y aplicación de las normas jurídicas.

B) Un criterio que podrá integrarse en la interpretación y aplicación de las normas jurídicas.

C) Un principio informador del ordenamiento jurídico.

D) Ninguna es correcta.

4. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que:

A) Sea o haya sido tratada, en atención a su sexo, de manera más favorable que otra en situación comparable

B) Sea o haya sido tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación comparable

C) Sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación 
comparable

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

5. Constituye acoso sexual según el art. 7 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva 
de mujeres y hombres:

A) Cualquier comportamiento verbal o físico de naturaleza sexual.

B) Cualquier comportamiento verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto 
de atentar contra la dignidad de una persona.

C) Cualquier comportamiento verbal, físico o intelectual que atente contra la dignidad de la persona y tenga 
naturaleza sexual.

D) Todo comportamiento que genere un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo.
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6. El diagnóstico previo a la elaboración del Plan de Igualdad en la empresa, se realizará:

A) Por la dirección de la empresa.

B) Por los representantes legales de los trabajadores.

C) Por la Comisión Negociadora del Plan de Igualdad.

D) Por la Inspección de Trabajo.

7. ¿Quién podrá recabar de los tribunales la tutela del derecho a la igualdad entre mujeres y hombres según 
se establece en el Título I de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombres?

A) Sólo la persona afectada por el acto discriminatorio y en cualquier momento, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 53.1 de la Constitución.

B) Sólo la persona afectada por el acto discriminatorio, pero mientras se mantenga la relación en la que 
supuestamente se ha producido la discriminación, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la 
Constitución.

C) Cualquier persona, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.1 de la Constitución, siempre y cuando se 
mantenga la relación en la que supuestamente se ha producido la discriminación.

D) Cualquier persona, de acuerdo con lo establecido en el artículo 53.2 de la Constitución, incluso tras la 
terminación de la relación en la que supuestamente se ha producido la discriminación.

8. ¿El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone?

A) La ausencia de toda discriminación directa por razón de sexo y, especialmente, las derivadas de la 
maternidad, la asunción de obligaciones familiares y el estado civil.

B) La ausencia de toda discriminación indirecta por razón de sexo y, especialmente, las derivadas de la 
maternidad, la asunción de obligaciones familiares y el estado civil.

C) La ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por razón de sexo y, especialmente, las derivadas de 
la maternidad, la asunción de obligaciones familiares y el estado civil.

D) Las respuestas a, b y c son incorrectas.

9. Conforme al art. 13.1 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y 
hombre, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones de la parte actora se fundamenten en 
actuaciones discriminatorias, por razón de sexo, corresponderá probar la ausencia de discriminación:

A) Al órgano judicial a instancia de parte, siempre que no exista proceso penal

B) A la persona demandante, cuando no exista proceso penal

C) A la persona demandada cuando no exista proceso penal

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

10. La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, considera 
discriminación indirecta por razón de sexo:

A) Cualquier comportamiento relativo al micromachismo.

B) Situación en que disposición, criterio o práctica aparentemente neutros ponen a personas de un sexo en 
desventaja particular respecto a personas del otro, salvo justificación objetiva por finalidad legítima y que los 
medios para alcanzarla sean necesarios y adecuados.

C) La situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, 
de manera menos favorable que otra en situación comparable.

D) Una construcción social y cultural que asigna comportamientos, actividades y atributos a las personas 
diferenciándolos según su sexo.

SOLUCIONES 1 B · 2 A · 3 C · 4 C · 5 B · 6 C · 7 D · 8 C · 9 C · 10 B
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Te quedan 76 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 3

Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas: Título I. De los interesados 

en el procedimiento. Términos y Plazos.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 3 a 12 · arts. 29 a 33 — 15 incluidos

TÍTULO I De los interesados en el procedimiento

CAPÍTULO I La capacidad de obrar y el concepto de interesado

Artículo 3. Capacidad de obrar.
A los efectos previstos en esta Ley, tendrán capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas:
a) Las personas físicas o jurídicas que ostenten capacidad de obrar con arreglo a las normas civiles.
b) Los menores de edad para el ejercicio y defensa de aquellos de sus derechos e intereses cuya actuación esté
permitida por el ordenamiento jurídico sin la asistencia de la persona que ejerza la patria potestad, tutela o
curatela. Se exceptúa el supuesto de los menores incapacitados, cuando la extensión de la incapacitación
afecte al ejercicio y defensa de los derechos o intereses de que se trate.
c) Cuando la Ley así lo declare expresamente, los grupos de afectados, las uniones y entidades sin
personalidad jurídica y los patrimonios independientes o autónomos.

Artículo 4. Concepto de interesado.
1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.
b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la
decisión que en el mismo se adopte.
c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución
y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.
3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente
sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.

Artículo 5. Representación.
1. Los interesados con capacidad de obrar podrán actuar por medio de representante, entendiéndose con éste
las actuaciones administrativas, salvo manifestación expresa en contra del interesado.
2. Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus
Estatutos, podrán actuar en representación de otras ante las Administraciones Públicas.
3. Para formular solicitudes, presentar declaraciones responsables o comunicaciones, interponer recursos,
desistir de acciones y renunciar a derechos en nombre de otra persona, deberá acreditarse la representación.
Para los actos y gestiones de mero trámite se presumirá aquella representación.
4. La representación podrá acreditarse mediante cualquier medio válido en Derecho que deje constancia
fidedigna de su existencia. A estos efectos, se entenderá acreditada la representación realizada mediante
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apoderamiento apud acta efectuado por comparecencia personal o comparecencia electrónica en la
correspondiente sede electrónica, o a través de la acreditación de su inscripción en el registro electrónico de
apoderamientos de la Administración Pública competente.
5. El órgano competente para la tramitación del procedimiento deberá incorporar al expediente administrativo
acreditación de la condición de representante y de los poderes que tiene reconocidos en dicho momento. El
documento electrónico que acredite el resultado de la consulta al registro electrónico de apoderamientos
correspondiente tendrá la condición de acreditación a estos efectos.
6. La falta o insuficiente acreditación de la representación no impedirá que se tenga por realizado el acto de
que se trate, siempre que se aporte aquélla o se subsane el defecto dentro del plazo de diez días que deberá
conceder al efecto el órgano administrativo, o de un plazo superior cuando las circunstancias del caso así lo
requieran.
7. Las Administraciones Públicas podrán habilitar con carácter general o específico a personas físicas o
jurídicas autorizadas para la realización de determinadas transacciones electrónicas en representación de los
interesados. Dicha habilitación deberá especificar las condiciones y obligaciones a las que se comprometen los
que así adquieran la condición de representantes, y determinará la presunción de validez de la representación
salvo que la normativa de aplicación prevea otra cosa. Las Administraciones Públicas podrán requerir, en
cualquier momento, la acreditación de dicha representación. No obstante, siempre podrá comparecer el
interesado por sí mismo en el procedimiento.

Artículo 6. Registros electrónicos de apoderamientos.
1. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales dispondrán de
un registro electrónico general de apoderamientos, en el que deberán inscribirse, al menos, los de carácter
general otorgados apud acta, presencial o electrónicamente, por quien ostente la condición de interesado en
un procedimiento administrativo a favor de representante, para actuar en su nombre ante las
Administraciones Públicas. También deberá constar el bastanteo realizado del poder. En el ámbito estatal, este
registro será el Registro Electrónico de Apoderamientos de la Administración General del Estado. Los registros
generales de apoderamientos no impedirán la existencia de registros particulares en cada Organismo donde se
inscriban los poderes otorgados para la realización de trámites específicos en el mismo. Cada Organismo
podrá disponer de su propio registro electrónico de apoderamientos.
2. Los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos pertenecientes a todas y cada una de
las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables entre sí, de modo que se garantice su
interconexión, compatibilidad informática, así como la transmisión telemática de las solicitudes, escritos y
comunicaciones que se incorporen a los mismos. Los registros electrónicos generales y particulares de
apoderamientos permitirán comprobar válidamente la representación de quienes actúen ante las
Administraciones Públicas en nombre de un tercero, mediante la consulta a otros registros administrativos
similares, al registro mercantil, de la propiedad, y a los protocolos notariales. Los registros mercantiles, de la
propiedad, y de los protocolos notariales serán interoperables con los registros electrónicos generales y
particulares de apoderamientos.
3. Los asientos que se realicen en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos
deberán contener, al menos, la siguiente información:

a) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del poderdante.
b) Nombre y apellidos o la denominación o razón social, documento nacional de identidad, número de
identificación fiscal o documento equivalente del apoderado.
c) Fecha de inscripción.
d) Período de tiempo por el cual se otorga el poder.
e) Tipo de poder según las facultades que otorgue.

4. Los poderes que se inscriban en los registros electrónicos generales y particulares de apoderamientos

Temario en formato ley · Especialidad Auxiliar de Servicios de la Universidad de Murcia · Univer 20

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



deberán corresponder a alguna de las siguientes tipologías:
a) Un poder general para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa y ante cualquier Administración.
b) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante en cualquier actuación
administrativa ante una Administración u Organismo concreto.
c) Un poder para que el apoderado pueda actuar en nombre del poderdante únicamente para la realización
de determinados trámites especificados en el poder. (Párrafo anulado) Cada Comunidad Autónoma
aprobará los modelos de poderes inscribibles en el registro cuando se circunscriba a actuaciones ante su
respectiva Administración.

5. El apoderamiento « apud acta» se otorgará mediante comparecencia electrónica en la correspondiente sede
electrónica haciendo uso de los sistemas de firma electrónica previstos en esta Ley, o bien mediante
comparecencia personal en las oficinas de asistencia en materia de registros.
6. Los poderes inscritos en el registro tendrán una validez determinada máxima de cinco años a contar desde
la fecha de inscripción. En todo caso, en cualquier momento antes de la finalización de dicho plazo el
poderdante podrá revocar o prorrogar el poder. Las prórrogas otorgadas por el poderdante al registro tendrán
una validez determinada máxima de cinco años a contar desde la fecha de inscripción.
7. Las solicitudes de inscripción del poder, de revocación, de prórroga o de denuncia del mismo podrán
dirigirse a cualquier registro, debiendo quedar inscrita esta circunstancia en el registro de la Administración u
Organismo ante la que tenga efectos el poder y surtiendo efectos desde la fecha en la que se produzca dicha
inscripción.
Se declara inconstitucional y nulo el segundo párrafo del apartado 4 por Sentencia del TC 55/2018, de 24 de mayo. Ref. BOE-A-2018-8574

Artículo 7. Pluralidad de interesados.
Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se
efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que
figure en primer término.

Artículo 8. Nuevos interesados en el procedimiento.
Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad, se advierte la existencia de
personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del
expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se comunicará a dichas personas la
tramitación del procedimiento.

CAPÍTULO II Identificación y firma de los interesados en el procedimiento administrativo

Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento.
1. Las Administraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados en el
procedimiento administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apellidos o denominación o razón
social, según corresponda, que consten en el Documento Nacional de Identidad o documento identificativo
equivalente.
2. Los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas a través de los
sistemas siguientes:

a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
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una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todo procedimiento, aun
cuando se admita para ese mismo procedimiento alguno de los previstos en la letra c).

3. En relación con los sistemas de identificación previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva
95/46/CE, en territorio español. En cualquier caso, los datos se encontrarán disponibles para su acceso por
parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes. Los datos a que se refiere el párrafo anterior
no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u organización internacional, con excepción de los que
hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento
de las obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España.
4. En todo caso, la aceptación de alguno de estos sistemas por la Administración General del Estado servirá
para acreditar frente a todas las Administraciones Públicas, salvo prueba en contrario, la identificación
electrónica de los interesados en el procedimiento administrativo. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.1 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.1 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas.
1. Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la
expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento.
2. En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones Públicas a través de
medios electrónicos, se considerarán válidos a efectos de firma:

a) Sistemas de firma electrónica cualificada y avanzada basados en certificados electrónicos cualificados de
firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios
de certificación’’.
b) Sistemas de sello electrónico cualificado y de sello electrónico avanzado basados en certificados
electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestador incluido en la ‘‘Lista de confianza de
prestadores de servicios de certificación’’.
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todos los procedimientos
en todos sus trámites, aun cuando adicionalmente se permita alguno de los previstos al amparo de lo
dispuesto en la letra c).
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3. En relación con los sistemas de firma previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en territorio español. En cualquier caso, los datos se
encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes.
Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u
organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la
Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el
Reino de España.
4. Cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las Administraciones Públicas
podrán admitir los sistemas de identificación contemplados en esta Ley como sistema de firma cuando
permitan acreditar la autenticidad de la expresión de la voluntad y consentimiento de los interesados.
5. Cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en este artículo, su identidad se
entenderá ya acreditada mediante el propio acto de la firma. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.2 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.2 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 11. Uso de medios de identificación y firma en el procedimiento administrativo.
1. Con carácter general, para realizar cualquier actuación prevista en el procedimiento administrativo, será
suficiente con que los interesados acrediten previamente su identidad a través de cualquiera de los medios de
identificación previstos en esta Ley.
2. Las Administraciones Públicas sólo requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para:

a) Formular solicitudes.
b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones.
c) Interponer recursos.
d) Desistir de acciones.
e) Renunciar a derechos.

Artículo 12. Asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados.
1. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que los interesados pueden relacionarse con la
Administración a través de medios electrónicos, para lo que pondrán a su disposición los canales de acceso
que sean necesarios así como los sistemas y aplicaciones que en cada caso se determinen.
2. Las Administraciones Públicas asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados no incluidos en
los apartados 2 y 3 del artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo referente a la identificación y firma
electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico general y obtención de copias
auténticas. Asimismo, si alguno de estos interesados no dispone de los medios electrónicos necesarios, su
identificación o firma electrónica en el procedimiento administrativo podrá ser válidamente realizada por un
funcionario público mediante el uso del sistema de firma electrónica del que esté dotado para ello. En este
caso, será necesario que el interesado que carezca de los medios electrónicos necesarios se identifique ante el
funcionario y preste su consentimiento expreso para esta actuación, de lo que deberá quedar constancia para
los casos de discrepancia o litigio.
3. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales mantendrán
actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la
identificación o firma regulada en este artículo. Estos registros o sistemas deberán ser plenamente
interoperables y estar interconectados con los de las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de
comprobar la validez de las citadas habilitaciones. En este registro o sistema equivalente, al menos, constarán
los funcionarios que presten servicios en las oficinas de asistencia en materia de registros.
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TÍTULO II De la actividad de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO II Términos y plazos

Artículo 29. Obligatoriedad de términos y plazos.
Los términos y plazos establecidos en ésta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las
Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, así como a los interesados en los
mismos.

Artículo 30. Cómputo de plazos.
1. Salvo que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea se disponga otro cómputo, cuando los plazos se
señalen por horas, se entiende que éstas son hábiles. Son hábiles todas las horas del día que formen parte de
un día hábil. Los plazos expresados por horas se contarán de hora en hora y de minuto en minuto desde la
hora y minuto en que tenga lugar la notificación o publicación del acto de que se trate y no podrán tener una
duración superior a veinticuatro horas, en cuyo caso se expresarán en días.
2. Siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos se
señalen por días, se entiende que éstos son hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y los
declarados festivos. Cuando los plazos se hayan señalado por días naturales por declararlo así una ley o por el
Derecho de la Unión Europea, se hará constar esta circunstancia en las correspondientes notificaciones.
3. Los plazos expresados en días se contarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar la notificación
o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la estimación o la
desestimación por silencio administrativo.
4. Si el plazo se fija en meses o años, éstos se computarán a partir del día siguiente a aquel en que tenga lugar
la notificación o publicación del acto de que se trate, o desde el siguiente a aquel en que se produzca la
estimación o desestimación por silencio administrativo. El plazo concluirá el mismo día en que se produjo la
notificación, publicación o silencio administrativo en el mes o el año de vencimiento. Si en el mes de
vencimiento no hubiera día equivalente a aquel en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira
el último día del mes.
5. Cuando el último día del plazo sea inhábil, se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.
6. Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil
en la sede del órgano administrativo, o a la inversa, se considerará inhábil en todo caso.
7. La Administración General del Estado y las Administraciones de las Comunidades Autónomas, con sujeción
al calendario laboral oficial, fijarán, en su respectivo ámbito, el calendario de días inhábiles a efectos de
cómputos de plazos. El calendario aprobado por las Comunidades Autónomas comprenderá los días inhábiles
de las Entidades Locales correspondientes a su ámbito territorial, a las que será de aplicación. Dicho
calendario deberá publicarse antes del comienzo de cada año en el diario oficial que corresponda, así como en
otros medios de difusión que garanticen su conocimiento generalizado.
8. La declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí sola el
funcionamiento de los centros de trabajo de las Administraciones Públicas, la organización del tiempo de
trabajo o el régimen de jornada y horarios de las mismas.

Artículo 31. Cómputo de plazos en los registros.
1. Cada Administración Pública publicará los días y el horario en el que deban permanecer abiertas las
oficinas que prestarán asistencia para la presentación electrónica de documentos, garantizando el derecho de
los interesados a ser asistidos en el uso de medios electrónicos.
2. El registro electrónico de cada Administración u Organismo se regirá a efectos de cómputo de los plazos, por
la fecha y hora oficial de la sede electrónica de acceso, que deberá contar con las medidas de seguridad
necesarias para garantizar su integridad y figurar de modo accesible y visible. El funcionamiento del registro
electrónico se regirá por las siguientes reglas:
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a) Permitirá la presentación de documentos todos los días del año durante las veinticuatro horas.
b) A los efectos del cómputo de plazo fijado en días hábiles, y en lo que se refiere al cumplimiento de plazos
por los interesados, la presentación en un día inhábil se entenderá realizada en la primera hora del primer
día hábil siguiente salvo que una norma permita expresamente la recepción en día inhábil. Los
documentos se considerarán presentados por el orden de hora efectiva en el que lo fueron en el día inhábil.
Los documentos presentados en el día inhábil se reputarán anteriores, según el mismo orden, a los que lo
fueran el primer día hábil posterior.
c) El inicio del cómputo de los plazos que hayan de cumplir las Administraciones Públicas vendrá
determinado por la fecha y hora de presentación en el registro electrónico de cada Administración u
Organismo. En todo caso, la fecha y hora efectiva de inicio del cómputo de plazos deberá ser comunicada a
quien presentó el documento.

3. La sede electrónica del registro de cada Administración Pública u Organismo, determinará, atendiendo al
ámbito territorial en el que ejerce sus competencias el titular de aquélla y al calendario previsto en el artículo
30.7, los días que se considerarán inhábiles a los efectos previstos en este artículo. Este será el único
calendario de días inhábiles que se aplicará a efectos del cómputo de plazos en los registros electrónicos, sin
que resulte de aplicación a los mismos lo dispuesto en el artículo 30.6.

Artículo 32. Ampliación.
1. La Administración, salvo precepto en contrario, podrá conceder de oficio o a petición de los interesados,
una ampliación de los plazos establecidos, que no exceda de la mitad de los mismos, si las circunstancias lo
aconsejan y con ello no se perjudican derechos de tercero. El acuerdo de ampliación deberá ser notificado a
los interesados.
2. La ampliación de los plazos por el tiempo máximo permitido se aplicará en todo caso a los procedimientos
tramitados por las misiones diplomáticas y oficinas consulares, así como a aquellos que, sustanciándose en el
interior, exijan cumplimentar algún trámite en el extranjero o en los que intervengan interesados residentes
fuera de España.
3. Tanto la petición de los interesados como la decisión sobre la ampliación deberán producirse, en todo caso,
antes del vencimiento del plazo de que se trate. En ningún caso podrá ser objeto de ampliación un plazo ya
vencido. Los acuerdos sobre ampliación de plazos o sobre su denegación no serán susceptibles de recurso, sin
perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento.
4. Cuando una incidencia técnica haya imposibilitado el funcionamiento ordinario del sistema o aplicación
que corresponda, y hasta que se solucione el problema, la Administración podrá determinar una ampliación
de los plazos no vencidos, debiendo publicar en la sede electrónica tanto la incidencia técnica acontecida
como la ampliación concreta del plazo no vencido.
5. Cuando como consecuencia de un ciberincidente se hayan visto gravemente afectados los servicios y
sistemas utilizados para la tramitación de los procedimientos y el ejercicio de los derechos de los interesados
que prevé la normativa vigente, la Administración podrá acordar la ampliación general de plazos de los
procedimientos administrativos.
Se añade el apartado 5 por la disposición final 21 del Real Decreto-ley 6/2022, de 29 de marzo. Ref. BOE-A-2022-4972#df-21

Artículo 33. Tramitación de urgencia.
1. Cuando razones de interés público lo aconsejen, se podrá acordar, de oficio o a petición del interesado, la
aplicación al procedimiento de la tramitación de urgencia, por la cual se reducirán a la mitad los plazos
establecidos para el procedimiento ordinario, salvo los relativos a la presentación de solicitudes y recursos.
2. No cabrá recurso alguno contra el acuerdo que declare la aplicación de la tramitación de urgencia al
procedimiento, sin perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 3

1. Conforme al artículo 33 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, ¿se puede presentar algún recurso contra el acuerdo que declare la aplicación de 
la tramitación de urgencia en un procedimiento?

A) Recurso de alzada.

B) Recurso potestativo de reposición.

C) Recurso extraordinario de revisión.

D) No cabrá recurso alguno, sin perjuicio del procedente contra la resolución que ponga fin al procedimiento.

2. De acuerdo al artículo 30 de la Ley 39/2015, L.P.A.C., respecto al cómputo de plazos, indique la respuesta 
CORRECTA:

A) Siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos se 
señalen por días, se entiende que éstos son naturales.

B) Los plazos expresados en días se contarán a partir del día en que se produzca la notificación o publicación del 
acto de que se trate, o desde el día en que se produzca la estimación o la desestimación por silencio 
administrativo.

C) Cuando un día fuese hábil en el municipio o Comunidad Autónoma en que residiese el interesado, e inhábil 
en la sede del órgano administrativo, se considerará hábil en todo caso.

D) La declaración de un día como hábil o inhábil a efectos de cómputo de plazos no determina por sí sola el 
funcionamiento de los centros de trabajo de las Administraciones Públicas, la organización del tiempo de 
trabajo o el régimen de jornada y horarios de las mismas.

3. Derecho administrativo. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. Según su artículo 4, se consideran interesados en el procedimiento 
administrativo:

A) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

B) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la decisión 
que en el mismo se adopte.

C) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se 
personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

D) Las tres respuestas anteriores son correctas.

4. Según el artículo 3 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. ¿Puede un menor de edad formular un escrito ante el Ayuntamiento de 
Piedrabuena?

A) Sí, siempre que esté acompañado de sus padres o de quienes ostenten su representación.

B) No, deberá formularlo quien ostente su patria potestad.

C) Sí, para ejercer y defender derechos cuya actuación esté permitida por el ordenamiento jurídico sin la 
persona que ejerza su patria potestad.

D) Sí, para ejercer y defender derechos cuya actuación esté prohibida por el ordenamiento jurídico sin la 
persona que ejerza su patria potestad.
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5. ¿Quiénes no pueden tener la condición de interesado en un procedimiento administrativo?

A) Los que ostentan un derecho subjetivo

B) Los que ostentan un interés legítimo

C) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, ostenten derechos que puedan resultar afectados, y quienes 
participan como expertos, testigos o denunciantes, sin hacer valer sus derechos o intereses propios

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

6. Podrán actuar en representación de otras ante las Administraciones Públicas:

A) Las personas físicas con o sin capacidad de obrar y las personas jurídicas, aunque no esté previsto en sus 
Estatutos.

B) Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, aunque no esté previsto en sus Estatutos.

C) Las personas físicas con o sin capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en 
sus Estatutos.

D) Las personas físicas con capacidad de obrar y las personas jurídicas, siempre que ello esté previsto en sus 
Estatutos.

7. Conforme establece la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, ¿cómo se consideran los plazos expresados en días en una notificación y desde 
cuándo se efectúa el cómputo?

A) Se consideran días hábiles, a contar desde el siguiente al que se haya dictado el acto al que se refiere, salvo 
que conste otra circunstancia en la correspondiente notificación.

B) Se consideran días hábiles, a contar desde el siguiente al de la notificación, salvo que conste otra 
circunstancia en la correspondiente notificación.

C) Se consideran días naturales, salvo que se indique otra circunstancia en la notificación o publicación, a 
contar desde el siguiente al de la notificación o publicación.

D) Se consideran días hábiles, a contar desde el día de la notificación, salvo que conste otra circunstancia en la 
correspondiente notificación.

8. Según el art. 30.2 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre, siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión 
Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos se señalen por días, se entiende que éstos son:

A) Inhábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y los declarados festivos

B) Hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, domingos y los declarados festivos

C) Hábiles, excluyéndose del cómputo los domingos y los declarados festivos.

D) Todos son hábiles, sin exclusiones.

9. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, las Administraciones Públicas no asistirán en el uso de medios electrónicos:

A) A los interesados no incluidos en los apartados 1 y 2 del artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo 
referente a la identificación y firma electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico 
general y obtención de copias auténticas.

B) A los interesados incluidos en los apartados 1 y 2 del artículo 13 que así lo soliciten, especialmente en lo 
referente a la identificación y firma electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico 
general y obtención de copias auténticas.

C) A los interesados no incluidos en los apartados 2 y 3 del artículo 13 que así lo soliciten, especialmente en lo 
referente a la identificación y firma electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico 
general y obtención de copias auténticas.

D) A los interesados incluidos en los apartados 2 y 3 del artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo 
referente a la identificación y firma electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico 
general y obtención de copias auténticas.
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10. Siempre que por Ley o en el Derecho de la Unión Europea no se exprese otro cómputo, cuando los plazos 
se señalen por días, se entiende que éstos son:

A) Naturales.

B) Hábiles, excluyéndose del cómputo los sábados, los domingos y los declarados festivos.

C) Hábiles, excluyéndose del cómputo solo los domingos y los declarados festivos.

D) Hábiles, excluyéndose del cómputo solo los domingos.

SOLUCIONES 1 D · 2 D · 3 D · 4 C · 5 D · 6 D · 7 B · 8 B · 9 D · 10 B

Te quedan 296 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 4

Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 

Público: Título II. El Personal al Servicio de las Administraciones 
Públicas: Clases de Personal. Título III. Derechos y Deberes. Código de 

Conducta de los empleados públicos.

RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público

TREBEP · BOE-A-2015-11719 · arts. 8 a 13 · arts. 14 a 54 — 48 incluidos

TÍTULO II Personal al servicio de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Clases de personal

Artículo 8. Concepto y clases de empleados públicos.
1. Son empleados públicos quienes desempeñan funciones retribuidas en las Administraciones Públicas al
servicio de los intereses generales.
2. Los empleados públicos se clasifican en:

a) Funcionarios de carrera.
b) Funcionarios interinos.
c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.
d) Personal eventual.

Artículo 9. Funcionarios de carrera.
1. Son funcionarios de carrera quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una
Administración Pública por una relación estatutaria regulada por el Derecho Administrativo para el
desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente.
2. En todo caso, el ejercicio de las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio
de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales del Estado y de las Administraciones
Públicas corresponden exclusivamente a los funcionarios públicos, en los términos que en la ley de desarrollo
de cada Administración Pública se establezca.

Artículo 10. Funcionarios interinos.
1. Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son
nombrados como tales con carácter temporal para el desempeño de funciones propias de funcionarios de
carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera, por un
máximo de tres años, en los términos previstos en el apartado 4.
b) La sustitución transitoria de los titulares, durante el tiempo estrictamente necesario.
c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres años,
ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este
Estatuto.
d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un periodo de dieciocho
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meses.
2. Los procedimientos de selección del personal funcionario interino serán públicos, rigiéndose en todo caso
por los principios de igualdad, mérito, capacidad, publicidad y celeridad, y tendrán por finalidad la cobertura
inmediata del puesto. El nombramiento derivado de estos procedimientos de selección en ningún caso dará
lugar al reconocimiento de la condición de funcionario de carrera.
3. En todo caso, la Administración formalizará de oficio la finalización de la relación de interinidad por
cualquiera de las siguientes causas, además de por las previstas en el artículo 63, sin derecho a compensación
alguna:

a) Por la cobertura reglada del puesto por personal funcionario de carrera a través de cualquiera de los
procedimientos legalmente establecidos.
b) Por razones organizativas que den lugar a la supresión o a la amortización de los puestos asignados.
c) Por la finalización del plazo autorizado expresamente recogido en su nombramiento.
d) Por la finalización de la causa que dio lugar a su nombramiento.

4. En el supuesto previsto en el apartado 1.a), las plazas vacantes desempeñadas por personal funcionario
interino deberán ser objeto de cobertura mediante cualquiera de los mecanismos de provisión o movilidad
previstos en la normativa de cada Administración Pública. No obstante, transcurridos tres años desde el
nombramiento del personal funcionario interino se producirá el fin de la relación de interinidad, y la vacante
solo podrá ser ocupada por personal funcionario de carrera, salvo que el correspondiente proceso selectivo
quede desierto, en cuyo caso se podrá efectuar otro nombramiento de personal funcionario interino.
Excepcionalmente, el personal funcionario interino podrá permanecer en la plaza que ocupe temporalmente,
siempre que se haya publicado la correspondiente convocatoria dentro del plazo de los tres años, a contar
desde la fecha del nombramiento del funcionario interino y sea resuelta conforme a los plazos establecidos en
el artículo 70 del TREBEP. En este supuesto podrá permanecer hasta la resolución de la convocatoria, sin que
su cese dé lugar a compensación económica.
5. Al personal funcionario interino le será aplicable el régimen general del personal funcionario de carrera en
cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición temporal y al carácter extraordinario y urgente de su
nombramiento, salvo aquellos derechos inherentes a la condición de funcionario de carrera. Se modifica por
el art. 1.1 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1 Véase, en cuanto a los efectos, lo
establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se modifica por el art. 1.1 del Real Decreto-
ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en cuanto a los efectos, lo establecido
en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 11. Personal laboral.
1. Es personal laboral el que en virtud de contrato de trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las
modalidades de contratación de personal previstas en la legislación laboral, presta servicios retribuidos por
las Administraciones Públicas. En función de la duración del contrato éste podrá ser fijo, por tiempo
indefinido o temporal.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto establecerán los criterios para la
determinación de los puestos de trabajo que pueden ser desempeñados por personal laboral, respetando en
todo caso lo establecido en el artículo 9.2.
3. Los procedimientos de selección del personal laboral serán públicos, rigiéndose en todo caso por los
principios de igualdad, mérito y capacidad. En el caso del personal laboral temporal se regirá igualmente por
el principio de celeridad, teniendo por finalidad atender razones expresamente justificadas de necesidad y
urgencia. Se añade el apartado 3 por el art. 1.2 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1
Téngase en cuenta que este apartado 3 ya fue añadido por el Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Véase, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se añade el apartado
3 por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.
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Artículo 12. Personal eventual.
1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza
funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo
a los créditos presupuestarios consignados para este fin.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto determinarán los órganos de
gobierno de las Administraciones Públicas que podrán disponer de este tipo de personal. El número máximo
se establecerá por los respectivos órganos de gobierno. Este número y las condiciones retributivas serán
públicas.
3. El nombramiento y cese serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se produzca el de la
autoridad a la que se preste la función de confianza o asesoramiento.
4. La condición de personal eventual no podrá constituir mérito para el acceso a la Función Pública o para la
promoción interna.
5. Al personal eventual le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen
general de los funcionarios de carrera.

CAPÍTULO II Personal directivo

Artículo 13. Personal directivo profesional.
El Gobierno y los órganos de gobierno de las comunidades autónomas podrán establecer, en desarrollo de este
Estatuto, el régimen jurídico específico del personal directivo así como los criterios para determinar su
condición, de acuerdo, entre otros, con los siguientes principios:
1. Es personal directivo el que desarrolla funciones directivas profesionales en las Administraciones Públicas,
definidas como tales en las normas específicas de cada Administración.
2. Su designación atenderá a principios de mérito y capacidad y a criterios de idoneidad, y se llevará a cabo
mediante procedimientos que garanticen la publicidad y concurrencia.
3. El personal directivo estará sujeto a evaluación con arreglo a los criterios de eficacia y eficiencia,
responsabilidad por su gestión y control de resultados en relación con los objetivos que les hayan sido fijados.
4. La determinación de las condiciones de empleo del personal directivo no tendrá la consideración de materia
objeto de negociación colectiva a los efectos de esta ley. Cuando el personal directivo reúna la condición de
personal laboral estará sometido a la relación laboral de carácter especial de alta dirección.

TÍTULO III Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

CAPÍTULO I Derechos de los empleados públicos

Artículo 14. Derechos individuales.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos de carácter individual en correspondencia con la
naturaleza jurídica de su relación de servicio:
a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.
b) Al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con la
progresión alcanzada en su carrera profesional.
c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de
igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas objetivos y transparentes de evaluación.
d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.
e) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios y a ser
informado por sus superiores de las tareas a desarrollar.
f) A la defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que se sigan ante
cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos públicos.
g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesionales,
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preferentemente en horario laboral.
h) Al respeto de su intimidad, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales,
propia imagen y dignidad en el trabajo, especialmente frente al acoso sexual y por razón de sexo, de
orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales, moral y laboral.
i) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación e
identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones, opinión,
discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
j) A la adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. j bis) A la
intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y frente al uso de dispositivos de
videovigilancia y geolocalización, así como a la desconexión digital en los términos establecidos en la
legislación vigente en materia de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales.
k) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.
l) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
m) A las vacaciones, descansos, permisos y licencias.
n) A la jubilación según los términos y condiciones establecidas en las normas aplicables.
o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que les sea de aplicación.
p) A la libre asociación profesional.
q) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico. Se modifican las letras h) e i) por la
disposición final 16.1 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16
Se añade la letra j bis) por la disposición final 14 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673#df-14

Artículo 15. Derechos individuales ejercidos colectivamente.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos individuales que se ejercen de forma colectiva:
a) A la libertad sindical.
b) A la negociación colectiva y a la participación en la determinación de las condiciones de trabajo.
c) Al ejercicio de la huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.
d) Al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso.
e) Al de reunión, en los términos establecidos en el artículo 46 de este Estatuto.

CAPÍTULO II Derecho a la carrera profesional y a la promoción interna. La evaluación del desemp

Artículo 16. Concepto, principios y modalidades de la carrera profesional de los funcionarios de carrera.
1. Los funcionarios de carrera tendrán derecho a la promoción profesional.
2. La carrera profesional es el conjunto ordenado de oportunidades de ascenso y expectativas de progreso
profesional conforme a los principios de igualdad, mérito y capacidad. A tal objeto las Administraciones
Públicas promoverán la actualización y perfeccionamiento de la cualificación profesional de sus funcionarios
de carrera.
3. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto regularán la carrera profesional
aplicable en cada ámbito que podrán consistir, entre otras, en la aplicación aislada o simultánea de alguna o
algunas de las siguientes modalidades:

a) Carrera horizontal, que consiste en la progresión de grado, categoría, escalón u otros conceptos
análogos, sin necesidad de cambiar de puesto de trabajo y de conformidad con lo establecido en la letra b)
del artículo 17 y en el apartado 3 del artículo 20 de este Estatuto.
b) Carrera vertical, que consiste en el ascenso en la estructura de puestos de trabajo por los procedimientos
de provisión establecidos en el capítulo III del título V de este Estatuto.
c) Promoción interna vertical, que consiste en el ascenso desde un cuerpo o escala de un Subgrupo, o
Grupo de clasificación profesional en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo, a otro superior, de
acuerdo con lo establecido en el artículo 18.
d) Promoción interna horizontal, que consiste en el acceso a cuerpos o escalas del mismo Subgrupo
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profesional, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18.
4. Los funcionarios de carrera podrán progresar simultáneamente en las modalidades de carrera horizontal y
vertical cuando la Administración correspondiente las haya implantado en un mismo ámbito.

Artículo 17. Carrera horizontal de los funcionarios de carrera.
Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto podrán regular la carrera
horizontal de los funcionarios de carrera, pudiendo aplicar, entre otras, las siguientes reglas:
a) Se articulará un sistema de grados, categorías o escalones de ascenso fijándose la remuneración a cada uno
de ellos. Los ascensos serán consecutivos con carácter general, salvo en aquellos supuestos excepcionales en
los que se prevea otra posibilidad.
b) Se deberá valorar la trayectoria y actuación profesional, la calidad de los trabajos realizados, los
conocimientos adquiridos y el resultado de la evaluación del desempeño. Podrán incluirse asimismo otros
méritos y aptitudes por razón de la especificidad de la función desarrollada y la experiencia adquirida.

Artículo 18. Promoción interna de los funcionarios de carrera.
1. La promoción interna se realizará mediante procesos selectivos que garanticen el cumplimiento de los
principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad así como los contemplados en el artículo 55.2 de
este Estatuto.
2. Los funcionarios deberán poseer los requisitos exigidos para el ingreso, tener una antigüedad de, al menos,
dos años de servicio activo en el inferior Subgrupo, o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que
éste no tenga Subgrupo y superar las correspondientes pruebas selectivas.
3. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto articularán los sistemas para
realizar la promoción interna, así como también podrán determinar los cuerpos y escalas a los que podrán
acceder los funcionarios de carrera pertenecientes a otros de su mismo Subgrupo. Asimismo las leyes de
Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto podrán determinar los cuerpos y escalas a
los que podrán acceder los funcionarios de carrera pertenecientes a otros de su mismo Subgrupo.
4. Las Administraciones Públicas adoptarán medidas que incentiven la participación de su personal en los
procesos selectivos de promoción interna y para la progresión en la carrera profesional.

Artículo 19. Carrera profesional y promoción del personal laboral.
1. El personal laboral tendrá derecho a la promoción profesional.
2. La carrera profesional y la promoción del personal laboral se hará efectiva a través de los procedimientos
previstos en el Estatuto de los Trabajadores o en los convenios colectivos.

Artículo 20. La evaluación del desempeño.
1. Las Administraciones Públicas establecerán sistemas que permitan la evaluación del desempeño de sus
empleados. La evaluación del desempeño es el procedimiento mediante el cual se mide y valora la conducta
profesional y el rendimiento o el logro de resultados.
2. Los sistemas de evaluación del desempeño se adecuarán, en todo caso, a criterios de transparencia,
objetividad, imparcialidad y no discriminación y se aplicarán sin menoscabo de los derechos de los empleados
públicos.
3. Las Administraciones Públicas determinarán los efectos de la evaluación en la carrera profesional
horizontal, la formación, la provisión de puestos de trabajo y en la percepción de las retribuciones
complementarias previstas en el artículo 24 del presente Estatuto.
4. La continuidad en un puesto de trabajo obtenido por concurso quedará vinculada a la evaluación del
desempeño de acuerdo con los sistemas de evaluación que cada Administración Pública determine, dándose
audiencia al interesado, y por la correspondiente resolución motivada.
5. La aplicación de la carrera profesional horizontal, de las retribuciones complementarias derivadas del
apartado c) del artículo 24 del presente Estatuto y el cese del puesto de trabajo obtenido por el procedimiento
de concurso requerirán la aprobación previa, en cada caso, de sistemas objetivos que permitan evaluar el
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desempeño de acuerdo con lo establecido en los apartados 1 y 2 de este artículo.

CAPÍTULO III Derechos retributivos

Artículo 21. Determinación de las cuantías y de los incrementos retributivos.
1. Las cuantías de las retribuciones básicas y el incremento de las cuantías globales de las retribuciones
complementarias de los funcionarios, así como el incremento de la masa salarial del personal laboral, deberán
reflejarse para cada ejercicio presupuestario en la correspondiente ley de presupuestos.
2. No podrán acordarse incrementos retributivos que globalmente supongan un incremento de la masa salarial
superior a los límites fijados anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el personal.

Artículo 22. Retribuciones de los funcionarios.
1. Las retribuciones de los funcionarios de carrera se clasifican en básicas y complementarias.
2. Las retribuciones básicas son las que retribuyen al funcionario según la adscripción de su cuerpo o escala a
un determinado Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo,
y por su antigüedad en el mismo. Dentro de ellas están comprendidas los componentes de sueldo y trienios de
las pagas extraordinarias.
3. Las retribuciones complementarias son las que retribuyen las características de los puestos de trabajo, la
carrera profesional o el desempeño, rendimiento o resultados alcanzados por el funcionario.
4. Las pagas extraordinarias serán dos al año, cada una por el importe de una mensualidad de retribuciones
básicas y de la totalidad de las retribuciones complementarias, salvo aquéllas a las que se refieren los
apartados c) y d) del artículo 24.
5. No podrá percibirse participación en tributos o en cualquier otro ingreso de las Administraciones Públicas
como contraprestación de cualquier servicio, participación o premio en multas impuestas, aun cuando
estuviesen normativamente atribuidas a los servicios.

Artículo 23. Retribuciones básicas.
Las retribuciones básicas, que se fijan en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, estarán integradas
única y exclusivamente por:
a) El sueldo asignado a cada Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que éste no
tenga Subgrupo.
b) Los trienios, que consisten en una cantidad, que será igual para cada Subgrupo o Grupo de clasificación
profesional, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo, por cada tres años de servicio.

Artículo 24. Retribuciones complementarias.
La cuantía y estructura de las retribuciones complementarias de los funcionarios se establecerán por las
correspondientes leyes de cada Administración Pública atendiendo, entre otros, a los siguientes factores:
a) La progresión alcanzada por el funcionario dentro del sistema de carrera administrativa.
b) La especial dificultad técnica, responsabilidad, dedicación, incompatibilidad exigible para el desempeño de
determinados puestos de trabajo o las condiciones en que se desarrolla el trabajo.
c) El grado de interés, iniciativa o esfuerzo con que el funcionario desempeña su trabajo y el rendimiento o
resultados obtenidos.
d) Los servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada normal de trabajo.

Artículo 25. Retribuciones de los funcionarios interinos.
1. Los funcionarios interinos percibirán las retribuciones básicas y las pagas extraordinarias correspondientes
al Subgrupo o Grupo de adscripción, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo. Percibirán asimismo las
retribuciones complementarias a que se refieren los apartados b), c) y d) del artículo 24 y las correspondientes
a la categoría de entrada en el cuerpo o escala en el que se le nombre.
2. Se reconocerán los trienios correspondientes a los servicios prestados antes de la entrada en vigor del
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presente Estatuto que tendrán efectos retributivos únicamente a partir de la entrada en vigor del mismo.

Artículo 26. Retribuciones de los funcionarios en prácticas.
Las Administraciones Públicas determinarán las retribuciones de los funcionarios en prácticas que, como
mínimo, se corresponderán a las del sueldo del Subgrupo o Grupo, en el supuesto de que éste no tenga
Subgrupo, en que aspiren a ingresar.

Artículo 27. Retribuciones del personal laboral.
Las retribuciones del personal laboral se determinarán de acuerdo con la legislación laboral, el convenio
colectivo que sea aplicable y el contrato de trabajo, respetando en todo caso lo establecido en el artículo 21 del
presente Estatuto.

Artículo 28. Indemnizaciones.
Los funcionarios percibirán las indemnizaciones correspondientes por razón del servicio.

Artículo 29. Retribuciones diferidas.
Las Administraciones Públicas podrán destinar cantidades hasta el porcentaje de la masa salarial que se fije en
las correspondientes Leyes de Presupuestos Generales del Estado a financiar aportaciones a planes de
pensiones de empleo o contratos de seguro colectivos que incluyan la cobertura de la contingencia de
jubilación, para el personal incluido en sus ámbitos, de acuerdo con lo establecido en la normativa reguladora
de los Planes de Pensiones. Las cantidades destinadas a financiar aportaciones a planes de pensiones o
contratos de seguros tendrán a todos los efectos la consideración de retribución diferida.

Artículo 30. Deducción de retribuciones.
1. Sin perjuicio de la sanción disciplinaria que pueda corresponder, la parte de jornada no realizada dará lugar
a la deducción proporcional de haberes, que no tendrá carácter sancionador.
2. Quienes ejerciten el derecho de huelga no devengarán ni percibirán las retribuciones correspondientes al
tiempo en que hayan permanecido en esa situación sin que la deducción de haberes que se efectúe tenga
carácter de sanción, ni afecte al régimen respectivo de sus prestaciones sociales.

CAPÍTULO IV Derecho a la negociación colectiva, representación y participación institucional. D

Artículo 31. Principios generales.
1. Los empleados públicos tienen derecho a la negociación colectiva, representación y participación
institucional para la determinación de sus condiciones de trabajo.
2. Por negociación colectiva, a los efectos de esta ley, se entiende el derecho a negociar la determinación de
condiciones de trabajo de los empleados de la Administración Pública.
3. Por representación, a los efectos de esta ley, se entiende la facultad de elegir representantes y constituir
órganos unitarios a través de los cuales se instrumente la interlocución entre las Administraciones Públicas y
sus empleados.
4. Por participación institucional, a los efectos de esta ley, se entiende el derecho a participar, a través de las
organizaciones sindicales, en los órganos de control y seguimiento de las entidades u organismos que
legalmente se determine.
5. El ejercicio de los derechos establecidos en este artículo se garantiza y se lleva a cabo a través de los órganos
y sistemas específicos regulados en el presente capítulo, sin perjuicio de otras formas de colaboración entre
las Administraciones Públicas y sus empleados públicos o los representantes de éstos.
6. Las organizaciones sindicales más representativas en el ámbito de la Función Pública están legitimadas para
la interposición de recursos en vía administrativa y jurisdiccional contra las resoluciones de los órganos de
selección.
7. El ejercicio de los derechos establecidos en este capítulo deberá respetar en todo caso el contenido del
presente Estatuto y las leyes de desarrollo previstas en el mismo.
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8. Los procedimientos para determinar condiciones de trabajo en las Administraciones Públicas tendrán en
cuenta las previsiones establecidas en los convenios y acuerdos de carácter internacional ratificados por
España.

Artículo 32. Negociación colectiva, representación y participación del personal laboral.
1. La negociación colectiva, representación y participación de los empleados públicos con contrato laboral se
regirá por la legislación laboral, sin perjuicio de los preceptos de este capítulo que expresamente les son de
aplicación.
2. Se garantiza el cumplimiento de los convenios colectivos y acuerdos que afecten al personal laboral, salvo
cuando excepcionalmente y por causa grave de interés público derivada de una alteración sustancial de las
circunstancias económicas, los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas suspendan o
modifiquen el cumplimiento de convenios colectivos o acuerdos ya firmados en la medida estrictamente
necesaria para salvaguardar el interés público. En este supuesto, las Administraciones Públicas deberán
informar a las organizaciones sindicales de las causas de la suspensión o modificación.
Se suprime el último párrafo del apartado 2 por la disposición final 24.1 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128#df-24

Artículo 33. Negociación colectiva.
1. La negociación colectiva de condiciones de trabajo de los funcionarios públicos que estará sujeta a los
principios de legalidad, cobertura presupuestaria, obligatoriedad, buena fe negocial, publicidad y
transparencia, se efectuará mediante el ejercicio de la capacidad representativa reconocida a las
organizaciones sindicales en los artículos 6.3.c); 7.1 y 7.2 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de
Libertad Sindical, y lo previsto en este capítulo. A este efecto, se constituirán Mesas de Negociación en las que
estarán legitimados para estar presentes, por una parte, los representantes de la Administración Pública
correspondiente, y por otra, las organizaciones sindicales más representativas a nivel estatal, las
organizaciones sindicales más representativas de comunidad autónoma, así como los sindicatos que hayan
obtenido el 10 por 100 o más de los representantes en las elecciones para Delegados y Juntas de Personal, en
las unidades electorales comprendidas en el ámbito específico de su constitución.
2. Las Administraciones Públicas podrán encargar el desarrollo de las actividades de negociación colectiva a
órganos creados por ellas, de naturaleza estrictamente técnica, que ostentarán su representación en la
negociación colectiva previas las instrucciones políticas correspondientes y sin perjuicio de la ratificación de
los acuerdos alcanzados por los órganos de gobierno o administrativos con competencia para ello.

Artículo 34. Mesas de Negociación.
1. A los efectos de la negociación colectiva de los funcionarios públicos, se constituirá una Mesa General de
Negociación en el ámbito de la Administración General del Estado, así como en cada una de las Comunidades
Autónomas, ciudades de Ceuta y Melilla y Entidades Locales.
2. Se reconoce la legitimación negocial de las asociaciones de municipios, así como la de las Entidades Locales
de ámbito supramunicipal. A tales efectos, los municipios podrán adherirse con carácter previo o de manera
sucesiva a la negociación colectiva que se lleve a cabo en el ámbito correspondiente. Asimismo, una
Administración o Entidad Pública podrá adherirse a los acuerdos alcanzados dentro del territorio de cada
comunidad autónoma, o a los acuerdos alcanzados en un ámbito supramunicipal.
3. Son competencias propias de las Mesas Generales la negociación de las materias relacionadas con
condiciones de trabajo comunes a los funcionarios de su ámbito.
4. Dependiendo de las Mesas Generales de Negociación y por acuerdo de las mismas podrán constituirse
Mesas Sectoriales, en atención a las condiciones específicas de trabajo de las organizaciones administrativas
afectadas o a las peculiaridades de sectores concretos de funcionarios públicos y a su número.
5. La competencia de las Mesas Sectoriales se extenderá a los temas comunes a los funcionarios del sector que
no hayan sido objeto de decisión por parte de la Mesa General respectiva o a los que ésta explícitamente les
reenvíe o delegue.
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6. El proceso de negociación se abrirá, en cada Mesa, en la fecha que, de común acuerdo, fijen la
Administración correspondiente y la mayoría de la representación sindical. A falta de acuerdo, el proceso se
iniciará en el plazo máximo de un mes desde que la mayoría de una de las partes legitimadas lo promueva,
salvo que existan causas legales o pactadas que lo impidan.
7. Ambas partes estarán obligadas a negociar bajo el principio de la buena fe y proporcionarse mutuamente la
información que precisen relativa a la negociación.

Artículo 35. Constitución y composición de las Mesas de Negociación.
1. Las Mesas a que se refieren los artículos 34, 36.3 y disposición adicional duodécima de este Estatuto
quedarán válidamente constituidas cuando, además de la representación de la Administración
correspondiente, y sin perjuicio del derecho de todas las organizaciones sindicales legitimadas a participar en
ellas en proporción a su representatividad, tales organizaciones sindicales representen, como mínimo, la
mayoría absoluta de los miembros de los órganos unitarios de representación en el ámbito de que se trate.
2. Las variaciones en la representatividad sindical, a efectos de modificación en la composición de las Mesas
de Negociación, serán acreditadas por las organizaciones sindicales interesadas, mediante el correspondiente
certificado de la Oficina Pública de Registro competente, cada dos años a partir de la fecha inicial de
constitución de las citadas Mesas.
3. La designación de los componentes de las Mesas corresponderá a las partes negociadoras que podrán contar
con la asistencia en las deliberaciones de asesores, que intervendrán con voz, pero sin voto.
4. En las normas de desarrollo del presente Estatuto se establecerá la composición numérica de las Mesas
correspondientes a sus ámbitos, sin que ninguna de las partes pueda superar el número de quince miembros.

Artículo 36. Mesas Generales de Negociación.
1. Se constituye una Mesa General de Negociación de las Administraciones Públicas. La representación de
éstas será unitaria, estará presidida por la Administración General del Estado y contará con representantes de
las Comunidades Autónomas, de las ciudades de Ceuta y Melilla y de la Federación Española de Municipios y
Provincias, en función de las materias a negociar. La representación de las organizaciones sindicales
legitimadas para estar presentes de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 11/1985,
de 2 de agosto, de Libertad Sindical, se distribuirá en función de los resultados obtenidos en las elecciones a
los órganos de representación del personal, Delegados de Personal, Juntas de Personal y Comités de Empresa,
en el conjunto de las Administraciones Públicas.
2. Serán materias objeto de negociación en esta Mesa las relacionadas en el artículo 37 de este Estatuto que
resulten susceptibles de regulación estatal con carácter de norma básica, sin perjuicio de los acuerdos a que
puedan llegar las comunidades autónomas en su correspondiente ámbito territorial en virtud de sus
competencias exclusivas y compartidas en materia de Función Pública. Será específicamente objeto de
negociación en el ámbito de la Mesa General de Negociación de las Administraciones Públicas el incremento
global de las retribuciones del personal al servicio de las Administraciones Públicas que corresponda incluir
en el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada año.
3. Para la negociación de todas aquellas materias y condiciones de trabajo comunes al personal funcionario,
estatutario y laboral de cada Administración Pública, se constituirá en la Administración General del Estado,
en cada una de las comunidades autónomas, ciudades de Ceuta y Melilla y entidades locales una Mesa General
de Negociación. Son de aplicación a estas Mesas Generales los criterios establecidos en el apartado anterior
sobre representación de las organizaciones sindicales en la Mesa General de Negociación de las
Administraciones Públicas, tomando en consideración en cada caso los resultados obtenidos en las elecciones
a los órganos de representación del personal funcionario y laboral del correspondiente ámbito de
representación. Además, también estarán presentes en estas Mesas Generales, las organizaciones sindicales
que formen parte de la Mesa General de Negociación de las Administraciones Públicas siempre que hubieran
obtenido el 10 por 100 de los representantes a personal funcionario o personal laboral en el ámbito
correspondiente a la Mesa de que se trate.
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Artículo 37. Materias objeto de negociación.
1. Serán objeto de negociación, en su ámbito respectivo y en relación con las competencias de cada
Administración Pública y con el alcance que legalmente proceda en cada caso, las materias siguientes:

a) La aplicación del incremento de las retribuciones del personal al servicio de las Administraciones
Públicas que se establezca en la Ley de Presupuestos Generales del Estado y de las comunidades
autónomas.
b) La determinación y aplicación de las retribuciones complementarias de los funcionarios.
c) Las normas que fijen los criterios generales en materia de acceso, carrera, provisión, sistemas de
clasificación de puestos de trabajo, y planes e instrumentos de planificación de recursos humanos.
d) Las normas que fijen los criterios y mecanismos generales en materia de evaluación del desempeño.
e) Los planes de Previsión Social Complementaria.
f) Los criterios generales de los planes y fondos para la formación y la promoción interna.
g) Los criterios generales para la determinación de prestaciones sociales y pensiones de clases pasivas.
h) Las propuestas sobre derechos sindicales y de participación.
i) Los criterios generales de acción social.
j) Las que así se establezcan en la normativa de prevención de riesgos laborales.
k) Las que afecten a las condiciones de trabajo y a las retribuciones de los funcionarios, cuya regulación
exija norma con rango de ley.
l) Los criterios generales sobre ofertas de empleo público.
m) Las referidas a calendario laboral, horarios, jornadas, vacaciones, permisos, movilidad funcional y
geográfica, así como los criterios generales sobre la planificación estratégica de los recursos humanos, en
aquellos aspectos que afecten a condiciones de trabajo de los empleados públicos.

2. Quedan excluidas de la obligatoriedad de la negociación, las materias siguientes:
a) Las decisiones de las Administraciones Públicas que afecten a sus potestades de organización. Cuando
las consecuencias de las decisiones de las Administraciones Públicas que afecten a sus potestades de
organización tengan repercusión sobre condiciones de trabajo de los funcionarios públicos contempladas
en el apartado anterior, procederá la negociación de dichas condiciones con las organizaciones sindicales a
que se refiere este Estatuto.
b) La regulación del ejercicio de los derechos de los ciudadanos y de los usuarios de los servicios públicos,
así como el procedimiento de formación de los actos y disposiciones administrativas.
c) La determinación de condiciones de trabajo del personal directivo.
d) Los poderes de dirección y control propios de la relación jerárquica.
e) La regulación y determinación concreta, en cada caso, de los sistemas, criterios, órganos y
procedimientos de acceso al empleo público y la promoción profesional.

Artículo 38. Pactos y Acuerdos.
1. En el seno de las Mesas de Negociación correspondientes, los representantes de las Administraciones
Públicas podrán concertar Pactos y Acuerdos con la representación de las organizaciones sindicales
legitimadas a tales efectos, para la determinación de condiciones de trabajo de los funcionarios de dichas
Administraciones.
2. Los Pactos se celebrarán sobre materias que se correspondan estrictamente con el ámbito competencial del
órgano administrativo que lo suscriba y se aplicarán directamente al personal del ámbito correspondiente.
3. Los Acuerdos versarán sobre materias competencia de los órganos de gobierno de las Administraciones
Públicas. Para su validez y eficacia será necesaria su aprobación expresa y formal por estos órganos. Cuando
tales Acuerdos hayan sido ratificados y afecten a temas que pueden ser decididos de forma definitiva por los
órganos de gobierno, el contenido de los mismos será directamente aplicable al personal incluido en su
ámbito de aplicación, sin perjuicio de que a efectos formales se requiera la modificación o derogación, en su
caso, de la normativa reglamentaria correspondiente. Si los Acuerdos ratificados tratan sobre materias
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sometidas a reserva de ley que, en consecuencia, sólo pueden ser determinadas definitivamente por las Cortes
Generales o las asambleas legislativas de las comunidades autónomas, su contenido carecerá de eficacia
directa. No obstante, en este supuesto, el órgano de gobierno respectivo que tenga iniciativa legislativa
procederá a la elaboración, aprobación y remisión a las Cortes Generales o asambleas legislativas de las
comunidades autónomas del correspondiente proyecto de ley conforme al contenido del Acuerdo y en el plazo
que se hubiera acordado. Cuando exista falta de ratificación de un Acuerdo o, en su caso, una negativa expresa
a incorporar lo acordado en el proyecto de ley correspondiente, se deberá iniciar la renegociación de las
materias tratadas en el plazo de un mes, si así lo solicitara al menos la mayoría de una de las partes.
4. Los Pactos y Acuerdos deberán determinar las partes que los conciertan, el ámbito personal, funcional,
territorial y temporal, así como la forma, plazo de preaviso y condiciones de denuncia de los mismos.
5. Se establecerán Comisiones Paritarias de seguimiento de los Pactos y Acuerdos con la composición y
funciones que las partes determinen.
6. Los Pactos celebrados y los Acuerdos, una vez ratificados, deberán ser remitidos a la Oficina Pública que
cada Administración competente determine y la Autoridad respectiva ordenará su publicación en el Boletín
Oficial que corresponda en función del ámbito territorial.
7. En el supuesto de que no se produzca acuerdo en la negociación o en la renegociación prevista en el último
párrafo del apartado 3 del presente artículo y una vez agotados, en su caso, los procedimientos de solución
extrajudicial de conflictos, corresponderá a los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas
establecer las condiciones de trabajo de los funcionarios con las excepciones contempladas en los apartados
11, 12 y 13 del presente artículo.
8. Los Pactos y Acuerdos que, de conformidad con lo establecido en el artículo 37, contengan materias y
condiciones generales de trabajo comunes al personal funcionario y laboral, tendrán la consideración y
efectos previstos en este artículo para los funcionarios y en el artículo 83 del Estatuto de los Trabajadores para
el personal laboral.
9. Los Pactos y Acuerdos en sus respectivos ámbitos y en relación con las competencias de cada
Administración Pública, podrán establecer la estructura de la negociación colectiva así como fijar las reglas
que han de resolver los conflictos de concurrencia entre las negociaciones de distinto ámbito y los criterios de
primacía y complementariedad entre las diferentes unidades negociadoras.
10. Se garantiza el cumplimiento de los Pactos y Acuerdos, salvo cuando excepcionalmente y por causa grave
de interés público derivada de una alteración sustancial de las circunstancias económicas, los órganos de
gobierno de las Administraciones Públicas suspendan o modifiquen el cumplimiento de Pactos y Acuerdos ya
firmados, en la medida estrictamente necesaria para salvaguardar el interés público. En este supuesto, las
Administraciones Públicas deberán informar a las organizaciones sindicales de las causas de la suspensión o
modificación.
11. Salvo acuerdo en contrario, los Pactos y Acuerdos se prorrogarán de año en año si no mediara denuncia
expresa de una de las partes.
12. La vigencia del contenido de los Pactos y Acuerdos una vez concluida su duración, se producirá en los
términos que los mismos hubieren establecido.
13. Los Pactos y Acuerdos que sucedan a otros anteriores los derogan en su integridad, salvo los aspectos que
expresamente se acuerde mantener.
Se suprime el último párrafo del apartado 10 por la disposición final 24.2 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128#df-24

Artículo 39. Órganos de representación.
1. Los órganos específicos de representación de los funcionarios son los Delegados de Personal y las Juntas de
Personal.
2. En las unidades electorales donde el número de funcionarios sea igual o superior a 6 e inferior a 50, su
representación corresponderá a los Delegados de Personal. Hasta 30 funcionarios se elegirá un Delegado, y de
31 a 49 se elegirán tres, que ejercerán su representación conjunta y mancomunadamente.
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3. Las Juntas de Personal se constituirán en unidades electorales que cuenten con un censo mínimo de 50
funcionarios.
4. El establecimiento de las unidades electorales se regulará por el Estado y por cada Comunidad Autónoma
dentro del ámbito de sus competencias legislativas. Previo acuerdo con las Organizaciones Sindicales
legitimadas en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, los órganos
de gobierno de las Administraciones Públicas podrán modificar o establecer unidades electorales en razón del
número y peculiaridades de sus colectivos, adecuando la configuración de las mismas a las estructuras
administrativas o a los ámbitos de negociación constituidos o que se constituyan.
5. Cada Junta de Personal se compone de un número de representantes, en función del número de
funcionarios de la Unidad electoral correspondiente, de acuerdo con la siguiente escala, en coherencia con lo
establecido en el Estatuto de los Trabajadores: De 50 a 100 funcionarios: 5. De 101 a 250 funcionarios: 9. De 251
a 500 funcionarios: 13. De 501 a 750 funcionarios: 17. De 751 a 1.000 funcionarios: 21. De 1.001 en adelante, dos
por cada 1.000 o fracción, con el máximo de 75.
6. Las Juntas de Personal elegirán de entre sus miembros un Presidente y un Secretario y elaborarán su propio
reglamento de procedimiento, que no podrá contravenir lo dispuesto en el presente Estatuto y legislación de
desarrollo, remitiendo copia del mismo y de sus modificaciones al órgano u órganos competentes en materia
de personal que cada Administración determine. El reglamento y sus modificaciones deberán ser aprobados
por los votos favorables de, al menos, dos tercios de sus miembros.

Artículo 40. Funciones y legitimación de los órganos de representación.
1. Las Juntas de Personal y los Delegados de Personal, en su caso, tendrán las siguientes funciones, en sus
respectivos ámbitos:

a) Recibir información, sobre la política de personal, así como sobre los datos referentes a la evolución de
las retribuciones, evolución probable del empleo en el ámbito correspondiente y programas de mejora del
rendimiento.
b) Emitir informe, a solicitud de la Administración Pública correspondiente, sobre el traslado total o parcial
de las instalaciones e implantación o revisión de sus sistemas de organización y métodos de trabajo.
c) Ser informados de todas las sanciones impuestas por faltas muy graves.
d) Tener conocimiento y ser oídos en el establecimiento de la jornada laboral y horario de trabajo, así como
en el régimen de vacaciones y permisos.
e) Vigilar el cumplimiento de las normas vigentes en materia de condiciones de trabajo, prevención de
riesgos laborales, Seguridad Social y empleo y ejercer, en su caso, las acciones legales oportunas ante los
organismos competentes.
f) Colaborar con la Administración correspondiente para conseguir el establecimiento de cuantas medidas
procuren el mantenimiento e incremento de la productividad.

2. Las Juntas de Personal, colegiadamente, por decisión mayoritaria de sus miembros y, en su caso, los
Delegados de Personal, mancomunadamente, estarán legitimados para iniciar, como interesados, los
correspondientes procedimientos administrativos y ejercitar las acciones en vía administrativa o judicial en
todo lo relativo al ámbito de sus funciones.

Artículo 41. Garantías de la función representativa del personal.
1. Los miembros de las Juntas de Personal y los Delegados de Personal, en su caso, como representantes
legales de los funcionarios, dispondrán en el ejercicio de su función representativa de las siguientes garantías
y derechos:

a) El acceso y libre circulación por las dependencias de su unidad electoral, sin que se entorpezca el
normal funcionamiento de las correspondientes unidades administrativas, dentro de los horarios
habituales de trabajo y con excepción de las zonas que se reserven de conformidad con lo dispuesto en la
legislación vigente.
b) La distribución libre de las publicaciones que se refieran a cuestiones profesionales y sindicales.
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c) La audiencia en los expedientes disciplinarios a que pudieran ser sometidos sus miembros durante el
tiempo de su mandato y durante el año inmediatamente posterior, sin perjuicio de la audiencia al
interesado regulada en el procedimiento sancionador.
d) Un crédito de horas mensuales dentro de la jornada de trabajo y retribuidas como de trabajo efectivo, de
acuerdo con la siguiente escala: Hasta 100 funcionarios: 15. De 101 a 250 funcionarios: 20. De 251 a 500
funcionarios: 30. De 501 a 750 funcionarios: 35. De 751 en adelante: 40. Los miembros de la Junta de
Personal y Delegados de Personal de la misma candidatura que así lo manifiesten podrán proceder, previa
comunicación al órgano que ostente la Jefatura de Personal ante la que aquélla ejerza su representación, a
la acumulación de los créditos horarios.
e) No ser trasladados ni sancionados por causas relacionadas con el ejercicio de su mandato representativo,
ni durante la vigencia del mismo, ni en el año siguiente a su extinción, exceptuando la extinción que tenga
lugar por revocación o dimisión.

2. Los miembros de las Juntas de Personal y los Delegados de Personal no podrán ser discriminados en su
formación ni en su promoción económica o profesional por razón del desempeño de su representación.
3. Cada uno de los miembros de la Junta de Personal y ésta como órgano colegiado, así como los Delegados de
Personal, en su caso, observarán sigilo profesional en todo lo referente a los asuntos en que la Administración
señale expresamente el carácter reservado, aún después de expirar su mandato. En todo caso, ningún
documento reservado entregado por la Administración podrá ser utilizado fuera del estricto ámbito de la
Administración para fines distintos de los que motivaron su entrega.

Artículo 42. Duración de la representación.
El mandato de los miembros de las Juntas de Personal y de los Delegados de Personal, en su caso, será de
cuatro años, pudiendo ser reelegidos. El mandato se entenderá prorrogado si, a su término, no se hubiesen
promovido nuevas elecciones, sin que los representantes con mandato prorrogado se contabilicen a efectos de
determinar la capacidad representativa de los Sindicatos.

Artículo 43. Promoción de elecciones a Delegados y Juntas de Personal.
1. Podrán promover la celebración de elecciones a Delegados y Juntas de Personal, conforme a lo previsto en
el presente Estatuto y en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical:

a) Los Sindicatos más representativos a nivel estatal.
b) Los sindicatos más representativos a nivel de comunidad autónoma, cuando la unidad electoral afectada
esté ubicada en su ámbito geográfico.
c) Los sindicatos que, sin ser más representativos, hayan conseguido al menos el 10 por 100 de los
representantes a los que se refiere este Estatuto en el conjunto de las Administraciones Públicas.
d) Los sindicatos que hayan obtenido al menos un porcentaje del 10 por 100 en la unidad electoral en la que
se pretende promover las elecciones.
e) Los funcionarios de la unidad electoral, por acuerdo mayoritario.

2. Los legitimados para promover elecciones tendrán, a este efecto, derecho a que la Administración Pública
correspondiente les suministre el censo de personal de las unidades electorales afectadas, distribuido por
organismos o centros de trabajo.

Artículo 44. Procedimiento electoral.
El procedimiento para la elección de las Juntas de Personal y para la elección de Delegados de Personal se
determinará reglamentariamente teniendo en cuenta los siguientes criterios generales:
a) La elección se realizará mediante sufragio personal, directo, libre y secreto que podrá emitirse por correo o
por otros medios telemáticos.
b) Serán electores y elegibles los funcionarios que se encuentren en la situación de servicio activo. No tendrán
la consideración de electores ni elegibles los funcionarios que ocupen puestos cuyo nombramiento se efectúe
a través de real decreto o por decreto de los consejos de gobierno de las comunidades autónomas y de las
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ciudades de Ceuta y Melilla.
c) Podrán presentar candidaturas las organizaciones sindicales legalmente constituidas o las coaliciones de
éstas, y los grupos de electores de una misma unidad electoral, siempre que el número de ellos sea
equivalente, al menos, al triple de los miembros a elegir.
d) Las Juntas de Personal se elegirán mediante listas cerradas a través de un sistema proporcional corregido, y
los Delegados de Personal mediante listas abiertas y sistema mayoritario.
e) Los órganos electorales serán las Mesas Electorales que se constituyan para la dirección y desarrollo del
procedimiento electoral y las oficinas públicas permanentes para el cómputo y certificación de resultados
reguladas en la normativa laboral.
f) Las impugnaciones se tramitarán conforme a un procedimiento arbitral, excepto las reclamaciones contra
las denegaciones de inscripción de actas electorales que podrán plantearse directamente ante la jurisdicción
social.

Artículo 45. Solución extrajudicial de conflictos colectivos.
1. Con independencia de las atribuciones fijadas por las partes a las comisiones paritarias previstas en el
artículo 38.5 para el conocimiento y resolución de los conflictos derivados de la aplicación e interpretación de
los Pactos y Acuerdos, las Administraciones Públicas y las organizaciones sindicales a que se refiere el
presente capítulo podrán acordar la creación, configuración y desarrollo de sistemas de solución extrajudicial
de conflictos colectivos.
2. Los conflictos a que se refiere el apartado anterior podrán ser los derivados de la negociación, aplicación e
interpretación de los Pactos y Acuerdos sobre las materias señaladas en el artículo 37, excepto para aquellas en
que exista reserva de ley.
3. Los sistemas podrán estar integrados por procedimientos de mediación y arbitraje. La mediación será
obligatoria cuando lo solicite una de las partes y las propuestas de solución que ofrezcan el mediador o
mediadores podrán ser libremente aceptadas o rechazadas por las mismas. Mediante el procedimiento de
arbitraje las partes podrán acordar voluntariamente encomendar a un tercero la resolución del conflicto
planteado, comprometiéndose de antemano a aceptar el contenido de la misma.
4. El acuerdo logrado a través de la mediación o de la resolución de arbitraje tendrá la misma eficacia jurídica
y tramitación de los Pactos y Acuerdos regulados en el presente Estatuto, siempre que quienes hubieran
adoptado el acuerdo o suscrito el compromiso arbitral tuviesen la legitimación que les permita acordar, en el
ámbito del conflicto, un Pacto o Acuerdo conforme a lo previsto en este Estatuto. Estos acuerdos serán
susceptibles de impugnación. Específicamente cabrá recurso contra la resolución arbitral en el caso de que no
se hubiesen observado en el desarrollo de la actuación arbitral los requisitos y formalidades establecidos al
efecto o cuando la resolución hubiese versado sobre puntos no sometidos a su decisión, o que ésta contradiga
la legalidad vigente.
5. La utilización de estos sistemas se efectuará conforme a los procedimientos que reglamentariamente se
determinen previo acuerdo con las organizaciones sindicales representativas.

Artículo 46. Derecho de reunión.
1. Están legitimados para convocar una reunión, además de las organizaciones sindicales, directamente o a
través de los Delegados Sindicales:

a) Los Delegados de Personal.
b) Las Juntas de Personal.
c) Los Comités de Empresa.
d) Los empleados públicos de las Administraciones respectivas en número no inferior al 40 por 100 del
colectivo convocado.

2. Las reuniones en el centro de trabajo se autorizarán fuera de las horas de trabajo, salvo acuerdo entre el
órgano competente en materia de personal y quienes estén legitimados para convocarlas. La celebración de la
reunión no perjudicará la prestación de los servicios y los convocantes de la misma serán responsables de su
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normal desarrollo.

CAPÍTULO V Derecho a la jornada de trabajo, permisos y vacaciones

Artículo 47. Jornada de trabajo de los funcionarios públicos.
1. Las Administraciones Públicas establecerán la jornada general y las especiales de trabajo de sus
funcionarios públicos. La jornada de trabajo podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial.
2. Las Administraciones Públicas adoptarán medidas de flexibilización horaria para garantizar la conciliación
de la vida familiar y laboral de los empleados públicos que tengan a su cargo a hijos e hijas menores de doce
años, así como de los empleados públicos que tengan necesidades de cuidado respecto de los hijos e hijas
mayores de doce años, el cónyuge o pareja de hecho, familiares por consanguinidad hasta el segundo grado,
así como de otras personas que convivan en el mismo domicilio, y que por razones de edad, accidente o
enfermedad no puedan valerse por sí mismos.
Se modifica por el art. 3 del Real Decreto-ley 2/2024, de 21 de mayo. Ref. BOE-A-2024-10235#at

Se deja sin efecto la modificación por Resolución de 10 de enero de 2024 que publica el Acuerdo del Congreso de los Diputados por el que se deroga el
Real Decreto-ley 7/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2024-664

Se modifica por el art. 3 del Real Decreto-ley 7/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25759#at

Artículo 47 bis. Teletrabajo.
1. Se considera teletrabajo aquella modalidad de prestación de servicios a distancia en la que el contenido
competencial del puesto de trabajo puede desarrollarse, siempre que las necesidades del servicio lo permitan,
fuera de las dependencias de la Administración, mediante el uso de tecnologías de la información y
comunicación.
2. La prestación del servicio mediante teletrabajo habrá de ser expresamente autorizada y será compatible con
la modalidad presencial. En todo caso, tendrá carácter voluntario y reversible salvo en supuestos
excepcionales debidamente justificados. Se realizará en los términos de las normas que se dicten en desarrollo
de este Estatuto, que serán objeto de negociación colectiva en el ámbito correspondiente y contemplarán
criterios objetivos en el acceso a esta modalidad de prestación de servicio. El teletrabajo deberá contribuir a
una mejor organización del trabajo a través de la identificación de objetivos y la evaluación de su
cumplimiento.
3. El personal que preste sus servicios mediante teletrabajo tendrá los mismos deberes y derechos,
individuales y colectivos, recogidos en el presente Estatuto que el resto del personal que preste sus servicios en
modalidad presencial, incluyendo la normativa de prevención de riesgos laborales que resulte aplicable, salvo
aquellos que sean inherentes a la realización de la prestación del servicio de manera presencial.
4. La Administración proporcionará y mantendrá a las personas que trabajen en esta modalidad, los medios
tecnológicos necesarios para su actividad.
5. El personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas se regirá, en materia de teletrabajo, por lo
previsto en el presente Estatuto y por sus normas de desarrollo.
Se añade por el art. 1 del Real Decreto-ley 29/2020, de 29 de septiembre. Ref. BOE-A-2020-11415#a1

Artículo 48. Permisos de los funcionarios públicos.
Los funcionarios públicos tendrán los siguientes permisos:
a) Por accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica sin hospitalización que
precise de reposo domiciliario del cónyuge, pareja de hecho o parientes hasta el primer grado por
consanguinidad o afinidad, así como de cualquier otra persona distinta de las anteriores que conviva con el
funcionario o funcionaria en el mismo domicilio y que requiera el cuidado efectivo de aquella, cinco días
hábiles. Cuando se trate de accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica sin
hospitalización que precise de reposo domiciliario, de un familiar dentro del segundo grado de
consanguinidad o afinidad, el permiso será de cuatro días hábiles. Cuando se trate de fallecimiento del
cónyuge, pareja de hecho o familiar dentro del primer grado de consanguinidad o afinidad, tres días hábiles
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cuando el suceso se produzca en la misma localidad, y cinco días hábiles, cuando sea en distinta localidad. En
el caso de fallecimiento de familiar dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, el permiso será de
dos días hábiles cuando se produzca en la misma localidad y de cuatro días hábiles cuando sea en distinta
localidad.
b) Por traslado de domicilio sin cambio de residencia, un día.
c) Para realizar funciones sindicales o de representación del personal, en los términos que se determine.
d) Para concurrir a exámenes finales y demás pruebas definitivas de aptitud, durante los días de su celebración.
e) Por el tiempo indispensable para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto
por las funcionarias embarazadas y, en los casos de adopción o acogimiento, o guarda con fines de adopción,
para la asistencia a las preceptivas sesiones de información y preparación y para la realización de los
preceptivos informes psicológicos y sociales previos a la declaración de idoneidad, que deban realizarse
dentro de la jornada de trabajo. A efectos de lo dispuesto en este apartado, el término de funcionarias
embarazadas incluye también a las personas funcionarias trans gestantes.
f) Por lactancia de un hijo menor de doce meses tendrán derecho a una hora de ausencia del trabajo que podrá
dividir en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse por una reducción de la jornada normal en media
hora al inicio y al final de la jornada, o en una hora al inicio o al final de la jornada, con la misma finalidad. El
permiso contemplado en este apartado constituye un derecho individual de los funcionarios, sin que pueda
transferirse su ejercicio al otro progenitor, adoptante, guardador o acogedor. Se podrá solicitar la sustitución
del tiempo de lactancia por un permiso retribuido que acumule en jornadas completas el tiempo
correspondiente. Esta modalidad se podrá disfrutar únicamente a partir de la finalización del permiso por
nacimiento, adopción, guarda, acogimiento o del progenitor diferente de la madre biológica respectivo. Este
permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de parto, adopción, guarda con fines de adopción o
acogimiento múltiple.
g) Por nacimiento de hijos prematuros o que por cualquier otra causa deban permanecer hospitalizados a
continuación del parto, la funcionaria o el funcionario tendrá derecho a ausentarse del trabajo durante un
máximo de dos horas diarias percibiendo las retribuciones íntegras. Asimismo, tendrán derecho a reducir su
jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con la disminución proporcional de sus retribuciones.
h) Por razones de guarda legal, cuando el funcionario tenga el cuidado directo de algún menor de doce años,
de persona mayor que requiera especial dedicación, o de una persona con discapacidad que no desempeñe
actividad retribuida, tendrá derecho a la reducción de su jornada de trabajo, con la disminución de sus
retribuciones que corresponda. Tendrá el mismo derecho el funcionario que precise encargarse del cuidado
directo de un familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad,
accidente o enfermedad no pueda valerse por sí mismo y que no desempeñe actividad retribuida.
i) Por ser preciso atender el cuidado de un familiar de primer grado, el funcionario tendrá derecho a solicitar
una reducción de hasta el cincuenta por ciento de la jornada laboral, con carácter retribuido, por razones de
enfermedad muy grave y por el plazo máximo de un mes. Si hubiera más de un titular de este derecho por el
mismo hecho causante, el tiempo de disfrute de esta reducción se podrá prorratear entre los mismos,
respetando en todo caso, el plazo máximo de un mes.
j) Por tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público o personal y
por deberes relacionados con la conciliación de la vida familiar y laboral.
k) Por asuntos particulares, seis días al año.
l) Por matrimonio o registro o constitución formalizada por documento público de pareja de hecho, quince
días.
m) Por el tiempo indispensable para la realización de los actos preparatorios de la donación de órganos o
tejidos siempre que deban tener lugar dentro de la jornada de trabajo.
Téngase en cuenta que la letra m), añadida por el art. 3 de la Ley 6/2024, de 20 de diciembre Ref. BOE-A-2024-26693 , entra en vigor el 3 de marzo
de 2025 según determina su disposición final 4.

Se añade la letra m) por el art. 3 de la Ley 6/2024, de 20 de diciembre Ref. BOE-A-2024-26693
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Téngase en cuenta que esta actualización entra en vigor el 3 de marzo de 2025, según determina la disposición final 4 de la citada Ley. Se
modifican las letras a) y l) por el art. 128.1 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-40

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en el BOE núm. 156, de 1 de julio de 2023. Ref. BOE-A-2023-15274

Se añade un segundo párrafo a la letra e) por la disposición final 16.2 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16 Se
modifican las letras a) y f) por la disposición final 37.1 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-38

Se modifica la letra f) por el art. 3.2 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a3

Artículo 49.
Permisos por motivos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral, por razón de violencia de género
o de violencia sexual y para las víctimas de terrorismo y sus familiares directos. En todo caso se concederán
los siguientes permisos con las correspondientes condiciones mínimas:
a) Permiso por nacimiento para la madre biológica: tendrá una duración de diecinueve semanas. En el
supuesto de monoparentalidad, por existir una única persona progenitora, el permiso será de treinta y dos
semanas. En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba
permanecer hospitalizado a continuación del parto, este permiso se ampliará en tantos días como el neonato
se encuentre hospitalizado, con un máximo de trece semanas adicionales. En el supuesto de fallecimiento del
hijo o hija, el periodo de duración del permiso no se verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis
semanas de descanso obligatorio, se solicite la reincorporación al puesto de trabajo. Este permiso se ampliará
para ambos progenitores en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo o hija y, por cada hijo o
hija a partir del segundo en los supuestos de parto múltiple, una para cada uno de los progenitores. En caso de
fallecimiento de la madre, el otro progenitor podrá hacer uso de la totalidad o, en su caso, de la parte que reste
de permiso. El permiso por el cuidado de menor se distribuye de la siguiente manera:

1.º Seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores al parto, serán obligatorias y habrán de
disfrutarse a jornada completa.
2.º Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse a voluntad de la
madre, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la
finalización del descanso obligatorio posterior al parto hasta que el hijo o la hija cumpla doce meses.
3.º Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán distribuirse
a voluntad de la madre, en períodos semanales de forma acumulada o interrumpida hasta que el hijo o la
hija cumpla los ocho años. Este permiso, constituye un derecho individual de la madre biológica, sin que
pueda transferirse su ejercicio. El permiso previsto en los apartados 2.º y 3.º podrá disfrutarse a jornada
completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades del servicio lo permitan, y en los términos que
reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas establecidas en el presente artículo. En el caso
del disfrute interrumpido del permiso se requerirá, para cada período de disfrute, un preaviso de al menos
quince días y se realizará por semanas completas. En el caso de las semanas a que se refiere el párrafo 3.º,
cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o acogedoras, por el mismo sujeto y hecho
causante, y el período solicitado altere seriamente el correcto funcionamiento de la unidad de la
administración en la que ambas presten servicios, esta podrá aplazar la concesión del permiso por un
período razonable, justificándolo por escrito y después de haber ofrecido una alternativa de disfrute más
flexible. Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período de descanso obligatorio, se podrá
participar en los cursos de formación que convoque la Administración. A efectos de lo dispuesto en este
apartado, el término de madre biológica incluye también a las personas trans gestantes.

b) Permiso por adopción, por guarda con fines de adopción, o acogimiento, tanto temporal como permanente:
tendrá una duración de diecinueve semanas para cada adoptante, guardador o acogedor. En el supuesto de
monoparentalidad, por existir una única persona progenitora, el permiso será de treinta y dos semanas. Este
permiso se ampliará para ambos progenitores en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo o
hija y, por cada hijo o hija a partir del segundo en los supuestos de nacimiento, adopción, guarda con fines de
adopción o acogimiento múltiples, una para cada uno de los progenitores. El permiso de cada uno de los
progenitores por el cuidado de menor se distribuye de la siguiente manera:
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1.º Seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores a la resolución judicial por la que se
constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de
acogimiento, serán obligatorias y habrán de disfrutarse a jornada completa.
2.º Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse a voluntad de
aquellos, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la
finalización del descanso obligatorio posterior al hecho causante dentro de los doce meses a contar o bien
desde el nacimiento del hijo o hija, o bien desde la resolución judicial por la que se constituye la adopción o
bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento.
3.º Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán distribuirse
a voluntad de aquellos, en períodos semanales de forma acumulada o interrumpida hasta que el hijo o la
hija cumpla los ocho años. En ningún caso un mismo menor podrá dar derecho a varios periodos de
disfrute de este permiso. Este permiso constituye un derecho individual de las personas progenitoras,
adoptantes o acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio. El permiso previsto
en los apartados 2.º y 3.º podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades
del servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas
establecidas en el presente artículo. En el caso del disfrute interrumpido del permiso se requerirá, para
cada período de disfrute, un preaviso de al menos quince días y se realizará por semanas completas. En el
caso de las semanas a que se refiere el párrafo 3.º, cuando concurran en ambas personas progenitoras,
adoptantes, o acogedoras, por el mismo sujeto y hecho causante, y el período solicitado altere seriamente
el correcto funcionamiento de la unidad de la administración en la que ambas presten servicios, esta podrá
aplazar la concesión del permiso por un período razonable, justificándolo por escrito y después de haber
ofrecido una alternativa de disfrute más flexible. Si fuera necesario el desplazamiento previo de los
progenitores al país de origen del adoptado, en los casos de adopción o acogimiento internacional, se
tendrá derecho, además, a un permiso de hasta dos meses de duración, percibiendo durante este periodo
exclusivamente las retribuciones básicas. Con independencia del permiso de hasta dos meses previsto en el
párrafo anterior y para el supuesto contemplado en dicho párrafo, el permiso por adopción, guarda con
fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente, podrá iniciarse hasta cuatro semanas
antes de la resolución judicial por la que se constituya la adopción o la decisión administrativa o judicial de
acogimiento. Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período de descanso obligatorio, se
podrá participar en los cursos de formación que convoque la Administración. Los supuestos de adopción,
guarda con fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente, previstos en este artículo
serán los que así se establezcan en el Código Civil o en las leyes civiles de las comunidades autónomas que
los regulen, debiendo tener el acogimiento temporal una duración no inferior a un año.

c) Permiso del progenitor diferente de la madre biológica por nacimiento, guarda con fines de adopción,
acogimiento o adopción de un hijo o hija: tendrá una duración de diecinueve semanas. En el supuesto de
monoparentalidad, por existir una única persona progenitora, el permiso será de treinta y dos semanas. En los
casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba permanecer
hospitalizado a continuación del parto, este permiso se ampliará en tantos días como el neonato se encuentre
hospitalizado, con un máximo de trece semanas adicionales. En el supuesto de fallecimiento del hijo o hija, el
periodo de duración del permiso no se verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis semanas de
descanso obligatorio se solicite la reincorporación al puesto de trabajo. Este permiso se ampliará para ambos
progenitores en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo o hija y, por cada hijo o hija a partir
del segundo en los supuestos de nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento múltiples,
una para cada uno de los progenitores. En caso de fallecimiento del progenitor distinto de la madre biológica,
el otro progenitor podrá hacer uso de la totalidad o, en su caso, de la parte que reste de permiso. El permiso de
cada uno de los progenitores por el cuidado de menor se distribuye de la siguiente manera:

1.º Seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores a la resolución judicial por la que se
constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de
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acogimiento, serán obligatorias y habrán de disfrutarse a jornada completa.
2.º Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse a voluntad de
aquellos, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la
finalización del descanso obligatorio posterior al hecho causante dentro de los doce meses a contar o bien
desde el nacimiento del hijo o hija, o bien desde la resolución judicial por la que se constituye la adopción o
bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento.
3.º Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán distribuirse
a voluntad de aquellos, en períodos semanales de forma acumulada o interrumpida hasta que el hijo o la
hija cumpla los ocho años. Este permiso constituye un derecho individual de las personas progenitoras,
adoptantes o acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio. El permiso previsto
en los apartados 2.º y 3.º podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades
del servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas
establecidas en el presente artículo. En el caso del disfrute interrumpido del permiso se requerirá, para
cada período de disfrute, un preaviso de al menos quince días y se realizará por semanas completas. En el
caso de que se optara por el disfrute del presente permiso con posterioridad a la semana dieciséis del
permiso por nacimiento, si el progenitor que disfruta de este último permiso hubiere solicitado la
acumulación del tiempo de lactancia de un hijo menor de doce meses en jornadas completas del apartado
f) del artículo 48, será a la finalización de ese período cuando se dará inicio al cómputo del periodo de las
doce semanas restantes del permiso del progenitor diferente de la madre biológica. En el caso de las
semanas a que se refiere el párrafo 3.º, cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o
acogedoras, por el mismo sujeto y hecho causante, y el período solicitado altere seriamente el correcto
funcionamiento de la unidad de la administración en la que ambas presten servicios, esta podrá aplazar la
concesión del permiso por un período razonable, justificándolo por escrito y después de haber ofrecido
una alternativa de disfrute más flexible. Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período
de descanso obligatorio, se podrá participar en los cursos de formación que convoque la Administración.
En los casos previstos en los apartados a), b), y c) el tiempo transcurrido durante el disfrute de estos
permisos se computará como de servicio efectivo a todos los efectos, garantizándose la plenitud de
derechos económicos de la funcionaria y, en su caso, del otro progenitor funcionario, durante todo el
periodo de duración del permiso, y, en su caso, durante los periodos posteriores al disfrute de este, si de
acuerdo con la normativa aplicable, el derecho a percibir algún concepto retributivo se determina en
función del periodo de disfrute del permiso. Los funcionarios que hayan hecho uso del permiso por
nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente,
tendrán derecho, una vez finalizado el periodo de permiso, a reintegrarse a su puesto de trabajo en
términos y condiciones que no les resulten menos favorables al disfrute del permiso, así como a
beneficiarse de cualquier mejora en las condiciones de trabajo a las que hubieran podido tener derecho
durante su ausencia.

d) Permiso por razón de violencia de género o de violencia sexual sobre la mujer funcionaria: las faltas de
asistencia de las funcionarias víctimas de violencia de género o de violencia sexual, totales o parciales,
tendrán la consideración de justificadas por el tiempo y en las condiciones en que así lo determinen los
servicios sociales de atención o de salud según proceda. Asimismo, las funcionarias víctimas de violencia
sobre la mujer o de violencia sexual, para hacer efectiva su protección o su derecho de asistencia social
integral, tendrán derecho a la reducción de la jornada con disminución proporcional de la retribución, o la
reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o
de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que sean aplicables, en los términos que para estos
supuestos establezca el plan de igualdad de aplicación o, en su defecto, la Administración pública competente
en cada caso. En el supuesto enunciado en el párrafo anterior, la funcionaria pública mantendrá sus
retribuciones íntegras cuando reduzca su jornada en un tercio o menos.
e) Permiso por cuidado de hijo menor, afectado por cáncer u otra enfermedad grave: el funcionario tendrá
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derecho, siempre que ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras con fines de adopción o
acogedoras de carácter permanente trabajen, a una reducción de la jornada de trabajo de al menos la mitad de
la duración de aquélla, percibiendo las retribuciones íntegras con cargo a los presupuestos del órgano o
entidad donde venga prestando sus servicios, para el cuidado, durante la hospitalización y tratamiento
continuado, del hijo o hija menor de edad, afectado por cáncer (tumores malignos, melanomas o carcinomas)
o por cualquier otra enfermedad grave que implique un ingreso hospitalario de larga duración y requiera la
necesidad de su cuidado directo, continuo y permanente acreditado por el informe del servicio público de
salud u órgano administrativo sanitario de la comunidad autónoma o, en su caso, de la entidad sanitaria
concertada correspondiente y, como máximo, hasta que el hijo o persona que hubiere sido objeto de
acogimiento permanente o guarda con fines de adopción cumpla los 23 años. A estos efectos, el mero
cumplimiento de los 18 años del hijo o del menor sujeto a acogimiento permanente o a guarda con fines de
adopción, no será causa de extinción de la reducción de la jornada, si se mantiene la necesidad de cuidado
directo, continuo y permanente. No obstante, cumplidos los 18 años, se podrá reconocer el derecho a la
reducción de jornada hasta que la persona a su cargo cumpla los 23 años en los supuestos en que el
padecimiento del cáncer o enfermedad grave haya sido diagnosticado antes de alcanzar la mayoría de edad,
siempre que en el momento de la solicitud se acrediten los requisitos establecidos en los párrafos anteriores,
salvo la edad. Asimismo, se mantendrá el derecho a esta reducción de jornada hasta que la persona a su cargo
cumpla 26 años si, antes de alcanzar los 23 años, acreditara, además, un grado de discapacidad igual o superior
al 65 por ciento. Cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras con fines de
adopción o acogedoras de carácter permanente, por el mismo sujeto y hecho causante, las circunstancias
necesarias para tener derecho a este permiso o, en su caso, puedan tener la condición de beneficiarias de la
prestación establecida para este fin en el Régimen de la Seguridad Social que les sea de aplicación, el
funcionario o funcionaria tendrá derecho a la percepción de las retribuciones íntegras durante el tiempo que
dure la reducción de su jornada de trabajo, siempre que la otra persona progenitora, adoptante o guardadora
con fines de adopción o acogedora de carácter permanente, sin perjuicio del derecho a la reducción de jornada
que le corresponda, no cobre sus retribuciones íntegras en virtud de este permiso o como beneficiaria de la
prestación establecida para este fin en el Régimen de la Seguridad Social que le sea de aplicación. En caso
contrario, sólo se tendrá derecho a la reducción de jornada, con la consiguiente reducción de retribuciones.
Asimismo, en el supuesto de que ambos presten servicios en el mismo órgano o entidad, ésta podrá limitar su
ejercicio simultáneo por razones fundadas en el correcto funcionamiento del servicio. Cuando la persona
enferma contraiga matrimonio o constituya una pareja de hecho, tendrá derecho al permiso quien sea su
cónyuge o pareja de hecho, siempre que acredite las condiciones para ser beneficiario. Reglamentariamente se
establecerán las condiciones y supuestos en los que esta reducción de jornada se podrá acumular en jornadas
completas.
f) Para hacer efectivo su derecho a la protección y a la asistencia social integral, los funcionarios que hayan
sufrido daños físicos o psíquicos como consecuencia de la actividad terrorista, su cónyuge o persona con
análoga relación de afectividad, y los hijos de los heridos y fallecidos, siempre que ostenten la condición de
funcionarios y de víctimas del terrorismo de acuerdo con la legislación vigente, así como los funcionarios
amenazados en los términos del artículo 5 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y
Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, previo reconocimiento del Ministerio del Interior o de
sentencia judicial firme, tendrán derecho a la reducción de la jornada con disminución proporcional de la
retribución, o a la reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación
del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que sean aplicables, en los términos
que establezca la Administración competente en cada caso. Dichas medidas serán adoptadas y mantenidas en
el tiempo en tanto que resulten necesarias para la protección y asistencia social integral de la persona a la que
se concede, ya sea por razón de las secuelas provocadas por la acción terrorista, ya sea por la amenaza a la que
se encuentra sometida, en los términos previstos reglamentariamente.
g) Permiso parental para el cuidado de hijo, hija o menor acogido por tiempo superior a un año, hasta el
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momento en que el menor cumpla ocho años: no tendrá carácter retribuido y tendrá una duración no superior
a ocho semanas, continuas o discontinuas, podrá disfrutarse a tiempo completo, o en régimen de jornada a
tiempo parcial, cuando las necesidades del servicio lo permitan y conforme a los términos que
reglamentariamente se establezcan. Este permiso, constituye un derecho individual de las personas
progenitoras, adoptantes o acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio. Cuando las
necesidades del servicio lo permitan, corresponderá a la persona progenitora, adoptante o acogedora
especificar la fecha de inicio y fin del disfrute o, en su caso, de los períodos de disfrute, debiendo comunicarlo
a la Administración con una antelación de quince días y realizándose por semanas completas. Cuando
concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o acogedoras, por el mismo sujeto y hecho causante,
las circunstancias necesarias para tener derecho a este permiso en los que el disfrute del permiso parental en
el período solicitado altere seriamente el correcto funcionamiento de la unidad de la administración en la que
ambas presten servicios, esta podrá aplazar la concesión del permiso por un período razonable, justificándolo
por escrito y después de haber ofrecido una alternativa de disfrute más flexible. A efectos de lo dispuesto en
este apartado, el término de madre biológica incluye también a las personas trans gestantes. Se modifican las
letras a), b), c) y g) por el art. 2.2 del Real Decreto-ley 9/2025, de 29 de julio. Ref. BOE-A-2025-15741 Téngase en
cuenta la disposición transitoria única del citado Real Decreto-ley en cuanto a la aplicación a hechos causantes
anteriores a la entrada en vigor y a la forma de solicitud. Se modifica la letra d) por la disposición final 10.1 de
la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936#df-10 Se añade la letra g) por el art. 128.2 del
Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-40 Se modifica la letra e) por la disposición
final 4 del Real Decreto-ley 2/2023, de 16 de marzo. Ref. BOE-A-2023-6967#df-4 Téngase en cuenta, para la
reducción de jornada extinguida por cumplir 23 años, lo dispuesto en la disposición transitoria 5 del citado
Real Decreto-ley. Ref. BOE-A-2023-6967#dt-5 Se modifican las letras a), c) y d) por la disposición final 16.3 a 5 de
la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16 Se modifica la rúbrica y la letra d), con efectos
desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 15.1 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref.
BOE-A-2022-14630#df-15 Se modifica la letra e) por la disposición final 26 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre.
Ref. BOE-A-2021-21653 Redactada conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 125, de 26 de
mayo de 2022. Ref. BOE-A-2022-8562 Se modifican los apartados b) y c) por la disposición final 37.2 de la Ley
11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-38 Se modifican los apartados a) a d), con efectos de 1
de abril de 2019, por el art. 3.3 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a3 Téngase en
cuenta que la modificación del apartado c) se aplicará paulatinamente en la forma establecida por la
disposición transitoria novena de la presente norma, añadida por el art. 3.4 del citado Real Decreto-ley 6/2019.
Se modifica el primer párrafo de la letra c) por la disposición final 38.3 de la Ley 6/2018, de 3 de julio. Ref. BOE-A-2018-9268#df-39 Redactada la
letra e) conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 278, de 20 de noviembre de 2015. Ref. BOE-A-2015-12525 .

Artículo 50. Vacaciones de los funcionarios públicos.
1. Los funcionarios públicos tendrán derecho a disfrutar, durante cada año natural, de unas vacaciones
retribuidas de veintidós días hábiles, o de los días que correspondan proporcionalmente si el tiempo de
servicio durante el año fue menor. A los efectos de lo previsto en el presente artículo, no se considerarán como
días hábiles los sábados, sin perjuicio de las adaptaciones que se establezcan para los horarios especiales.
2. Cuando las situaciones de permiso de maternidad, incapacidad temporal, riesgo durante la lactancia o
riesgo durante el embarazo impidan iniciar el disfrute de las vacaciones dentro del año natural al que
correspondan, o una vez iniciado el periodo vacacional sobreviniera una de dichas situaciones, el periodo
vacacional se podrá disfrutar aunque haya terminado el año natural a que correspondan y siempre que no
hayan transcurrido más de dieciocho meses a partir del final del año en que se hayan originado.
3. El período de vacaciones anuales retribuidas de los funcionarios públicos no puede ser sustituido por una
cuantía económica. En los casos de renuncia voluntaria deberá garantizarse en todo caso el disfrute de las
vacaciones devengadas. No obstante lo anterior, en los casos de conclusión de la relación de servicios de los
funcionarios públicos por causas ajenas a la voluntad de estos, tendrán derecho a solicitar el abono de una
compensación económica por las vacaciones devengadas y no disfrutadas; y en particular, en los casos de
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jubilación por incapacidad permanente o por fallecimiento, hasta un máximo de dieciocho meses.
Se añade el apartado 3 por la disposición final 37.3 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-38

Artículo 51. Jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral.
Para el régimen de jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral se estará a lo establecido en
este capítulo y en la legislación laboral correspondiente.

CAPÍTULO VI Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta

Artículo 52. Deberes de los empleados públicos.
Código de Conducta. Los empleados públicos deberán desempeñar con diligencia las tareas que tengan
asignadas y velar por los intereses generales con sujeción y observancia de la Constitución y del resto del
ordenamiento jurídico, y deberán actuar con arreglo a los siguientes principios: objetividad, integridad,
neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al servicio público, transparencia,
ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez, promoción del entorno cultural y
medioambiental, y respeto a la igualdad entre mujeres y hombres, que inspiran el Código de Conducta de los
empleados públicos configurado por los principios éticos y de conducta regulados en los artículos siguientes.
Los principios y reglas establecidos en este capítulo informarán la interpretación y aplicación del régimen
disciplinario de los empleados públicos.

Artículo 53. Principios éticos.
1. Los empleados públicos respetarán la Constitución y el resto de normas que integran el ordenamiento
jurídico.
2. Su actuación perseguirá la satisfacción de los intereses generales de los ciudadanos y se fundamentará en
consideraciones objetivas orientadas hacia la imparcialidad y el interés común, al margen de cualquier otro
factor que exprese posiciones personales, familiares, corporativas, clientelares o cualesquiera otras que
puedan colisionar con este principio.
3. Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administración en la que presten sus
servicios, y con sus superiores, compañeros, subordinados y con los ciudadanos.
4. Su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y libertades públicas, evitando toda
actuación que pueda producir discriminación alguna por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género,
sexo, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones,
opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
5. Se abstendrán en aquellos asuntos en los que tengan un interés personal, así como de toda actividad privada
o interés que pueda suponer un riesgo de plantear conflictos de intereses con su puesto público.
6. No contraerán obligaciones económicas ni intervendrán en operaciones financieras, obligaciones
patrimoniales o negocios jurídicos con personas o entidades cuando pueda suponer un conflicto de intereses
con las obligaciones de su puesto público.
7. No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada, por parte de
personas físicas o entidades privadas.
8. Actuarán de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilarán la consecución del
interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización.
9. No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento administrativo sin justa causa y, en
ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en beneficio de los titulares de los cargos públicos o su
entorno familiar y social inmediato o cuando suponga un menoscabo de los intereses de terceros.
10. Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso, resolverán
dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia.
11. Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público absteniéndose no solo de
conductas contrarias al mismo, sino también de cualesquiera otras que comprometan la neutralidad en el
ejercicio de los servicios públicos.
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12. Guardarán secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente, y
mantendrán la debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por razón de su cargo, sin que puedan
hacer uso de la información obtenida para beneficio propio o de terceros, o en perjuicio del interés público.
Se modifica el apartado 4 por la disposición final 16.6 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16

Artículo 54. Principios de conducta.
1. Tratarán con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes empleados públicos.
2. El desempeño de las tareas correspondientes a su puesto de trabajo se realizará de forma diligente y
cumpliendo la jornada y el horario establecidos.
3. Obedecerán las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, salvo que constituyan una
infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso las pondrán inmediatamente en conocimiento
de los órganos de inspección procedentes.
4. Informarán a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a conocer, y facilitarán
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
5. Administrarán los recursos y bienes públicos con austeridad, y no utilizarán los mismos en provecho propio
o de personas allegadas. Tendrán, asimismo, el deber de velar por su conservación.
6. Se rechazará cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más allá de los usos
habituales, sociales y de cortesía, sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal.
7. Garantizarán la constancia y permanencia de los documentos para su transmisión y entrega a sus
posteriores responsables.
8. Mantendrán actualizada su formación y cualificación.
9. Observarán las normas sobre seguridad y salud laboral.
10. Pondrán en conocimiento de sus superiores o de los órganos competentes las propuestas que consideren
adecuadas para mejorar el desarrollo de las funciones de la unidad en la que estén destinados. A estos efectos
se podrá prever la creación de la instancia adecuada competente para centralizar la recepción de las
propuestas de los empleados públicos o administrados que sirvan para mejorar la eficacia en el servicio.
11. Garantizarán la atención al ciudadano en la lengua que lo solicite siempre que sea oficial en el territorio.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 4

1. Según el Texto Refundido del Estatuto Básico del Empleado Público, la enfermedad grave de un familiar de 
primer grado de afinidad, cuando sea en distinta localidad, dará lugar a un permiso de:

A) Tres días hábiles.

B) Cuatro días hábiles.

C) Cinco días hábiles.

D) Depende del Convenio Colectivo firmado entre el Ayuntamiento y los trabajadores.

2. De acuerdo con lo dispuesto en el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, serán 
objeto de negociación colectiva, en su ámbito respectivo y en relación con las competencias de cada 
Administración Pública y con el alcance que legalmente proceda en cada caso, entre otras, la siguiente 
materia:

A) Las normas que fijen los criterios generales en materia de acceso, carrera, provisión, sistemas de 
clasificación de puestos de trabajo, y planes e instrumentos de planificación de recursos humanos.

B) Los poderes de dirección y control propios de la relación jerárquica.

C) Las decisiones de la Administración que afecten a sus potestades de organización.

D) La regulación del ejercicio de los derechos de los ciudadanos y de los usuarios de los servicios públicos, así 
como el procedimiento de formación de los actos y disposiciones administrativas.
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3. De acuerdo con el artículo 37 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, queda excluida de la obligatoriedad de la 
negociación la materia siguiente

A) La determinación y aplicación de las retribuciones complementarias de los funcionarios.

B) La determinación de condiciones de trabajo del personal directivo.

C) Los planes de Previsión Social Complementaria.

D) Los criterios generales de acción social.

4. De conformidad con lo dispuesto en el art. 52 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (TREBEP), los 
funcionarios públicos deberán actuar con arreglo al principio de:

A) Eficacia.

B) Honradez.

C) Objetividad.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.

5. En relación con la carrera profesional del personal funcionario, según el Estatuto Básico del Empleado 
Público ¿cuál de las siguientes afirmaciones es correcta?

A) Es un derecho limitado únicamente al personal directivo profesional.

B) Se estructura en modalidades que pueden incluir la progresión sin necesidad de cambio de puesto de trabajo.

C) Solo puede desarrollarse mediante promoción interna vertical

D) Requiere necesariamente superar procesos selectivos completos en cada fase.

6. Los empleados públicos se clasifican en:

A) Funcionarios de carrera y funcionarios interinos

B) Funcionarios de carrera, personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal y personal eventual

C) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o 
temporal y personal eventual.

D) Funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o 
temporal, personal eventual, y personal de oficios

7. De entre las clases de empleados públicos que se indica a continuación, ¿cuál de ellos realiza solo funciones 
expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo a los 
créditos presupuestarios consignados para este fin?

A) Funcionarios interinos.

B) Personal eventual.

C) Personal laboral.

D) Funcionarios de carrera.

8. Según el Estatuto Básico del Empleado Público, no es un derecho individual ejercido colectivamente:

A) El derecho de reunión

B) El derecho a la libre asociación profesional

C) El derecho a la libertad sindical

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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9. La funcionaria víctima de violencia de género tendrá, en los términos que se determinen en su legislación 
específica, derecho

A) La reducción y la reordenación de su tiempo de trabajo.

B) La reducción o la reordenación de su tiempo de trabajo.

C) La reordenación y la reducción de su tiempo de trabajo hasta un 33%.

D) La reordenación o la reducción de su tiempo de trabajo hasta un 33%.

10. Según el artículo 10 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, ¿en qué 
circunstancia se puede nombrar a un funcionario interino?

A) Cuando existan plazas vacantes, y no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera, por un máximo de 
dos años.

B) Por el exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de tres meses, dentro de un periodo de doce meses.

C) Para la sustitución transitoria de los titulares, durante el tiempo estrictamente necesario.

D) Para la ejecución de programas de carácter estructural.

SOLUCIONES 1 C · 2 A · 3 B · 4 D · 5 B · 6 C · 7 B · 8 B · 9 B · 10 C

Te quedan 456 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 4, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 5

Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 

Público: Título VII. Régimen disciplinario.

RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público

TREBEP · BOE-A-2015-11719 · arts. 93 a 98 — 6 incluidos

TÍTULO VII Régimen disciplinario

Artículo 93. Responsabilidad disciplinaria.
1. Los funcionarios públicos y el personal laboral quedan sujetos al régimen disciplinario establecido en el
presente título y en las normas que las leyes de Función Pública dicten en desarrollo de este Estatuto.
2. Los funcionarios públicos o el personal laboral que indujeren a otros a la realización de actos o conductas
constitutivos de falta disciplinaria incurrirán en la misma responsabilidad que éstos.
3. Igualmente, incurrirán en responsabilidad los funcionarios públicos o personal laboral que encubrieren las
faltas consumadas muy graves o graves, cuando de dichos actos se derive daño grave para la Administración o
los ciudadanos.
4. El régimen disciplinario del personal laboral se regirá, en lo no previsto en el presente título, por la
legislación laboral.

Artículo 94. Ejercicio de la potestad disciplinaria.
1. Las Administraciones Públicas corregirán disciplinariamente las infracciones del personal a su servicio
señalado en el artículo anterior cometidas en el ejercicio de sus funciones y cargos, sin perjuicio de la
responsabilidad patrimonial o penal que pudiera derivarse de tales infracciones.
2. La potestad disciplinaria se ejercerá de acuerdo con los siguientes principios:

a) Principio de legalidad y tipicidad de las faltas y sanciones, a través de la predeterminación normativa o,
en el caso del personal laboral, de los convenios colectivos.
b) Principio de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables y de retroactividad de las
favorables al presunto infractor.
c) Principio de proporcionalidad, aplicable tanto a la clasificación de las infracciones y sanciones como a su
aplicación.
d) Principio de culpabilidad.
e) Principio de presunción de inocencia.

3. Cuando de la instrucción de un procedimiento disciplinario resulte la existencia de indicios fundados de
criminalidad, se suspenderá su tramitación poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal. Los hechos
declarados probados por resoluciones judiciales firmes vinculan a la Administración.

Artículo 95. Faltas disciplinarias.
1. Las faltas disciplinarias pueden ser muy graves, graves y leves.
2. Son faltas muy graves:

a) El incumplimiento del deber de respeto a la Constitución y a los respectivos Estatutos de Autonomía de
las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, en el ejercicio de la función pública.
b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones,
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discapacidad, edad, orientación sexual, identidad sexual, características sexuales, lengua, opinión, lugar de
nacimiento o vecindad, sexo o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, así como el acoso
por razón de sexo, origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad, orientación sexual,
expresión de género, características sexuales, y el acoso moral y sexual.
c) El abandono del servicio, así como no hacerse cargo voluntariamente de las tareas o funciones que
tienen encomendadas.
d) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la Administración o a los
ciudadanos.
e) La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan o hayan tenido
acceso por razón de su cargo o función.
f) La negligencia en la custodia de secretos oficiales, declarados así por Ley o clasificados como tales, que
sea causa de su publicación o que provoque su difusión o conocimiento indebido.
g) El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto de trabajo o funciones
encomendadas.
h) La violación de la imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para influir en procesos electorales
de cualquier naturaleza y ámbito.
i) La desobediencia abierta a las órdenes o instrucciones de un superior, salvo que constituyan infracción
manifiesta del Ordenamiento jurídico.
j) La prevalencia de la condición de empleado público para obtener un beneficio indebido para sí o para
otro.
k) La obstaculización al ejercicio de las libertades públicas y derechos sindicales.
l) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho de huelga.
m) El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales en caso de huelga.
n) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades cuando ello dé lugar a una situación de
incompatibilidad. ñ) La incomparecencia injustificada en las Comisiones de Investigación de las Cortes
Generales y de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.
o) El acoso laboral.
p) También serán faltas muy graves las que queden tipificadas como tales en ley de las Cortes Generales o
de la asamblea legislativa de la correspondiente comunidad autónoma o por los convenios colectivos en el
caso de personal laboral.

3. Las faltas graves serán establecidas por ley de las Cortes Generales o de la asamblea legislativa de la
correspondiente comunidad autónoma o por los convenios colectivos en el caso de personal laboral,
atendiendo a las siguientes circunstancias:

a) El grado en que se haya vulnerado la legalidad.
b) La gravedad de los daños causados al interés público, patrimonio o bienes de la Administración o de los
ciudadanos.
c) El descrédito para la imagen pública de la Administración.

4. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto determinarán el régimen
aplicable a las faltas leves, atendiendo a las anteriores circunstancias.
Se modifica la letra b) del apartado 2 por la disposición final 16.9 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16

Artículo 96. Sanciones.
1. Por razón de las faltas cometidas podrán imponerse las siguientes sanciones:

a) Separación del servicio de los funcionarios, que en el caso de los funcionarios interinos comportará la
revocación de su nombramiento, y que sólo podrá sancionar la comisión de faltas muy graves.
b) Despido disciplinario del personal laboral, que sólo podrá sancionar la comisión de faltas muy graves y
comportará la inhabilitación para ser titular de un nuevo contrato de trabajo con funciones similares a las
que desempeñaban.
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c) Suspensión firme de funciones, o de empleo y sueldo en el caso del personal laboral, con una duración
máxima de 6 años.
d) Traslado forzoso, con o sin cambio de localidad de residencia, por el período que en cada caso se
establezca.
e) Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, promoción o movilidad voluntaria.
f) Apercibimiento.
g) Cualquier otra que se establezca por ley.

2. Procederá la readmisión del personal laboral fijo cuando sea declarado improcedente el despido acordado
como consecuencia de la incoación de un expediente disciplinario por la comisión de una falta muy grave.
3. El alcance de cada sanción se establecerá teniendo en cuenta el grado de intencionalidad, descuido o
negligencia que se revele en la conducta, el daño al interés público, la reiteración o reincidencia, así como el
grado de participación.

Artículo 97. Prescripción de las faltas y sanciones.
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves a los seis meses;
las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas por faltas graves a los
dos años y las impuestas por faltas leves al año.
2. El plazo de prescripción de las faltas comenzará a contarse desde que se hubieran cometido, y desde el cese
de su comisión cuando se trate de faltas continuadas. El de las sanciones, desde la firmeza de la resolución
sancionadora.

Artículo 98. Procedimiento disciplinario y medidas provisionales.
1. No podrá imponerse sanción por la comisión de faltas muy graves o graves sino mediante el procedimiento
previamente establecido. La imposición de sanciones por faltas leves se llevará a cabo por procedimiento
sumario con audiencia al interesado.
2. El procedimiento disciplinario que se establezca en el desarrollo de este Estatuto se estructurará atendiendo
a los principios de eficacia, celeridad y economía procesal, con pleno respeto a los derechos y garantías de
defensa del presunto responsable. En el procedimiento quedará establecida la debida separación entre la fase
instructora y la sancionadora, encomendándose a órganos distintos.
3. Cuando así esté previsto en las normas que regulen los procedimientos sancionadores, se podrá adoptar
mediante resolución motivada medidas de carácter provisional que aseguren la eficacia de la resolución final
que pudiera recaer. La suspensión provisional como medida cautelar en la tramitación de un expediente
disciplinario no podrá exceder de 6 meses, salvo en caso de paralización del procedimiento imputable al
interesado. La suspensión provisional podrá acordarse también durante la tramitación de un procedimiento
judicial, y se mantendrá por el tiempo a que se extienda la prisión provisional u otras medidas decretadas por
el juez que determinen la imposibilidad de desempeñar el puesto de trabajo. En este caso, si la suspensión
provisional excediera de seis meses no supondrá pérdida del puesto de trabajo. El funcionario suspenso
provisional tendrá derecho a percibir durante la suspensión las retribuciones básicas y, en su caso, las
prestaciones familiares por hijo a cargo.
4. Cuando la suspensión provisional se eleve a definitiva, el funcionario deberá devolver lo percibido durante
el tiempo de duración de aquélla. Si la suspensión provisional no llegara a convertirse en sanción definitiva, la
Administración deberá restituir al funcionario la diferencia entre los haberes realmente percibidos y los que
hubiera debido percibir si se hubiera encontrado con plenitud de derechos. El tiempo de permanencia en
suspensión provisional será de abono para el cumplimiento de la suspensión firme. Cuando la suspensión no
sea declarada firme, el tiempo de duración de la misma se computará como de servicio activo, debiendo
acordarse la inmediata reincorporación del funcionario a su puesto de trabajo, con reconocimiento de todos
los derechos económicos y demás que procedan desde la fecha de suspensión.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 5

1. En el régimen disciplinario de los empleados públicos las infracciones graves prescribirán:

A) A los 3 años

B) A los 2 años

C) Al año

D) A los 6 meses

2. El artículo 97 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, establece que las sanciones impuestas por faltas graves 
prescriben

A) Los tres años

B) Los dos años

C) Al año

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

3. En relación con el régimen disciplinario de los empleados públicos regulado en el Real Decreto Legislativo 
5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado 
Público, el acoso laboral tiene la consideración de falta:

A) Muy grave.

B) Grave.

C) Leve.

D) Grave o leve, en función de los daños ocasionados al perjudicado.

4. Según lo dispuesto en el artículo 94 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, cuando de la instrucción de un 
procedimiento disciplinario resulte la existencia de indicios fundados de criminalidad:

A) No suspenderá su tramitación y se pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal

B) Se suspenderá su tramitación y se pondrá en conocimiento del Juzgado correspondiente

C) Se suspenderá su tramitación poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

5. En el régimen disciplinario del personal al servicio de las Administraciones Públicas regulado en el texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, las infracciones muy graves prescriben:

A) A los tres años desde que se hubiera cometido la falta o desde el cese de su comisión cuando se trate de faltas 
continuadas.

B) A los cuatro años desde que se hubiera cometido la falta o desde el cese de su comisión cuando se trate de 
faltas continuadas.

C) A los cinco años desde que se hubiera cometido la falta o desde el cese de su comisión cuando se trate de 
faltas continuadas.

D) Las infracciones muy graves no prescriben.
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6. De acuerdo a lo establecido en la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, de las siguientes conductas 
señale la que constituye falta disciplinaria muy grave:

A) Las faltas de puntualidad reiteradas durante tres días consecutivos del mismo mes.

B) El acoso moral.

C) Intervenir en un procedimiento administrativo cuando concurra alguna de las causas de abstención 
legalmente señaladas.

D) El retraso, descuido o negligencia en el ejercicio de sus funciones.

7. A tenor del artículo 97 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público:

A) Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves al mes.

B) Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves al año.

C) Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 
leves al año.

D) Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las 
leves a los 6 meses.

8. En el régimen disciplinario del personal al servicio de las Administraciones Públicas regulado en el texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, las infracciones muy graves prescriben:

A) A los tres años desde que se hubiera cometido la falta o desde el cese de su comisión cuando se trate de faltas 
continuadas.

B) A los cuatro años desde que se hubiera cometido la falta o desde el cese de su comisión cuando se trate de 
faltas continuadas.

C) A los cinco años desde que se hubiera cometido la falta o desde el cese de su comisión cuando se trate de 
faltas continuadas.

D) Las infracciones muy graves no prescriben.

9. La potestad disciplinaria, regulada en el artículo 94 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, se ejercerá de 
acuerdo con los siguientes principios:

A) Principio de legalidad y objetividad de las faltas y sanciones, a través de la determinación normativa o, en el 
caso del personal laboral, de los convenios colectivos.

B) Principio de retroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables y de retroactividad de las 
favorables al presunto infractor.

C) Principio de culpabilidad.

D) Principio de transparencia y seguridad.

10. En el artículo 94 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, se establece que, la potestad disciplinaria, se 
ejercerá de acuerdo con unos principios, siendo uno de ellos:

A) El principio de presunción de inocencia.

B) El principio de presunción de culpabilidad.

C) No existen principios tasados para ejercer la potestad disciplinaria.

D) El RD establece que los principios los determinarán los distintos convenios colectivos

SOLUCIONES 1 B · 2 B · 3 A · 4 C · 5 A · 6 B · 7 C · 8 A · 9 C · 10 A
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Te quedan 87 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 5, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 6

Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario: Título 
I: Funciones del sistema universitario y autonomía de las 

Universidades. Título II: Creación y reconocimiento de las 
Universidades y calidad del sistema universitario. Título IX. Régimen 
específico de las universidades públicas: Capítulo I. Régimen jurídico 

y estructura de las universidades públicas.

LO 2/2023 del Sistema Universitario

LOSU · BOE-A-2023-7500 · arts. 2 a 5 · arts. 38 a 43 — 10 incluidos

TÍTULO I Funciones del sistema universitario y autonomía de las universidades

Artículo 2. Funciones del sistema universitario.
1. El sistema universitario presta y garantiza el servicio público de la educación superior universitaria
mediante la docencia, la investigación y la transferencia del conocimiento.
2. Son funciones de las universidades:

a) La educación y formación del estudiantado a través de la creación, desarrollo, transmisión y evaluación
crítica del conocimiento científico, tecnológico, social, humanístico, artístico y cultural, así como de las
capacidades, competencias y habilidades inherentes al mismo.
b) La preparación para el ejercicio de actividades profesionales que exijan la aplicación y actualización de
conocimientos y métodos científicos, tecnológicos, sociales, humanísticos, culturales y para la creación
artística.
c) La generación, desarrollo, difusión, transferencia e intercambio del conocimiento y la aplicabilidad de la
investigación en todos los campos científicos, tecnológicos, sociales, humanísticos, artísticos y culturales.
d) La promoción de la innovación a partir del conocimiento en los ámbitos sociales, económicos,
medioambientales, tecnológicos e institucionales.
e) La contribución al bienestar social, al progreso económico y a la cohesión de la sociedad y del entorno
territorial en que estén insertas, así como a la promoción de las lenguas oficiales de las mismas, a través de
la formación, la investigación, la transferencia e intercambio del conocimiento y la cultura del
emprendimiento, tanto individual como colectiva, a partir de fórmulas societarias convencionales o de
economía social.
f) La generación de espacios de creación y difusión de pensamiento crítico.
g) La transferencia e intercambio del conocimiento y de la cultura al conjunto de la sociedad a través de la
actividad universitaria y la formación permanente o a lo largo de la vida del conjunto de la ciudadanía.
h) La formación de la ciudadanía a través de la transmisión de los valores y principios democráticos.
i) El fomento de la participación de la comunidad universitaria y de la ciudadanía en actividades
promovidas por entidades de voluntariado y del tercer sector que se encuentren en línea con los principios
y valores del sistema universitario.
j) Las demás funciones que se les atribuyan legalmente.

3. El ejercicio de las anteriores funciones tendrá como referente los derechos humanos y fundamentales, la
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memoria democrática, el fomento de la equidad e igualdad, el impulso de la sostenibilidad, la lucha contra el
cambio climático y los valores que se desprenden de los Objetivos de Desarrollo Sostenible.

Artículo 3. Autonomía de las universidades.
1. Las universidades están dotadas de personalidad jurídica y desarrollan sus funciones en régimen de
autonomía en virtud del derecho fundamental reconocido en el artículo 27.10 de la Constitución Española.
2. En los términos de esta ley orgánica, la autonomía de las universidades comprende y requiere:

a) El establecimiento de las líneas estratégicas de la universidad, entre otras, en las políticas docentes, de
investigación e innovación, de aseguramiento de la calidad, de gestión financiera, de personal, de
estudiantado, de cultura y de internacionalización.
b) La elaboración de sus Estatutos, en el caso de las universidades públicas, y de sus normas de
organización y funcionamiento, en el caso de las universidades privadas, así como de las demás normas de
régimen interno.
c) La determinación de su organización y estructuras, incluida la creación de organismos y entidades que
actúen como apoyo para sus actividades.
d) La elección, designación y remoción de las personas titulares de los correspondientes órganos de
gobierno y de representación.
e) La autonomía económica y financiera.
f) La propuesta y determinación de la estructura y organización de la oferta de enseñanzas universitarias
oficiales, así como de enseñanzas propias universitarias, incluida la formación a lo largo de la vida.
g) La elaboración y aprobación de planes de estudio conducentes a la obtención de títulos universitarios
oficiales de Grado o de Máster Universitario, o que conduzcan a la obtención de títulos propios, así como la
oferta de programas de Doctorado.
h) La expedición de los títulos correspondientes a las enseñanzas universitarias de carácter oficial, así
como de títulos propios, incluida la formación a lo largo de la vida.
i) El establecimiento e implantación de programas de investigación y de transferencia e intercambio del
conocimiento e innovación.
j) La selección, formación y promoción del personal docente e investigador y personal técnico, de gestión y
de administración y servicios, así como la determinación de las condiciones en que han de desarrollar sus
actividades y las características de éstas.
k) El establecimiento de sus relaciones de puestos de trabajo o plantillas, y su eventual modificación.
l) La admisión del estudiantado, régimen de permanencia, verificación de conocimientos, competencias y
habilidades, y la gestión de sus expedientes académicos.
m) El fomento y la gestión de programas de movilidad propios o promovidos por las Administraciones
Públicas.
n) La organización y desarrollo de actividades de tutoría académica y de apoyo al estudiantado. ñ) El
impulso de programas específicos de becas y ayudas al estudiantado, así como, en su caso, la colaboración
en la gestión de éstos cuando son establecidos por las Administraciones Públicas.
o) La definición, estructuración y desarrollo de sistemas internos de garantía de la calidad de las
actividades académicas.
p) La definición, estructuración y desarrollo de políticas propias que contribuyan a la internacionalización
de la Universidad.
q) El establecimiento de relaciones con otras universidades, instituciones, organismos, Corporaciones de
Derecho Público, Administraciones Públicas o empresas y entidades locales, nacionales e internacionales,
con el objeto de desarrollar algunas de las funciones que le son propias a la Universidad.
r) El desarrollo de las normas de convivencia y de los mecanismos de mediación para la solución
alternativa de los conflictos en el ámbito universitario.
s) Cualquier otra competencia o actuación necesaria para el adecuado cumplimiento de las funciones
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estipuladas en el artículo 2.
3. La autonomía universitaria garantiza la libertad de cátedra del profesorado, que se manifiesta en la libertad
en la docencia, la investigación y el estudio.
4. Para el desarrollo efectivo de la autonomía universitaria, todas las Administraciones Públicas con
competencias en la materia deberán asegurar a las universidades públicas su suficiencia y estabilidad
financieras conforme a lo establecido en el título IX.
5. En el ejercicio de su autonomía, las universidades deberán rendir cuentas a la sociedad del uso de sus
medios y recursos humanos, materiales y económicos, desarrollar sus actividades mediante una gestión
transparente y ofrecer un servicio público de calidad.

TÍTULO II Creación y reconocimiento de las universidades y calidad del sistema universitario

Artículo 4. Creación y reconocimiento de las universidades.
1. La creación de las universidades públicas y el reconocimiento de las universidades privadas del sistema
universitario español se llevará a cabo:

a) Por ley de la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma en cuyo territorio vaya a ubicarse, previo
informe preceptivo de la Conferencia General de Política Universitaria.
b) Por ley de las Cortes Generales a propuesta del Gobierno, de acuerdo con el Consejo de Gobierno de la
Comunidad Autónoma en cuyo ámbito territorial hayan de establecerse, cuando se trate de universidades
de especiales características, previo informe preceptivo de la Conferencia General de Política Universitaria.
En el caso de estas últimas universidades las referencias que en esta ley orgánica se hacen a las
Comunidades Autónomas y sus órganos se entenderán efectuadas al Ministerio de Universidades.

2. Para garantizar la calidad del sistema universitario y, en particular, de la docencia e investigación, el
Gobierno, mediante real decreto, determinará las condiciones y requisitos básicos para la creación de
universidades públicas y el reconocimiento de universidades privadas, así como para el desarrollo de sus
actividades. Corresponde a los órganos competentes de la Comunidad Autónoma en la que radique la
universidad otorgar la autorización para el inicio de sus actividades una vez comprobado el cumplimiento de
las condiciones y requisitos establecidos, así como la supervisión y control periódico de su cumplimiento. El
incumplimiento grave de las condiciones y requisitos de la autorización será causa de su revocación, en los
términos que reglamentariamente se establezcan.
3. En todo caso, como requisito para su creación y reconocimiento, las universidades deberán contar con los
planes que garanticen la igualdad de género en todas sus actividades, medidas para la corrección de la brecha
salarial entre mujeres y hombres, condiciones de accesibilidad y ajustes razonables para las personas con
discapacidad, y medidas de prevención y respuesta frente a la violencia, la discriminación o el acoso
amparadas en la Ley 3/2022, de 24 de febrero, de convivencia universitaria.

Artículo 5. La calidad del sistema universitario.
1. El sistema universitario deberá garantizar niveles de buen gobierno y calidad contrastables con los
estándares internacionalmente reconocidos, en particular, con los criterios y directrices establecidos para el
aseguramiento de la calidad en el Espacio Europeo de Educación Superior.
2. La promoción y el aseguramiento de dicha calidad es responsabilidad compartida por las universidades, las
agencias de evaluación y las Administraciones Públicas con competencias en esta materia. El aseguramiento
de la calidad se hará efectivo en las condiciones y mediante los procedimientos de evaluación, certificación y
acreditación que establezca el Gobierno, mediante real decreto, previo informe de la Conferencia General de
Política Universitaria.
3. Las universidades garantizarán la calidad académica de las actividades de sus centros, a través de los
sistemas internos de garantía de calidad.
4. Las funciones de acreditación y evaluación del profesorado universitario, de acreditación institucional, de
evaluación de titulaciones universitarias, de seguimiento de resultados e informe en el ámbito universitario, y
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de cualquier otra que les atribuyan las leyes estatales y autonómicas, corresponden a la Agencia Nacional de
Evaluación de la Calidad y Acreditación (en adelante, ANECA) y a las agencias de evaluación de las
Comunidades Autónomas inscritas en el Registro Europeo de Agencias de Calidad (EQAR), en el ámbito de sus
respectivas competencias, todo ello sin perjuicio de los acuerdos internacionales de colaboración en el ámbito
del aseguramiento de la calidad, así como del papel que agencias de calidad de otros Estados miembros
inscritas en EQAR puedan desarrollar en el marco del Espacio Europeo de Educación Superior. Las agencias de
evaluación mencionadas deberán contar con medidas de igualdad relativas a sus procesos de evaluación y, en
caso de contar con más de 50 personas trabajadoras, con un plan de igualdad relativo a su organización.
5. El Gobierno regulará el procedimiento y las condiciones para la acreditación institucional de los centros
universitarios, basada en el reconocimiento de la capacidad de la universidad para garantizar la calidad
académica de aquéllos.

TÍTULO IX Régimen específico de las universidades públicas

CAPÍTULO I Régimen jurídico y estructura de las universidades públicas

Artículo 38. Régimen jurídico.
1. Las universidades públicas se regirán por esta ley orgánica, por la ley de su creación y por sus Estatutos, que
serán elaborados por aquéllas y aprobados, previo control de su legalidad, por la Comunidad Autónoma, así
como por las normas que dicten el Estado y las Comunidades Autónomas en el ejercicio de sus respectivas
competencias en lo que les sean de aplicación.
2. La Comunidad Autónoma dispondrá de un plazo de cuatro meses para la elaboración del informe de
legalidad.
3. Una vez aprobados por la Comunidad Autónoma que corresponda, los Estatutos se publicarán en el diario
oficial de la Comunidad Autónoma. Asimismo, serán publicados en el «Boletín Oficial del Estado». En especial,
cuando los Estatutos sólo deban ser aprobados por real decreto del Consejo de Ministros por tratarse de una
universidad de las previstas en el artículo 4.1.b), aquéllos únicamente se publicarán en el «Boletín Oficial del
Estado».
4. Las resoluciones del Rector o Rectora y los acuerdos del Consejo Social, del Consejo de Gobierno y del
Claustro Universitario ponen fin a la vía administrativa. Los Estatutos podrán sustituir el previo recurso de
reposición por cualquiera de los procedimientos recogidos en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de la Administraciones Públicas, respetando su carácter
potestativo para el interesado, así como los principios, garantías y plazos que dicha ley reconoce a las personas
y a los interesados en todo procedimiento administrativo, todo ello sin perjuicio de la posibilidad de
impugnación directamente ante la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

Artículo 39. Rendición de cuentas, transparencia e integridad.
1. Las universidades, en el ejercicio de su autonomía, deberán establecer mecanismos de rendición de cuentas
y de transparencia en la gestión, conforme a la normativa de la Comunidad Autónoma correspondiente, o del
Estado, en el caso contemplado en el artículo 4.1.b).
2. En particular, las universidades deberán establecer en sus Estatutos los mecanismos de rendición de
cuentas respecto a la gestión de los recursos económicos y de personal, la calidad y evaluación de la docencia
y del rendimiento del estudiantado, las actividades de investigación y de transferencia e intercambio del
conocimiento, la captación de recursos para su desarrollo, la política de internacionalización, y la calidad de la
gestión y la disponibilidad de los servicios universitarios.
3. Las universidades deberán contar con un portal de transparencia y garantizar el derecho de acceso a la
información que consideren institucionalmente relevante, de acuerdo con la normativa específica en la
materia.
4. Las universidades velarán por el cumplimiento de los principios éticos y de integridad académica, así como
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de las directrices antifraude, que deben guiar la función docente y la investigación, en colaboración con los
organismos y planes de los que, para estos efectos, disponga cada universidad.

Artículo 40. Centros y estructuras.
1. Las universidades podrán estructurarse, según lo determinen sus Estatutos, en campus, facultades,
escuelas, departamentos, institutos universitarios de investigación, escuelas de doctorado o en otros centros o
estructuras necesarios para el desarrollo de las funciones que le son propias.
2. Los Estatutos establecerán las funciones de los centros o estructuras que componen la universidad para
proponer y organizar las enseñanzas universitarias oficiales y los procedimientos académicos, administrativos
y de gestión conducentes a la obtención de los correspondientes títulos, para proponer y organizar las
enseñanzas conducentes a la obtención de títulos propios y las estructuras encargadas de su gestión, así como,
en su caso, las creadas específicamente para desarrollar, transferir, intercambiar y promover la investigación
científica, tecnológica, humanística, social, cultural o la creación artística. Dichos centros y estructuras
deberán fomentar la cooperación, la multidisciplinariedad y la interdisciplinariedad, así como una gestión
administrativa integrada, y contar con los medios necesarios para desarrollar adecuadamente y con eficacia
las funciones que tengan asignadas.

Artículo 41. Creación, modificación y supresión de centros y estructuras.
1. La creación, modificación y supresión de facultades y escuelas serán acordadas por la Comunidad
Autónoma, a iniciativa de la universidad mediante propuesta y aprobación de su Consejo de Gobierno.
2. La creación, modificación y supresión de departamentos, institutos, escuelas de doctorado y otros centros o
estructuras corresponden a la universidad, conforme a lo estipulado en esta ley orgánica y en su normativa de
desarrollo, así como en sus Estatutos.

Artículo 42. Adscripción de centros.
1. La adscripción de centros docentes universitarios requerirá la previa celebración de un convenio con la
universidad, de acuerdo con lo previsto en los Estatutos de dicha universidad, y con lo establecido
reglamentariamente por el Gobierno que, asimismo, establecerá los requisitos básicos que deben cumplir los
centros adscritos.
2. La adscripción de centros docentes a universidades públicas requerirá la aprobación de la Comunidad
Autónoma correspondiente al ámbito territorial en la que estuvieren ubicados los centros. La propuesta se
elevará por el Consejo de Gobierno de la universidad, una vez informado el Consejo Social y conocida la
necesidad que justifica su adscripción.
3. Los centros, que podrán tener naturaleza pública o privada, sólo podrán adscribirse a una única
universidad. De manera excepcional, esta condición podrá ser dispensada, legal o reglamentariamente, si se
aprecian en un centro o en determinados tipos de centros características particulares que así lo justifican.

Artículo 43. Unidades básicas.
1. Las universidades contarán con unidades de igualdad y de diversidad, que se podrán constituir de forma
conjunta o separada, de defensoría universitaria y de inspección de servicios, así como servicios de salud y
acompañamiento psicológico y pedagógico y servicios de orientación profesional, dotados con recursos
humanos y económicos suficientes.
2. Las unidades de igualdad serán las encargadas de asesorar, coordinar y evaluar la incorporación transversal
de la igualdad entre mujeres y hombres en el desarrollo de las políticas universitarias, así como de incluir la
perspectiva de género en el conjunto de actividades y funciones de la universidad. Corresponde a los Estatutos
de la universidad establecer el régimen de funcionamiento de esta unidad.
3. Las unidades de diversidad serán las encargadas de coordinar e incluir de manera transversal el desarrollo
de las políticas universitarias de inclusión y antidiscriminación en el conjunto de actividades y funciones de la
universidad. Estas unidades deberán contar con un servicio de atención a la discapacidad. Corresponde a los
Estatutos de la universidad establecer el régimen de funcionamiento de esta unidad.
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4. La defensoría universitaria se encargará de velar por el respeto de los derechos y las libertades del
profesorado, estudiantado y personal técnico, de gestión y de administración y servicios, ante las actuaciones
de los diferentes órganos y servicios universitarios, pudiendo asumir tareas de mediación, conciliación y
buenos oficios. Sus actuaciones vendrán regidas por los principios de independencia, autonomía y
confidencialidad. Corresponde a los Estatutos de la universidad establecer el régimen de funcionamiento y
estructura de la defensoría universitaria, cuyo máximo cargo podrá ser un órgano unipersonal o colegiado, así
como el procedimiento para su elección por el Claustro Universitario.
5. Las universidades, en colaboración con las Comunidades Autónomas en las que se encuentren ubicadas,
ofrecerán servicios gratuitos dirigidos a la orientación psicopedagógica, de prevención y fomento del
bienestar emocional de su comunidad universitaria y, en especial, del estudiantado, así como servicios de
orientación profesional.
6. La inspección de servicios actuará regida por los principios de independencia y autonomía. Tendrá por
función velar por el correcto funcionamiento de los servicios que presta la institución universitaria de acuerdo
con las leyes y normas que los rigen. Asimismo, en el marco de la legislación aplicable en la materia, tendrá
las funciones de incoación e instrucción de los expedientes disciplinarios que afecten a miembros de la
comunidad universitaria. La dirección de este servicio será atribuida a personal técnico, de gestión y de
administración y servicios de la universidad con los requisitos de titulación necesarios para el desempeño de
las funciones que dicha inspección tiene encomendados. La inspección de servicios actuará motu proprio, a
instancia de los distintos órganos de Gobierno de la universidad o tras denuncia escrita interpuesta por algún
miembro de la comunidad universitaria.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 6
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. En relación con la autonomía de las universidades, señale la opción correcta:

A) Las universidades públicas elaboran sus Estatutos y las universidades privadas sus normas de organización y 
funcionamiento.

B) Las universidades públicas elaboran sus normas de organización y funcionamiento y las universidades 
privadas sus Estatutos.

C) Solo las universidades públicas pueden elaborar normas de régimen interno y determinar su organización y 
estructuras.

D) Las universidades privadas carecen de autonomía normativa y deben aplicar exclusivamente las normas 
generales universitarias.

2. La inspección de servicios de una universidad actuará, entre otros supuestos, (señale la opción correcta):

A) Únicamente a instancia de los órganos de Gobierno de la universidad y mediante resolución motivada.

B) De oficio o tras denuncia verbal formulada por cualquier persona vinculada a la universidad.

C) Solo tras denuncia escrita presentada por el estudiantado o por el personal docente e investigador.

D) De oficio, a instancia de los órganos de Gobierno de la universidad o tras denuncia escrita de un miembro de 
la comunidad universitaria.
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3. La Comunidad Autónoma dispone del siguiente plazo para la elaboración del informe de legalidad de los 
Estatutos de las universidades públicas:

A) Cuatro meses.

B) Dos meses.

C) Seis meses.

D) Un año.

4. La acreditación institucional de los centros universitarios se basará en:

A) La evaluación individual del profesorado adscrito a los centros universitarios.

B) La certificación de los resultados obtenidos por las titulaciones oficiales de cada centro.

C) La aprobación de los sistemas internos de garantía de calidad por las Administraciones Públicas.

D) El reconocimiento de la capacidad de la universidad para garantizar la calidad académica de sus centros 
universitarios.

5. Cuando se trate de universidades de especiales características, su creación o reconocimiento se llevará a 
cabo:

A) Por ley de la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma, previo informe facultativo de la Conferencia 
General de Política Universitaria.

B) Por ley de las Cortes Generales a propuesta del Gobierno, de acuerdo con el Consejo de Gobierno de la 
Comunidad Autónoma y previo informe preceptivo de la Conferencia General de Política Universitaria.

C) Por real decreto del Gobierno, previo acuerdo con la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma y 
posterior informe de la Conferencia General de Política Universitaria.

D) Por ley de las Cortes Generales a propuesta del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma, sin 
necesidad de informe de la Conferencia General de Política Universitaria.

6. Entre las funciones de las universidades se encuentra el fomento de la participación de la comunidad 
universitaria y de la ciudadanía en actividades promovidas por entidades de voluntariado y del tercer sector 
que:

A) sean organizadas exclusivamente por las propias universidades y se dirijan únicamente al estudiantado.

B) se desarrollen en el ámbito internacional y estén vinculadas necesariamente a la investigación científica.

C) se encuentren en línea con los principios y valores del sistema universitario.

D) se financien íntegramente con fondos públicos y estén destinadas a la formación profesional.

7. La adscripción de centros docentes a universidades públicas requerirá, además de la previa celebración de 
un convenio con la universidad:

A) La autorización del Gobierno, a propuesta del Consejo Social de la universidad y sin intervención autonómica.

B) La aprobación de la Comunidad Autónoma correspondiente al ámbito territorial donde estén ubicados los 
centros.

C) La aprobación del Consejo Social de la universidad, sin necesidad de propuesta del Consejo de Gobierno.

D) La autorización de la universidad y del Gobierno, aunque los centros estén ubicados en otra Comunidad 
Autónoma.

8. En el ámbito de la autonomía universitaria, corresponde a las universidades públicas:

A) La elaboración de sus Estatutos y de las demás normas de régimen interno.

B) La aprobación de las leyes reguladoras de sus órganos de gobierno y representación.

C) La determinación estatal de sus relaciones de puestos de trabajo o plantillas.

D) La autorización administrativa de sus programas de investigación y de transferencia del conocimiento.
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9. El aseguramiento de la calidad del sistema universitario se hará efectivo mediante condiciones y 
procedimientos de evaluación, certificación y acreditación que establecerá:

A) El Gobierno, mediante ley orgánica, previo acuerdo de las universidades públicas.

B) Las universidades, mediante sus sistemas internos de garantía de calidad, previo informe de las agencias de 
evaluación.

C) Las agencias de evaluación, mediante resolución conjunta, previo informe de las Administraciones Públicas 
competentes.

D) El Gobierno, mediante real decreto, previo informe de la Conferencia General de Política Universitaria.

10. Una vez comprobado el cumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos para el inicio de las 
actividades de una universidad, corresponde otorgar la autorización a:

A) El Gobierno, mediante acuerdo del Consejo de Ministros.

B) Los órganos competentes de la Comunidad Autónoma en la que radique la universidad.

C) El Ministerio de Universidades, previo informe de la Conferencia General de Política Universitaria.

D) La Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma en cuyo territorio vaya a ubicarse la universidad.

SOLUCIONES 1 A · 2 D · 3 A · 4 D · 5 B · 6 C · 7 B · 8 A · 9 D · 10 B

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 6, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 7

Estatutos de la Universidad de Murcia: Título I. Organización, 
gobierno, representación y participación en la Universidad de Murcia: 

Capítulo I. Estructura y órganos. Título III. La comunidad 
universitaria: Capítulo IV. El personal técnico, de gestión y de 

administración de servicios.

Estatutos de la Universidad de Murcia (aprobados por Decreto n.º 7/2026, 
de 19 de febrero, del Consejo de Gobierno de la Región de Murcia)

EST-UMU · UNI-UMU-EST-2026 · arts. 5 a 6 · arts. 146 a 158 — 15 incluidos

Capítulo I. Estructura y órganos

TÍTULO I. ORGANIZACIÓN, GOBIERNO, REPRESENTACIÓN Y PARTICIPACIÓN EN

Artículo 5. Estructura básica.
1. La Universidad de Murcia está formada por facultades, departamentos, la Escuela Internacional de
Doctorado, la Escuela de Formación Continua, institutos universitarios de investigación, servicios
universitarios y otras unidades técnicas, de gestión y de administración y servicios. Asimismo, serán unidades
básicas la Defensoría Universitaria, la Unidad o las Unidades para la Igualdad y de Diversidad, la Inspección de
Servicios, los servicios de salud y acompañamiento psicológico y pedagógico y los servicios de orientación
profesional.
2. Regulados y delimitados por el correspondiente convenio, también podrán integrarse centros adscritos,
conforme a las previsiones de la Ley Orgánica del Sistema Universitario.
3. También componen la Universidad de Murcia las unidades administrativas que dan servicio a las estructuras
mencionadas en el apartado 1.

Artículo 6. Órganos de gobierno, representación, participación y garantía en la Universidad de Murcia.
1. Los órganos de gobierno, representación y participación en la universidad pueden ser generales o
particulares, y colegiados o unipersonales.
2. Son órganos generales colegiados: el Claustro Universitario, el Consejo de Gobierno, el Consejo de
Estudiantes y el Consejo Social.
3. Son órganos generales unipersonales: las personas titulares del Rectorado, de los Vicerrectorados, de la
Secretaría General, de la Gerencia y de la Defensoría Universitaria. De entre todos ellos, solo tendrá la
consideración de alto cargo, con los efectos legales asociados a tal condición, la persona que ocupe el
Rectorado.
4. Son órganos particulares colegiados: los Consejos de Facultad y los Consejos de Departamento.
5. Son órganos particulares unipersonales: las personas titulares de los Decanatos y de la dirección de la
Escuela Internacional de Doctorado, de la Escuela de Formación Continua, de los Departamentos, de los
Institutos Universitarios de Investigación y de cualquier otra estructura análoga que pudiera constituirse
conforme al apartado siguiente.
6. El Claustro Universitario podrá acordar la creación y, en su caso, la supresión de otros órganos de gobierno,
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gestión, representación o participación, tanto colegiados como unipersonales, mediante la aprobación de
reglamentos de organización, en los que se establecerá el régimen jurídico correspondiente que deberá tener
el contenido mínimo que fija la legislación básica en materia de universidades.
7. Una misma persona no podrá ocupar simultáneamente dos o más cargos unipersonales.
8. Junto a los órganos universitarios anteriormente mencionados, los órganos de representación del personal
docente e investigador, y del personal técnico, de gestión y de administración y servicios de la Universidad
ejercerán las funciones que los artículos 7 y 129.2 de la Constitución española y su legislación de desarrollo les
confieren en la defensa de los derechos e intereses del personal de la Universidad de Murcia.

Capítulo IV. El personal técnico, de gestión y de administración de servicios

TÍTULO III. LA COMUNIDAD UNIVERSITARIA

Artículo 146. El personal técnico, de gestión y de administración y servicios.
1. El personal técnico, de gestión y de administración y servicios de la Universidad de Murcia es el sector de la
comunidad universitaria al que corresponde realizar las tareas de apoyo, asistencia y asesoramiento a los
órganos universitarios, el ejercicio de la gestión y la administración, particularmente en las áreas de recursos
humanos, organización administrativa, asuntos económicos, informática y servicios de comunicaciones,
archivos, bibliotecas, información, servicios generales, así como cualesquiera otros procesos técnicos y de
gestión
administrativa y de los servicios que se determinen necesarios para la Universidad en el cumplimiento de sus
objetivos.
2. El personal técnico, de gestión y de administración y servicios de la Universidad de Murcia estará formado
por personal funcionario de las escalas propias de la Universidad y por su personal laboral, así como por el
personal perteneciente a los cuerpos, escalas y categorías profesionales de otras administraciones que, en
virtud de la legislación aplicable, convenio de reciprocidad o convenio colectivo, pase a prestar servicio en la
Universidad de Murcia.
3. La plantilla del personal técnico, de gestión y de administración y servicios habrá de ser suficiente para
desarrollar adecuadamente los servicios y funciones de los centros y estará especializada en uno o varios de
los distintos ámbitos de la actividad universitaria.

Artículo 147. Régimen jurídico.
1. El personal funcionario se regirá por la Ley Orgánica del Sistema Universitario y sus normas de desarrollo,
por la legislación de función pública, así como por los presentes Estatutos, el Reglamento general del personal
técnico, de gestión y administración y servicios y las disposiciones que lo desarrollen y los pactos y acuerdos
previstos en la legislación vigente.
2. El personal técnico, de gestión y de administración y servicios laboral se rige por lo establecido en la Ley
Orgánica del Sistema Universitario, por el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, así como
por el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, la demás legislación laboral y los
convenios colectivos aplicables.

Artículo 148. Derechos del personal técnico, de gestión y de administración y servicios.
1. El personal técnico, de gestión y de administración y servicios tendrá los siguientes derechos:

a) Al pleno ejercicio de su capacidad profesional.
b) A participar en el diseño, implementación y evaluación de la política universitaria, y el derecho a su
representación en los órganos de gobierno y representación de la Universidad, en los términos establecidos
por la legislación vigente, los presentes Estatutos y sus normas de desarrollo.
c) A acceder a órganos de gobierno unipersonales de acuerdo con la ley y los presentes Estatutos.
d) A desarrollar una carrera profesional en la que se contemple su promoción de acuerdo con su
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cualificación profesional.
e) A participar en las actividades y los cursos que se organicen para el perfeccionamiento de su capacidad
personal y profesional.
f) A participar en las actividades físico-deportivas, culturales y recreativas que se organicen en la
Universidad.
g) A disfrutar de cuantas prestaciones asistenciales y ayudas de acción social sean fomentadas, creadas o
gestionadas por la Universidad.
h) A ser oído en la evaluación de sus actividades y a acceder a los complementos e incentivos previstos en
reconocimiento a sus méritos profesionales.
i) A cualesquiera otros que le atribuyan los presentes Estatutos, sus normas de desarrollo y los que por su
condición de funcionario público o personal laboral establezcan las disposiciones vigentes y, en su caso, el
convenio colectivo aplicable.

2. La Universidad de Murcia asegurará la efectividad de los derechos de conciliación de la vida personal,
laboral y familiar de su personal técnico, de gestión y de administración y servicios. A tal fin, adoptará las
medidas necesarias para, de conformidad con el principio de transparencia retributiva, asegurar la igualdad
efectiva en la aplicación del régimen de dedicación, así como en la participación en los planes y programas de
formación y movilidad.
3. La Universidad de Murcia garantizará a la representación del personal técnico, de gestión y de
administración y servicios el ejercicio libre e independiente de sus funciones representativas. El personal que
haya sido elegido para formar parte de los órganos de representación o de gobierno quedará dispensado de sus
obligaciones profesionales cuando las sesiones de estos órganos coincidan con el ejercicio de sus funciones,
previa acreditación de la asistencia a ellas.

Artículo 149. Deberes del personal técnico, de gestión y de administración y servicios.
Son deberes del personal técnico, de gestión y de administración y servicios:
a) Desempeñar sus tareas con dedicación, eficacia y responsabilidad, contribuyendo a la mejora del
funcionamiento de la Universidad de Murcia como servicio público.
b) Participar en los procedimientos de evaluación de su actividad profesional.
c) Cualesquiera otros que establezcan la legislación vigente, los presentes Estatutos y sus normas de desarrollo.

Artículo 150. Retribuciones del personal técnico, de gestión y de administración y servicios.
1. El personal técnico, de gestión y de administración y servicios será retribuido con cargo al presupuesto de la
Universidad de Murcia, en los términos que establezcan los presentes Estatutos, la legislación vigente y los
acuerdos sindicales alcanzados a través de la negociación colectiva, sin perjuicio de las retribuciones derivadas
de los contratos a los que se refiere el artículo 60 de la Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema
Universitario en los que participe.
2. El régimen retributivo del personal funcionario y laboral se determinará mediante negociación colectiva,
dentro de los límites que establezca la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y en el marco de las bases
que dicte el Estado.
3. En todo caso, las retribuciones complementarias, tanto las generales como las que incentiven el
rendimiento y la mejora y modernización de los servicios, no podrán ser inferiores a las que determine la
Comunidad Autónoma para el conjunto de las universidades públicas.
4. La Universidad de Murcia podrá establecer retribuciones adicionales ligadas a méritos individuales,
mediante procedimientos transparentes, negociados con la representación de las personas trabajadoras.

Artículo 151. Clasificación del personal técnico, de gestión y de administración y servicios.
1. El personal técnico, de gestión y de administración y servicios de la Universidad de Murcia se compone del
personal funcionario de las escalas,
especialidades y, en su caso, opciones que se determinen en el Reglamento General del Personal Técnico, de
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Gestión y de Administración y Servicios y del personal laboral contratado, que se clasificará de conformidad
con lo establecido en la legislación laboral y en el convenio colectivo que le sea de aplicación.
2. Los requisitos de ingreso en cada escala o grupo serán los que establezca en cada caso la legislación vigente.
3. El Consejo de Gobierno podrá crear otras escalas y especialidades y, en su caso, opciones, grupos y
categorías que considere necesarios, previa negociación con los órganos competentes de representación del
personal, que se equipararán de acuerdo con sus funciones y el nivel de titulación exigible para el acceso a las
escalas y especialidades y, en su caso, opciones y grupos o categorías profesionales que existan o se puedan
crear en otras Administraciones Públicas.

Artículo 152. Selección, formación y promoción.
La Universidad de Murcia llevará a cabo la selección, formación, habilitación y promoción interna de su
personal técnico, de gestión y de administración y servicios, así como la provisión de los puestos de trabajo
atribuidos a dicho personal, previa negociación con la representación de las personas trabajadoras legitimada
en su ámbito por las disposiciones en vigor, sin perjuicio de la aplicación de las mejoras que puedan
introducirse por la negociación colectiva.

Artículo 153. Relación de puestos de trabajo.
1. La Universidad de Murcia elaborará la relación de puestos de trabajo de su personal técnico, de gestión y de
administración y servicios; dicha relación de puestos de trabajo se integrará dentro del estado de gastos del
presupuesto de la Universidad y será pública.
2. La relación de puestos de trabajo incluirá la forma de provisión, denominación y características del puesto
de trabajo, funciones, grado de responsabilidad y dedicación, turno, retribuciones básicas y complementarias
correspondientes, así como indicación de su desempeño por personal funcionario o laboral, atendiendo a su
naturaleza.
3. En los procedimientos relativos a la ampliación, modificación y adecuación de los efectivos de las plantillas,
la Universidad de Murcia deberá mantener un equilibrio razonable entre el gasto destinado a personal técnico,
de gestión y de administración y servicios y el destinado a personal docente e investigador.
4. Las actuaciones contempladas en los apartados 1 y 2 de este artículo se realizarán previa negociación con la
representación de las personas trabajadoras legitimada en su ámbito por las disposiciones en vigor.

Artículo 154. Procedimiento de selección.
1. La Universidad de Murcia seleccionará a su personal técnico, de gestión y de administración y servicios de
acuerdo con los principios de igualdad, mérito, capacidad, transparencia, publicidad y concurrencia.
2. En el marco de la legislación vigente, la relación de plazas vacantes del personal técnico, de gestión y de
administración y servicios con dotación presupuestaria constituirá la oferta de empleo público de la
Universidad de Murcia.
3. La convocatoria de las pruebas selectivas será realizada por la persona titular del Rectorado, quien ordenará
su publicación en el Boletín Oficial del Estado y en el Boletín Oficial de la Región de Murcia. En los términos de
la
legislación vigente, el procedimiento y los sistemas de selección se regularán en el Reglamento general del
personal técnico, de gestión y de administración y servicios.
4. Los tribunales y comisiones de selección constituidos de acuerdo con lo dispuesto en el Reglamento general
del personal técnico, de gestión y de administración y servicios y, en su caso, en el convenio colectivo
aplicable. Todos sus miembros serán nombrados por la persona titular del Rectorado.
5. La Universidad de Murcia garantizará la transparencia y objetividad de los procesos, la imparcialidad e
independencia de los órganos de selección, así como una composición equilibrada entre mujeres y hombres
en estos, la adecuación de los contenidos de las pruebas selectivas a las funciones y tareas a desarrollar, y la
disponibilidad de mecanismos de revisión de los resultados de acuerdo con lo dispuesto por la normativa
aplicable y la negociación colectiva.
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Artículo 155. Carrera profesional.
1. El personal técnico, de gestión y de administración y servicios podrá desarrollar su carrera profesional
mediante el ascenso en la estructura de puestos de trabajo, atendiendo a la valoración de sus méritos, su grado
de especialización y las aptitudes por razón de la especificidad de la función que desempeña y la experiencia
adquirida.
2. Asimismo, de acuerdo con la normativa aplicable, el personal técnico, de gestión y de administración y
servicios podrá desarrollar su carrera profesional mediante la progresión de grado, categoría, escala o nivel,
sin necesidad de cambiar de puesto de trabajo y con la remuneración correspondiente a cada uno de ellos,
atendiendo a su trayectoria y actuación profesional, la calidad de los trabajos realizados, los conocimientos
adquiridos, la formación acreditada y la evaluación de su desempeño.
3. La Universidad fomentará la promoción interna del personal técnico, de gestión y de administración y
servicios, regulándose los requisitos necesarios, pruebas, comisiones de valoración y procedimiento en
general.
4. En las convocatorias para cubrir plazas vacantes en la relación de puestos de trabajo del personal técnico, de
gestión y de administración y servicios de la Universidad de Murcia, se reservará el máximo porcentaje
legalmente permitido en cada caso para promoción, mediante concurso o concurso-oposición, del personal de
plantilla, funcionario de carrera o laboral fijo que, prestando sus servicios en la Universidad de Murcia, reúna
los requisitos legales.
5. En la carrera profesional de este personal, se observarán los principios de transparencia retributiva y de
igualdad efectiva en los procesos de promoción profesional.

Artículo 156. Provisión de puestos.
1. Con carácter general, los puestos de trabajo adscritos al personal funcionario se proveerán por concurso,
conforme a lo que establezca el Reglamento general del personal técnico, de gestión y de administración y
servicios, promoviendo la profesionalización y evitando la discrecionalidad en los nombramientos.
2. Excepcionalmente, y en atención a la naturaleza de las funciones a desempeñar, se cubrirán por el sistema
de libre designación aquellos puestos de trabajo para los que se establezca tal previsión en la relación de
puestos de trabajo de acuerdo con la normativa vigente y tras la negociación con la
representación de las personas trabajadoras legitimada en su ámbito por las

Artículo 157. Formación y movilidad.
1. La Universidad de Murcia realizará las acciones formativas tendentes al perfeccionamiento y
especialización de su personal, de modo que los conocimientos adquiridos sean valorados a los efectos del
acceso a puestos, categorías o escalas de nivel superior, conforme a lo que establezca el Reglamento general
del personal técnico, de gestión y de administración y servicios. Igualmente, facilitará la asistencia a cursos
organizados fuera de la Universidad cuando resulten de interés para su formación y mejora profesional.
2. La Universidad de Murcia promoverá la movilidad de su personal técnico, de gestión y de administración y
servicios para el desempeño de sus funciones en otras universidades o Administraciones Públicas. A tal fin,
formalizará convenios para promover la movilidad de su personal, siempre que aseguren el principio de
reciprocidad.

Artículo 158. Registro del personal técnico, de gestión y administración y servicios.
1. La Universidad de Murcia organizará su Registro del personal técnico, de gestión y de administración y
servicios de acuerdo con lo establecido en la legislación vigente.
2. En el Registro del personal técnico, de gestión y de administración y servicios de la Universidad de Murcia
se inscribirá a todo el personal al servicio de esta y se anotarán preceptivamente todos los actos que afecten a
la vida administrativa de este.
3. Asimismo, la Universidad deberá mantener actualizados los datos contenidos en la hoja de servicios del
personal técnico, de gestión y de administración y servicios, que tendrá carácter confidencial y será de libre
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acceso para el interesado.

PONTE A PRUEBA

2 preguntas del Tema 7
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. De entre los órganos generales unipersonales de la Universidad de Murcia, tendrá la consideración de alto 
cargo, con los efectos legales asociados a tal condición, la persona que ocupe

A) la Secretaría General

B) la Gerencia

C) la Defensoría Universitaria

D) el Rectorado

2. ¿Cuál de las siguientes unidades tiene la consideración de unidad básica de la Universidad de Murcia?

A) La Defensoría Universitaria.

B) Los centros adscritos, con independencia de la existencia de convenio.

C) Las unidades administrativas que prestan servicio a las estructuras universitarias, como unidades básicas.

D) Los servicios universitarios, únicamente cuando estén integrados en una facultad o departamento.

SOLUCIONES 1 D · 2 A

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 7, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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PARTE ESPECÍFICA

Tema 8

La comunicación: definición, elementos y funciones del lenguaje. 
Habilidades sociales: Percepción y Comunicación. La Escucha Activa.

Este tema es doctrinal: se prepara con las preguntas del banco y no tiene artículos de ley asociados en el programa.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 8

1. ¿Cómo se denomina la expectativa cultural acerca del comportamiento y actitud asociado a una posición 
social?

A) Rol.

B) Estatus.

C) Grupo de estatus.

D) Continuidad de roles.

2. ¿Cuál es la característica principal que hace que un grupo se convierta en masa?

A) Su número de miembros.

B) La desaparición de la conciencia individual de sus miembros.

C) El aumento de su grado de coordinación

D) El seguimiento a un líder por parte de sus miembros.

3. Según el mecanismo de socialización de la "internalización del otro" de Sigmund Freud, ¿cuál de las 
siguientes afirmaciones describe de manera más precisa la relación entre las estructuras psíquicas y el 
proceso de socialización?

A) Las estructuras psíquicas del Yo racional y el Superyó moral son fruto del proceso de socialización, y el Yo 
tiene como misión mediar entre las necesidades del Ello y las prohibiciones del Superyó.

B) La misión principal del Superyó es mediar entre las necesidades del Ello y el Yo, siendo el resultado de 
factores genéticos.

C) El Ello y el Superyó son estructuras psíquicas innatas que se desarrollan independientemente de la 
interacción social.

D) El Yo y el Ello son producto de la interacción social, mientras que el Superyó es completamente heredado.

4. ¿Cómo se denomina el proceso que se lleva a cabo cuando el individuo debe ser re-socializado por una 
desviación o desadaptación social?

A) Socialización secundaria.

B) Socialización terciaria.

C) Reinserción educacional.

D) Reintegración.

5. Reformular o parafrasear lo que dice el cliente (fenómeno eco) ayuda

A) Defender nuestra información.

B) Evitar valores e interpretaciones morales.

C) Mostrar sinceridad.

D) Demostrar que hemos comprendido bien:
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6. No es una teoría metaética cognitiva:

A) Naturalismo.

B) Descriptivismo.

C) Emotivismo.

D) Conductismo.

7. Entre las características de la inteligencia emocional encontramos:

A) Actitud positiva.

B) Empatía.

C) Capacidad para expresar sentimientos y emociones.

D) Todas son correctas.

8. Las dimensiones de las habilidades sociales vienen determinadas por variables, entre las que encontramos.

A) Dimensión conductual.

B) Dimensión personal.

C) Dimensión situacional.

D) Todas son correctas.

9. La comunicación no verbal que se centra en el análisis de la expresión corporal se denomina:

A) Kinesia.

B) Paralingüística.

C) Proxémica.

D) Presentación social.

10. En el proceso de comunicación, ¿qué es el feedback o retroalimentación?

A) Es la respuesta del receptor al mensaje del emisor.

B) Es el sistema de signos que el emisor y el receptor comparten, como un idioma específico.

C) Es el contexto, que incluye las circunstancias, lugar, tiempo y situación en la que ocurre la comunicación.

D) El canal o medio a través del cual se transmite el mensaje.

SOLUCIONES 1 A · 2 B · 3 A · 4 B · 5 D · 6 C · 7 D · 8 D · 9 A · 10 A

Te quedan 29 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 8, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 9

Funciones generales de la especialidad de Auxiliares de Servicio.

Este tema es doctrinal: se prepara con las preguntas del banco y no tiene artículos de ley asociados en el programa.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 9

1. No forma parte de la función de apertura de edificios:

A) Gestionar el servicio de taquillas y guardarropía.

B) Inspeccionar visualmente los elementos estructurales de acceso externo.

C) Desconectar el sistema de alarma.

D) Encender las luces principales del edificio público.

2. Al intentar pasar una llamada con una extensión interior nadie recibe la llamada; el telefonista:

A) Lo advertirá al remitente para que vuelva a intentarlo más tarde si quiere

B) Cortará la llamada por no encontrarse el destinatario en su despacho

C) Pasará la llamada en cualquier caso

D) Ninguna de las tres respuestas anteriores es correcta

3. Señale la respuesta correcta sobre el servicio Burofax Premium de correos:

A) Actualmente en la Carta de Servicios de Correos, no existe este servicio.

B) Se puede enviar únicamente on line.

C) Se puede enviar únicamente de forma presencial.

D) Se puede enviar on line, de forma presencial en oficina de correos y desde cualquier parte a través de la web 
de correos.

4. En caso de que el conserje observe una gotera en el edificio municipal al que está destinado deberá:

A) Avisar al servicio de mantenimiento.

B) Solicitar los materiales adecuados y proceder a la reparación del desperfecto.

C) Avisar al servicio de mantenimiento y proteger la documentación o enseres que pudieran resultar dañados.

D) Cerrar la instalación inmediatamente.

5. Se entiende por gestión de stock:

A) La suma de los materiales almacenados e inventariables.

B) Relación de los artículos y existencias consumidos.

C) El control de las existencias de cada artículo para evitar situaciones de desabastecimiento.

D) El control y eliminación de los residuos.

6. Cuando las dimensiones de una carta ordinaria en sobre sean inferiores a la mínima (14×9 cm) deberá 
llevar una etiqueta anexa. ¿Qué tamaño tendrá esa etiqueta?

A) 8×6 cm.

B) 9×7 cm.

C) 10×7 cm.

D) No se puede enviar una carta ordinaria de dimensiones inferiores a 14x9 cm.
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7. Al detectar una fuga de agua en un lavabo del polideportivo municipal, justo antes del cierre del edificio, 
¿cuál sería la secuencia correcta de actuación por parte del personal de conserjería?

A) Sacar la caja de herramientas e intentar detener la fuga.

B) Cerrar la puerta principal y avisar por teléfono al personal superior directo.

C) Cerrar la llave de paso para detener la fuga, recoger el agua o señalizar la zona inundada y avisar por teléfono 
al personal superior directo.

D) Cerrar la llave de paso, sacar la caja de herramientas e intentar reparar la fuga.

8. El Personal de Servicios Auxiliares encargado de la apertura del edificio en el que presta sus servicios tiene 
distintas tareas, ¿cuál NO le corresponde?

A) Desconectar el sistema de alarma.

B) Abrir las puertas de acceso al edificio.

C) Encender los equipos informáticos.

D) Encender las luces principales del edificio.

9. En la revisión semanal del material de oficina, detectas que quedan solo 2 paquetes de papel y el consumo 
normal es de 1 paquete por día. ¿Qué actuación es correcta?

A) Esperar a que se termine el papel

B) Avisar y solicitar reposición con antelación

C) Guardar el papel restante

D) Usar menos papel sin avisar

10. ¿Un conserje está obligado a realizar un servicio fuera del centro de trabajo?

A) Siempre, en cualquier tipo de encargo.

B) Siempre que el encargo sea relativo al servicio.

C) No está obligado hacer encargos.

D) Siempre los sábados y domingos.

SOLUCIONES 1 A · 2 A · 3 D · 4 C · 5 C · 6 C · 7 C · 8 C · 9 B · 10 B

Te quedan 43 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 9, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 10

Funciones de la especialidad de Auxiliares de Servicio: Atención al 
público: acogida e información al ciudadano.

Este tema es doctrinal: se prepara con las preguntas del banco y no tiene artículos de ley asociados en el programa.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 10

1. Señale la afirmación correcta en relación con la información general, de acuerdo con el Real Decreto 
208/1996, de 9 de febrero, por el que se regulan los servicios de información administrativa y atención al 
ciudadano:

A) Es la concerniente al estado o contenido de los procedimientos en tramitación, y a la identificación de las 
autoridades y personal al servicio de la Administración General del Estado y de las entidades de derecho público 
vinculadas o dependientes de la misma.

B) Se facilitará obligatoriamente a los ciudadanos sin exigir para ello la acreditación de legitimación alguna.

C) Será aportada por las unidades de gestión de la Administración General del Estado.

D) Podrá referirse a los datos de carácter personal que afecten de alguna forma a la intimidad o privacidad de las 
personas físicas.

2. La información que solicita el ciudadano relativa a la identificación, fines, competencia, estructura, 
funcionamiento y localización de organismos y unidades administrativas, es una:

A) Información Genérica

B) Información personal

C) Información General

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

3. Entre las reglas básicas en el trato con el ciudadano se encuentra, en primer lugar, la acogida. La acogida 
tiene cuatro partes:

A) Atención, recepción, comunicación e información

B) Saludo, presentación, recepción y comunicación

C) Recepción, saludo, presentación y puesta a disposición

D) Explicación, persuasión, negociación y respuesta

4. Conforme al Real Decreto 208/1996 de 9 de febrero por la que se regulan los servicios de información 
administrativa y atención al ciudadano, la información general será facilitada obligatoriamente a los 
ciudadanos (señale la correcta):

A) Cuando se acredite la condición de interesado y legitimación para la solicitud

B) Sin exigir legitimación alguna

C) Cuando se acredite delegación y/o autorización de un interesado legitimado

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

Temario en formato ley · Especialidad Auxiliar de Servicios de la Universidad de Murcia · Univer 78

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



5. Según el artículo 2 del Real Decreto 208/1996, de 9 de febrero, por el que se regulan los servicios de 
información administrativa y atención al ciudadano, la información general:

A) No se podrá facilitar a ningún ciudadano.

B) Únicamente se facilitará a aquellos ciudadanos que acrediten un interés legítimo.

C) Se facilitará obligatoriamente a los ciudadanos, sin exigir para ello la acreditación de legitimación alguna.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

6. Según lo establecido en el Real Decreto 208/1996, de 9 de febrero, por el que se regulan los servicios de 
información administrativa y atención al ciudadano, señale en cuál de los siguientes casos estamos ante una 
información administrativa general:

A) Información sobre el estado en que se encuentra la tramitación de un procedimiento administrativo.

B) Información sobre la resolución recaída en un procedimiento administrativo.

C) Información sobre los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones establezcan para presentar una 
solicitud.

D) Información sobre la identidad del personal al servicio de la Administración bajo cuya responsabilidad se 
tramita un procedimiento.

7. Son técnicas de comunicación a utilizar por los informadores públicos:

A) Personalizar las quejas que reciban para que el cuidada no perciba mayor cercanía.

B) Transmitir la información con el grado de tecnicismo adecuado a la institución que representa.

C) Tener empatía, evitar prejuicios previos, adoptar una escucha activa y adaptarse a las circunstancias 
concretas del ciudadano.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.

8. Para establecer un tono positivo con los clientes que no tienen razón en sus argumentos, hemos de:

A) Decirles que no llevan la razón

B) Decirles que están equivocados

C) Esforzarnos en ser positivos en nuestras respuestas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

9. La finalidad de la función de orientación e información al ciudadano es la de:

A) Ofrecer aclaraciones y ayudas de índole técnica que los ciudadanos requieren sobre procedimientos, trámites 
y requisitos.

B) Tramitar la documentación para los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.

C) Acceder al disfrute de un servicio público o beneficiarse de una prestación.

D) Todas las respuestas anteriores son incorrectas.

10. Según la IFLA, ¿cuál es la finalidad principal de la restauración de los fondos bibliográficos?

A) Sustituir los materiales originales deteriorados por otros nuevos adquiridos.

B) Asegurar la estabilidad y la conservación del documento respetando su autenticidad y aplicando la mínima 
intervención.

C) Actualizar el formato del documento para facilitar su acceso digital.

D) Sustituir partes dañadas por materiales modernos más resistentes.

SOLUCIONES 1 B · 2 C · 3 C · 4 B · 5 C · 6 C · 7 C · 8 C · 9 A · 10 B
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Te quedan 83 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 10, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 11

Funciones de la especialidad de Auxiliares de Servicio: Nociones sobre 
máquinas reproductoras: multicopistas, fotocopiadoras, 

encuadernadoras y análogas.

Este tema es doctrinal: se prepara con las preguntas del banco y no tiene artículos de ley asociados en el programa.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 11

1. ¿Qué formato de papel tiene la mitad de tamaño del formato del DIN A4?

A) DIN A3.

B) DIN A5.

C) DIN A2.

D) DIN A8.

2. ¿Para qué sirve una destructora de documentos?

A) Garantizar la confidencialidad

B) Reducir volumen de papel

C) Clasificar documentos

D) Ninguna de las anteriores.

3. ¿En que se mide la resolución a la que digitaliza un escáner?

A) En puntos por pulgada (ppp).

B) En bits por pixel.

C) En páginas por minuto (ppm).

D) En centímetros.

4. ¿A qué formato de papel corresponden las dimensiones 297 x 210 mm?

A) A5

B) A1

C) A4

D) A7

5. Indique en cuál de los procedimientos de reprografía que se relacionan es necesaria la realización previa 
de un cliché.

A) Diazocopia.

B) Termocopia.

C) Hectografía.

D) Electrocopia.

6. Según su tamaño y capacidad, ¿cómo se clasifican las fotocopiadoras?

A) Estáticas, dinámicas y de ciclo corto.

B) Personales, de oficina y profesionales o de alta producción.

C) Endógenas, exógenas y de fase combinada.

D) Todas las respuestas son correctas.
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7. El “canutillo” es un tipo de:

A) Grapado.

B) Encuadernado.

C) Plastificado.

D) Franqueado.

8. También llamado corona impulsa el papel eléctricamente al pulsar la tecla de copiado para que la máquina 
pueda recibirlo y efectuar sobre él la reproducción original:

A) Bandeja de papel.

B) Tambor.

C) Cargador de transferencia de papel.

D) Vidrio de contacto.

9. Al seleccionar en una fotocopiadora reproducir a 1:1, queremos:

A) Hacer una copia por segundo.

B) Hacer una copia por las dos caras.

C) Hacer copias de una en una por minuto.

D) Hacer una copia al mismo tamaño que el original.

10. El formato y tamaño del papel son normalmente conocidos como:

A) “DIN” o “ISO”

B) “DIN” A4 “ISO” A4

C) “A4”, “A3”

D) Todas son correctas.

SOLUCIONES 1 B · 2 A · 3 A · 4 C · 5 C · 6 B · 7 B · 8 C · 9 D · 10 D

Te quedan 28 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 11, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 12

Envíos y servicios postales. Real Decreto 437/2024, de 30 de abril, por 
el que se aprueba el Reglamento de los servicios postales: Título III. 

Capítulo I. Disposiciones generales sobre los servicios y envíos 
postales. Capítulo II. Condiciones de admisión y entrega de envíos 

postales: Artículos del 16 al 24.

RD 437/2024 Reglamento por el que se regula la prestación de los servicios 
postales

RD-437-2024 · BOE-A-2024-10010 · arts. 12 a 24 — 13 incluidos

TÍTULO III De los servicios y envíos postales

CAPÍTULO I Disposiciones generales sobre los servicios y envíos postales

Artículo 12. Servicios postales.
1. Se consideran servicios postales, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3.1 de la Ley 43/2010, de 30 de
diciembre, cualesquiera servicios consistentes en la recogida, la admisión, la clasificación, el transporte, la
distribución y la entrega de envíos postales.
2. A efectos del necesario otorgamiento de los correspondientes títulos habilitantes, cada una de estas
actividades, excepto si consiste exclusivamente en una actividad de mero transporte, es susceptible de
constituir, por sí misma, un servicio postal.

Artículo 13. Clasificación de los servicios postales.
1. De acuerdo con su régimen de prestación los servicios postales se clasifican en servicios prestados en
régimen ordinario y servicios prestados en régimen de servicio especial.
2. Se considerarán servicios postales prestados en régimen ordinario aquellos servicios que no puedan ser
calificados como servicios especiales. Los servicios prestados en régimen ordinario no verán alterado su
régimen de prestación cuando vayan acompañados de los servicios accesorios de certificado y valor declarado.
3. Se considerará que se trata de servicios postales prestados en régimen de servicios especiales cuando
contractualmente se pacten, al menos, cualquiera de las siguientes prestaciones:

a) Compromiso de entrega en una fecha u hora determinada.
b) Entrega en propia mano al destinatario del envío.
c) Más de un intento de entrega.
d) Trato personalizado y prestación de servicios bajo demanda. En todo caso tendrán la consideración de
servicios especiales el servicio de notificaciones administrativas y judiciales, y el servicio de envíos contra
reembolso donde la entrega al destinatario se efectúa previo abono del importe reembolsable. Asimismo,
se consideran servicios especiales aquellos servicios urgentes que se oferten con compromiso de entrega y
se presten con una mayor rapidez en la entrega que los prestados en régimen ordinario.

Artículo 14. Franqueo y pago de los servicios postales.
1. El franqueo es la forma de acreditar el pago de los servicios postales consistente en la adhesión o
estampación de efectos o signos sobre los envíos postales que acreditan el pago de los mismos y permiten su

Temario en formato ley · Especialidad Auxiliar de Servicios de la Universidad de Murcia · Univer 83

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



libre circulación por la red postal correspondiente. Los usuarios podrán utilizar, para franquear sus envíos, los
medios de franqueo indicados en el artículo 3.7 de la Ley 43/2010, de 30 de diciembre, con el alcance que en el
mismo se determina.
2. Los sellos de correo y demás signos de franqueo, entendidos éstos como los sobres, tarjetas y cartas-sobres
con sellos previamente estampados, autorizados mediante resolución conjunta de los Subsecretarios de
Hacienda y de Transportes y Movilidad Sostenible, únicamente podrán ser utilizados por el operador
designado para la prestación del servicio postal universal. Estos signos de franqueo tienen carácter oficial y
constituyen el patrimonio filatélico del Estado.
3. Los operadores postales que presten servicios incluidos en el ámbito del servicio postal universal podrán
usar efectos o signos de franqueo que, no teniendo carácter oficial, acrediten su pago y habiliten para la
circulación de los envíos postales por su propia red postal. Estos medios de franqueo deberán contener
características o elementos diferenciadores que eviten la confusión con los signos de franqueo oficiales
utilizados por el operador designado. Los operadores postales que usen efectos o signos de franqueo
adoptarán las medidas necesarias para evitar que los envíos franqueados con dichos signos sean introducidos
en una red postal distinta de la suya y, de manera especial, en la red postal del operador designado, originando
costes innecesarios en la prestación del servicio postal universal.
4. Cuando en los buzones de admisión de un operador postal aparezcan envíos con signos de franqueo,
etiquetas o impresiones de otros operadores postales que presupongan el pago de dichos envíos, el operador
postal afectado les requerirá para que, en el plazo máximo de 3 días desde la notificación del requerimiento,
lleguen a un acuerdo sobre la compensación por los gastos de gestión y almacenaje generados, así como sobre
el tratamiento de estos envíos para su curso y entrega final al destinatario. En los supuestos en que no se llegue
a un acuerdo o cuando estos operadores no acudan al requerimiento del operador afectado en el plazo
máximo establecido, este operador estará obligado a cursar los envíos a destino, todo ello sin perjuicio del
derecho a reclamar los daños y perjuicios correspondientes. El curso de los envíos erróneamente depositados
en buzones de terceros, y no retirados por el operador que emite los signos de franqueo, etiquetas o
impresiones, no podrá suponer un sobrecoste o un pago adicional para el usuario que ya ha pagado el servicio.
En los supuestos en que se pueda identificar a los operadores responsables de depositar los envíos en los
buzones de admisión, el operador afectado dará cuenta inmediata a la Comisión Nacional de los Mercados y la
Competencia, para que proceda a la exigencia de la responsabilidad que corresponda y adopte las medidas
oportunas sobre el tratamiento de los envíos. El depósito masivo de envíos franqueados con signos de un
determinado operador postal en los buzones del operador designado será considerado, de conformidad con lo
establecido en el artículo 59 j) y 60 a) de la Ley 43/2010, de 30 de diciembre, como una violación de las
garantías concedidas al operador al que se ha encomendado la prestación del servicio postal universal. Los
operadores postales podrán acordar con sus clientes cualesquiera otras formas de pago, tales como el pago
diferido, el franqueo en destino, el prepago o cualquier otro medio admitido en Derecho.

Artículo 15. Envíos postales.
1. Se entenderá por envío postal, de acuerdo con lo establecido en el artículo 3.2 de la Ley 43/2010, de 30 de
diciembre, todo objeto destinado a ser expedido a la dirección indicada por el remitente sobre el objeto mismo
o sobre su envoltorio, una vez presentado en la forma definitiva en la cual debe ser recogido, transportado y
entregado.
2. En todo caso, se considerarán envíos postales aquellos indicados en el artículo 2.3 de la presente disposición
y definidos como tales en el artículo 3.2 de la Ley 43/2010, de 30 de diciembre.

CAPÍTULO II Condiciones de admisión y entrega de envíos postales

Artículo 16. Admisión de envíos postales.
Los operadores postales admitirán los envíos postales siempre que se presenten debidamente acondicionados
y se satisfaga el precio correspondiente, sin perjuicio de lo establecido respecto a los objetos prohibidos para
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circular como envíos postales. Se entenderá que un envío está debidamente acondicionado cuando se presente
en la forma definitiva en la cual debe ser recogido, transportado y entregado, incluyendo la dirección a la que
debe ser expedido.

Artículo 17. Entrega de los envíos postales.
Con carácter general los envíos postales se entregarán al destinatario o persona autorizada en la dirección que
figure en la cubierta del envío postal. Se procurará la entrega de aquellos envíos postales cuya dirección, aun
siendo incompleta permita la identificación del destinatario, siempre y cuando los envíos cumplan los demás
requisitos establecidos en el presente reglamento.

Artículo 18. Personas autorizadas para recibir los envíos postales.
Se entenderán autorizados por el destinatario para recibir los envíos postales, de no constar expresa
prohibición, cualquier persona que se encuentre en la dirección que figure en la cubierta del envío, haga
constar su identidad y se haga cargo de ellos. El destinatario o la persona autorizada que se haga cargo del
envío postal tendrá que identificarse ante el empleado del operador postal que efectúe la entrega, mediante la
exhibición de su documento nacional de identidad, pasaporte, permiso de conducción o tarjeta de residencia,
salvo notorio conocimiento del mismo por parte del empleado postal.

Artículo 19. Dirección de entrega de los envíos postales.
La entrega se efectuará, con carácter general, en el domicilio del destinatario o en la dirección postal o punto
de entrega autorizado por éste, en los términos señalados en este reglamento. A estos efectos, se entiende por
domicilio el conjunto de datos geográficos que permitan identificar el lugar de entrega de los envíos. Lo
componen los siguientes elementos:
a) El número de casillero domiciliario postal a continuación de las letras «CD».
b) Tipo y denominación de la vía pública: nombre que identifique la calle, plaza, avenida, camino, carretera u
otros.
c) Número de la finca: el que haya sido asignado por el ayuntamiento de la localidad dentro de los existentes
en la vía pública.
d) Datos de la vivienda o local: los que identifican al inmueble de forma singularizada en la inscripción
existente en el Registro de la Propiedad.
e) Código postal: el asignado a cada dirección postal.
f) Localidad: nombre de la población. La entrega de envíos postales de carácter ordinario y no certificado se
podrá realizar en los casilleros domiciliarios instalados al efecto cuando sus dimensiones lo permitan, o en su
defecto, dejando en el buzón el correspondiente aviso de llegada para su recogida en oficina.

Artículo 20. Entrega de los envíos certificados.
Los envíos certificados sólo podrán entregarse, previa firma, a los respectivos destinatarios o a otra persona
autorizada por los mismos. Si el destinatario de un envío certificado, o la persona autorizada, no pudieran o no
supieran firmar, lo hará en su lugar un testigo, debidamente identificado. En caso de no poder hallarse testigo
a estos efectos, el empleado del operador postal, tras identificar debidamente al destinatario o autorizado, hará
constar en la documentación de la entrega que el receptor acreditado de forma debida no sabe o no puede
firmar, según proceda. En todo caso, se deberá dejar constancia en la documentación del empleado del
operador postal de la firma del destinatario o persona autorizada, junto con su número de DNI o de otro
documento equivalente que acredite su identidad. Podrá utilizarse cualquier otro medio en el que quede
constancia de la identidad de la persona que recibe el envío.

Artículo 21. Entrega de los envíos en apartados postales.
Los operadores postales podrán establecer apartados postales en sus oficinas o dependencias para la entrega
de los envíos postales, mediante su depósito en casilleros, como forma alternativa de entrega a las otras
previstas en este reglamento. Los usuarios podrán recibir sus envíos por este sistema cuando expresamente lo
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soliciten y en las condiciones contractuales pactadas. El apartado de envíos postales se realizará en el interior
de las oficinas o dependencias cuando, por razones de volumen, densidad o naturaleza de los mismos no sea
aconsejable su inclusión en los casilleros. Los envíos apartados en el interior de las oficinas o dependencias
serán entregados al titular del apartado o persona autorizada expresamente.

Artículo 22. Entrega de los envíos en oficinas o dependencias postales.
Se entregarán en oficina, en dependencias propias o en las designadas por los operadores postales, los envíos
que, por ausencia, u otra causa justificada, no se hubieran podido entregar en la dirección postal indicada en
el envío o a persona autorizada, en cuyo caso, se procederá a dejar al destinatario un aviso de llegada en el
correspondiente casillero en el que deberá constar, además del remitente del envío, la dirección de la oficina o
de la dependencia propia o designada por los operadores postales, horario y el plazo de permanencia en la
misma para su retirada. Se entregarán también en oficina, en dependencias propias o en las designadas por
los operadores postales, en las condiciones contractuales pactadas, aquellos envíos dirigidos a las mismas. Los
envíos entregados en oficina, en dependencias propias o en las designadas por los operadores postales ya sean
los dirigidos expresamente a la misma o aquellos que no pudieron ser entregados en el domicilio del
destinatario o a la persona autorizada, podrán ser retirados por el destinatario de estos envíos o por la persona
expresamente autorizada previa firma y exhibición de la acreditación de su identidad mediante DNI o
documento equivalente. Se deberá dejar constancia en la documentación del operador postal de la firma y del
número del DNI o documento equivalente que acredite la identidad de la persona que recibe los envíos.

Artículo 23. Avisos de llegada.
Cuando los envíos postales no puedan ser entregados en el domicilio se comunicará esta circunstancia al
destinatario mediante un aviso de llegada que se depositará en el casillero domiciliario en el momento del
intento de entrega fallida. En los avisos de llegada deberá constar, además del remitente del envío, la dirección
de la oficina, el horario y el plazo de permanencia en la misma para su retirada. El aviso de llegada en casillero
podrá ser sustituido, si así lo acuerdan las partes, por la comunicación al destinatario, por cualquier medio
electrónico pactado, de la puesta a disposición del envío.

Artículo 24. Objetos prohibidos para circular como envíos postales.
1. Se considerarán objetos prohibidos para circular como envíos postales aquellos cuya circulación no se
permita por motivos de seguridad, de salud pública, de utilidad general y de protección de los servicios
postales. De conformidad con los criterios enunciados en el párrafo anterior, no pueden incluirse en ninguna
clase de envíos postales los objetos siguientes:

a) Los productos sometidos a régimen de reserva y no provistos de autorización especial para circular por
la red postal.
b) Los ingredientes farmacéuticos activos estupefacientes y psicotrópicos y los medicamentos sujetos a
prescripción, salvo si se envían con fines terapéuticos y acompañados de autorización oficial.
c) Los envíos cuya envoltura o cubierta contenga textos o imágenes que vulneren cualquiera de los
derechos fundamentales de la persona.
d) Los envíos de armas, conforme a lo establecido en el Real Decreto 137/1993, de 29 de enero, por el que se
aprueba el Reglamento de Armas.
e) Las materias infecciosas, explosivas, inflamables y otras peligrosas, salvo las radiactivas depositadas por
expedidores debidamente autorizados y las infecciosas intercambiadas entre expedidores oficialmente
reconocidos. A estos efectos, se considerarán materias o sustancias radiactivas las que sobrepasen los
límites establecidos en la legislación sobre energía nuclear y sobre transporte de mercancías peligrosas, y
será preceptivo que, en su traslado y embalaje, se cumplan las disposiciones de la Ley 25/1964, de 29 de
abril, sobre energía nuclear, del Real Decreto 1029/2022, de 20 de diciembre, por el que se aprueba el
Reglamento sobre protección de la salud contra el riesgo de la exposición a las radiaciones ionizantes, de
las normas reguladoras del transporte de mercancías peligrosas y demás normas específicas que resulten
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aplicables. Se considerarán materias infecciosas las definidas como tales conforme al artículo 3 del Real
Decreto 65/2006, de 30 de enero, por el que se establecen los requisitos para la importación y exportación
de muestras biológicas.
f) Los animales vivos, salvo que estén provistos de una autorización especial o se intercambien entre
instituciones oficialmente reconocidas.
g) Los objetos cuyo tráfico sea constitutivo de delito.
h) Los objetos cuya naturaleza o embalaje puedan constituir un peligro para los empleados de los
operadores postales que los manipulan o el público en general, o que puedan manchar o deteriorar otros
envíos, el equipo postal o los bienes de terceros.
i) Los objetos cuya importación o circulación esté prohibida en el país de destino.
j) Las monedas, billetes de banco, cheques de viaje y cualesquiera otros valores al portador, salvo que
circulen asegurados o como envíos con valor declarado y conforme a su normativa aplicable.
k) Los objetos cuya circulación esté prohibida en España, con arreglo a la normativa en vigor.
l) Los que se determinen en convenios internacionales en los que el Reino de España sea parte signataria.

2. Las autorizaciones a que se refieren los apartados a) y b), para que puedan ser admitidos a la circulación por
la red postal habrán de ser expedidas por la entidad que ostente el derecho exclusivo de distribución en el
primer caso, y en el segundo por una autoridad sanitaria oficial conforme al Real Decreto Legislativo 1/2015,
de 24 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de garantía y uso racional de los
medicamentos y productos sanitarios. Las autorizaciones requeridas en el caso de los apartados e) y f)
deberán ser expedidas por las autoridades competentes y se presentarán por duplicado en la oficina de
depósito del operador postal. Asimismo, son objetos prohibidos los sometidos a medidas restrictivas a la
exportación, con arreglo al Reglamento (UE) n.º 833/2014 del Consejo, de 31 de julio de 2014, relativo a medidas
restrictivas motivadas por acciones de Rusia que desestabilizan la situación en Ucrania.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 12
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. Cuando aparezcan en los buzones de admisión de un operador postal envíos con signos de franqueo, 
etiquetas o impresiones de otros operadores postales y no se alcance un acuerdo sobre su tratamiento, el 
operador afectado:

A) Podrá devolver los envíos al operador que figure en los signos de franqueo, siempre que dicha devolución no 
genere un coste adicional para el usuario.

B) Deberá conservar los envíos durante un plazo máximo de diez días y entregarlos únicamente cuando el 
operador responsable abone los gastos de gestión y almacenaje.

C) Podrá exigir al usuario el pago de los gastos ocasionados por el tratamiento de los envíos, aunque este ya 
hubiera pagado el servicio postal correspondiente.

D) Estará obligado a cursar los envíos a destino, sin perjuicio del derecho a reclamar los daños y perjuicios 
correspondientes.

2. Tendrán la consideración de servicios postales prestados en régimen de servicios especiales aquellos en 
los que contractualmente se pacte, al menos, una de las siguientes prestaciones:

A) Compromiso de entrega en una fecha u hora determinada.

B) Prestación del servicio accesorio de certificado, sin ninguna condición adicional.

C) Realización de un único intento de entrega sin compromiso de fecha u hora.

D) Entrega ordinaria con valor declarado, aunque no se pacte ninguna prestación especial.
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3. ¿Cuál de las siguientes afirmaciones sobre los servicios postales es correcta?

A) Se consideran servicios postales únicamente la recogida, la admisión y la clasificación de los envíos postales.

B) Cada actividad postal puede constituir por sí misma un servicio postal, excepto cuando consista 
exclusivamente en mero transporte.

C) Solo la distribución y la entrega de envíos postales pueden constituir por sí mismas un servicio postal.

D) Las actividades postales solo constituyen un servicio postal cuando incluyen conjuntamente recogida, 
transporte y entrega.

4. Las autorizaciones exigidas para la circulación postal de materias peligrosas y animales vivos deberán ser:

A) Expedidas siempre por una autoridad sanitaria oficial y presentadas por triplicado en la oficina de depósito 
del operador postal.

B) Expedidas por la entidad que ostente el derecho exclusivo de distribución y presentadas por duplicado en la 
oficina de destino.

C) Expedidas por las autoridades competentes y presentadas por un único ejemplar en la oficina de depósito del 
operador postal.

D) Expedidas por las autoridades competentes y presentadas por duplicado en la oficina de depósito del 
operador postal.

5. Cuando los envíos postales no puedan ser entregados en el domicilio, el aviso de llegada deberá:

A) Entregarse exclusivamente en mano al destinatario, indicando únicamente la dirección de la oficina donde se 
encuentre el envío.

B) Depositase en el casillero domiciliario dentro de las veinticuatro horas siguientes al intento fallido, con 
indicación del remitente y del plazo de retirada.

C) Depositase en el casillero domiciliario en el momento del intento fallido, indicando el remitente y la fecha 
límite para presentar una reclamación.

D) Depositarse en el casillero domiciliario en el momento del intento fallido, con indicación del remitente, la 
dirección y el horario de la oficina y el plazo de permanencia para su retirada.

6. Cuando un envío no pueda entregarse en la dirección postal indicada o a persona autorizada por ausencia u 
otra causa justificada, el aviso de llegada deberá indicar, además del remitente:

A) La dirección de la oficina o dependencia y el plazo de permanencia, sin necesidad de indicar el horario.

B) La dirección de la oficina o dependencia, el horario y el plazo de permanencia para su retirada.

C) El horario de la oficina o dependencia y la identidad de la persona autorizada para retirar el envío.

D) La dirección de la oficina o dependencia, el plazo de permanencia y la fecha prevista de una nueva entrega a 
domicilio.

7. La entrega de los envíos postales mediante apartados postales se realizará conforme a la siguiente regla:

A) Los operadores postales podrán establecer apartados postales en sus oficinas o dependencias, y los usuarios 
podrán utilizarlos cuando lo soliciten expresamente y en las condiciones contractuales pactadas.

B) Los operadores postales deberán establecer apartados postales en todas sus oficinas, y los usuarios podrán 
utilizarlos aunque no lo soliciten expresamente.

C) Los envíos postales deberán depositarse siempre en casilleros, con independencia de su volumen, densidad o 
naturaleza, y serán entregados a cualquier persona que los reclame.

D) Los envíos apartados en el interior de las oficinas o dependencias serán entregados exclusivamente al titular 
del apartado, sin posibilidad de autorización a otra persona.
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8. En relación con la entrega de los envíos certificados, señale la opción correcta:

A) Podrán entregarse al destinatario, a la persona autorizada o a cualquier conviviente mayor de edad, sin 
necesidad de firma cuando se acredite la identidad del receptor.

B) Si el destinatario o la persona autorizada no pueden o no saben firmar, el empleado del operador postal 
firmará siempre en su lugar, dejando constancia de la incidencia.

C) Si el destinatario o la persona autorizada no pueden o no saben firmar, lo hará un testigo debidamente 
identificado y, si no hubiera testigo, el empleado del operador postal hará constar esa circunstancia tras 
identificar al receptor.

D) La entrega deberá documentarse exclusivamente mediante la firma manuscrita del destinatario, junto con su 
número de documento nacional de identidad, sin que puedan utilizarse otros medios de identificación.

9. Respecto de la dirección de entrega de los envíos postales, señale la afirmación correcta:

A) La entrega se efectuará exclusivamente en el domicilio del destinatario, sin que pueda realizarse en una 
dirección postal o punto de entrega autorizado.

B) La entrega de envíos ordinarios y no certificados podrá realizarse en casilleros domiciliarios cuando sus 
dimensiones lo permitan, dejando aviso de llegada en el buzón en caso contrario.

C) El domicilio se compone únicamente del tipo y denominación de la vía pública, el número de la finca y el 
código postal asignado a la dirección.

D) Los envíos ordinarios y no certificados deberán entregarse siempre en la oficina postal, aunque existan 
casilleros domiciliarios instalados al efecto.

10. ¿Quién se entenderá autorizado por el destinatario para recibir un envío postal, salvo que conste expresa 
prohibición?

A) Únicamente la persona que figure como destinataria, previa exhibición de su documento nacional de 
identidad o pasaporte.

B) Cualquier familiar del destinatario que se encuentre en la dirección indicada, aunque no haga constar su 
identidad.

C) Cualquier persona que se encuentre en la dirección del envío, haga constar su identidad y se haga cargo de él.

D) La persona designada por escrito por el destinatario, siempre que exhiba su documento nacional de 
identidad ante el empleado postal.

SOLUCIONES 1 D · 2 A · 3 B · 4 D · 5 D · 6 B · 7 A · 8 C · 9 B · 10 C

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 12, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 13

Control de accesos: Conceptos, finalidad, organización y tipos.

Este tema es doctrinal: se prepara con las preguntas del banco y no tiene artículos de ley asociados en el programa.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 13

1. El personal de control adscrito a un edificio público de uso administrativo realiza las siguientes funciones:

A) Velar por la seguridad del edificio en el que prestan sus servicios de vigilancia.

B) Ejecutar el procedimiento establecido para llevar a cabo el control de acceso.

C) Ejecutar el procedimiento establecido para llevar a cabo la apertura y cierre del edificio utilizando los 
sistemas de seguridad existentes.

D) Todas las repuestas anteriores son correctas.

2. ¿Qué nombre recibe la llave que abre todas las cerraduras de una misma serie?

A) Llave inteligente

B) Llave maestra

C) Llave de seguridad

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

3. Corresponde al conserje:

A) Reparación de las máquinas de sustitución

B) Compra por catálogo de las pequeñas máquinas auxiliares

C) Custodia del mobiliario, máquinas, instalaciones y locales.

D) Manipulación y limpieza interior de la fotocopiadora.

4. El principal objetivo del control de accesos es:

A) Obtener información de cuántas personas acceden al edificio diariamente

B) La información al ciudadano sobre el lugar al que se ha de dirigir

C) Minimizar o descartar riesgos de seguridad derivados de entradas y salidas no autorizadas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

5. Indique de las siguientes opciones cuál no es un sistema mecánico de control de paso individualizado a 
personas:

A) Portillos automáticos.

B) Tarjetas.

C) Tornos.

D) Puertas giratorias.

6. No es función del conserje:

A) La custodia de llaves.

B) El reparto de correspondencia.

C) El cumplimiento de encargos.

D) La redacción de avisos para colocar en el tablón de anuncios.
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7. Básicamente los sistemas de controles de acceso se clasifican en:

A) Sistemas de control de acceso autónomo y sistemas de control de acceso en red.

B) Sistemas de control de acceso operativos.

C) Sistemas de control de acceso en red.

D) Sistemas de control de acceso teleoperativo.

8. Señala la afirmación correcta en relación con la puesta en marcha y parada de instalaciones realizadas por 
los conserjes:

A) No le corresponde el mantenimiento técnico ni la utilización de las instalaciones, pero sí es conveniente, al 
menos, tengan conocimiento de su ubicación y la puesta en marcha y parada de aquellos que se les 
encomiendan.

B) Debe conocer la ubicación de las instalaciones que se le encomiendan, así como llevar a cabo un correcto 
mantenimiento técnico de las mismas.

C) No tienen encomendada ninguna función específica en relación con la puesta en marcha y paradas de 
instalaciones.

D) Ninguna de las respuestas es correcta.

9. Señale la descripción correcta:

A) Se entiende por sistema de control de acceso al conjunto de subsistemas encargados de controlar la entrada 
de personas y vehículos por puntos de acceso determinados.

B) Se entiende por sistema de control de acceso al conjunto de ecosistemas encargados de controlar la entrada 
de personas únicamente.

C) Se entiende por sistema de control de acceso al conjunto de personas que controlan los vehículos que 
acceden al centro por puntos de acceso determinados.

D) Se entiende por sistema de control de acceso al conjunto de subsistemas encargados de controlar la entrada 
de personas, vehículos correspondencia y paquetería por puntos de acceso determinados.

10. Ventajas destacables del control de acceso:

A) Disminuir el nivel de seguridad y protección de las personas y bienes.

B) Disminución de los actos de robo, hurto, apropiación o utilización indebida de las instalaciones.

C) Incremento de los costes de mantenimiento.

D) Permitir el uso irresponsable de las instalaciones.

SOLUCIONES 1 D · 2 B · 3 C · 4 C · 5 B · 6 D · 7 A · 8 A · 9 D · 10 B

Te quedan 1 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 13, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 14

Normas básicas de seguridad en edificios públicos. El incendio: 
Concepto y clases. Detectores de fuego: clases y medios de extinción. 
Evacuación de edificios. Actuaciones ante una alarma de fuego en un 

edificio público.

Este tema es doctrinal: se prepara con las preguntas del banco y no tiene artículos de ley asociados en el programa.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 14

1. Atendiendo a la clasificación de las partículas presentes en los humos según su tamaño y composición, las 
partículas de diámetro < 0.1 micras presentes en la atmósfera y que se forman por procesos físicos o 
químicos reciben el nombre de:

A) Núcleos de aitken.

B) Partículas medias.

C) Partículas sedimentables.

D) Partículas grandes.

2. La primera regla de oro para trabajar en instalaciones eléctricas es:

A) Tener el esquema eléctrico de la instalación vertical.

B) Aperturas de todas las fuentes de tensión.

C) Tener el esquema electrónico de la instalación horizontal.

D) Tener una persona al lado que nos proporcione la herramienta necesaria.

3. El monóxido de carbono (CO) es:

A) Un gas fácilmente identificable por su fuerte olor a huevos podridos.

B) Un gas fácilmente identificable por su fuerte olor a huevos podridos, es más pesado que el aire y es altamente 
irritante.

C) Un gas que no emite olor, no irritante y menos pesado que el aire.

D) Un gas que no emite olor, irritante y más pesado que el aire.

4. De conformidad con el Documento Básico SI del CTE, la dotación de instalaciones de protección contra 
incendio, en general será de:

A) Un extintor portátil de eficacia 21A-113B, cada 15 m de recorrido en cada planta, como máximo, desde todo 
origen de evacuación.

B) Una boca de incendio equipada en todas las zonas de riesgo especial medio.

C) Una instalación automática de extinción en todo edificio cuya altura de evacuación exceda de 50 m.

D) Un extintor portátil 21A-113B en zonas de riesgo especial (Cap. 2, Sec. 1 DB SI), dentro del local o zona y 
próximo a la puerta de acceso, además de los extintores necesarios para cumplir el recorrido real preceptivo 
hasta alguno de ellos.
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5. Según el Real Decreto 513/2017, de 22 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento de Instalaciones de 
Protección Contra incendios, para la puesta en servicio de las instalaciones de protección activa contra 
incendios, se requiere, entre otros:

A) La presentación, ante el órgano competente de la Administración General del Estado, en materia de 
industria, antes de la puesta en funcionamiento de las mismas de un certificado de la empresa instaladora, 
emitido por un técnico titulado competente designado por la misma

B) La presentación, ante el órgano competente de la comunidad autónoma en materia de industria, antes de la 
puesta en funcionamiento de las mismas de un certificado de la empresa instaladora, emitido por un técnico 
titulado competente designado por la misma

C) La presentación, ante el Ayuntamiento correspondiente, antes de la puesta en funcionamiento de las mismas 
de un certificado de la empresa instaladora, emitido por un técnico titulado competente designado por la misma

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

6. En relación al Documento Básico-SI seguridad en caso de incendio DB SI del Código Técnico de la 
Edificación, ¿Cuál es la longitud máxima de los recorridos de evacuación hasta alguna salida de planta en 
plantas o recintos que disponen de más de una salida de planta para el uso escuela infantil o de enseñanza 
primaria?

A) 35 m

B) 30 m

C) 50 m

D) 15 m

7. En un incendio estructural en un edificio de viviendas moderno (con abundancia de polímeros sintéticos, 
espumas de poliuretano y plásticos), ¿cuáles son los gases tóxicos más letales para las personas y cómo 
actúan físicamente en el organismo?

A) El Dióxido de Carbono CO2 y el Nitrógeno N2, que actúan quemando las vías respiratorias por contacto 
directo.

B) El Monóxido de Carbono CO y el Cianuro de Hidrógeno HCN, que actúan como asfixiantes químicos 
impidiendo el transporte y uso del oxígeno a nivel celular.

C) El Vapor de Agua y el Hollín, que bloquean mecánicamente los alvéolos pulmonares impidiendo el 
intercambio gaseoso.

D) El Dióxido de Azufre SO2 y el Amoníaco NH3, que producen una sedación inmediata del sistema nervioso 
central sin afectar a la sangre.

8. La normativa española, clasifica los fuegos según la norma UNE; los fuegos derivados de la utilización de 
ingredientes para cocinar (aceites y grasas vegetales o animales), en los aparatos de cocina se clasifican como:

A) Clase B.

B) Clase C.

C) Clase D.

D) Clase F.

9. Las partes vidriadas de puertas y cerramientos, de duchas y bañeras estarán compuestas según determina 
el CTE DB SUA, Seguridad de utilización y accesibilidad:

A) El CTE no establece exigencia alguna

B) Por elementos laminados o templados que resistan sin rotura un impacto de nivel 3 según la norma UNE

C) Por cristal templado

D) Por elementos que resistan sin rotura un impacto de nivel 3 según la norma UNE

Temario en formato ley · Especialidad Auxiliar de Servicios de la Universidad de Murcia · Univer 93

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



10. La tercera regla de oro de la electricidad para trabajos seguros es:

A) Desconectar la alimentación eléctrica.

B) Bloquear y señalizar para prevenir reconexiones.

C) Verificar la ausencia de tensión.

D) Poner a tierra y en cortocircuito la instalación.

SOLUCIONES 1 A · 2 B · 3 C · 4 A · 5 B · 6 C · 7 B · 8 D · 9 B · 10 C

Te quedan 150 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 14, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.

Temario en formato ley · Especialidad Auxiliar de Servicios de la Universidad de Murcia · Univer 94

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Tema 15

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre de Prevención de Riesgos 
Laborales: Derecho a la protección frente a los riesgos laborales. 

Principios de la acción preventiva. Equipos de trabajo y medios de 
protección. Formación de los trabajadores.

Ley 31/1995 prevención de riesgos laborales

LPRL · BOE-A-1995-24292 · arts. 14 a 15 · art. 17 · art. 19 — 4 incluidos

CAPÍTULO III Derechos y obligaciones

Artículo 14. Derecho a la protección frente a los riesgos laborales.
1. Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. El
citado derecho supone la existencia de un correlativo deber del empresario de protección de los trabajadores
frente a los riesgos laborales. Este deber de protección constituye, igualmente, un deber de las
Administraciones públicas respecto del personal a su servicio. Los derechos de información, consulta y
participación, formación en materia preventiva, paralización de la actividad en caso de riesgo grave e
inminente y vigilancia de su estado de salud, en los términos previstos en la presente Ley, forman parte del
derecho de los trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
2. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar la seguridad y la salud de los
trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo. A estos efectos, en el marco de sus
responsabilidades, el empresario realizará la prevención de los riesgos laborales mediante la integración de la
actividad preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para la protección de la
seguridad y la salud de los trabajadores, con las especialidades que se recogen en los artículos siguientes en
materia de plan de prevención de riesgos laborales, evaluación de riesgos, información, consulta y
participación y formación de los trabajadores, actuación en casos de emergencia y de riesgo grave e
inminente, vigilancia de la salud, y mediante la constitución de una organización y de los medios necesarios
en los términos establecidos en el capítulo IV de esta ley. El empresario desarrollará una acción permanente
de seguimiento de la actividad preventiva con el fin de perfeccionar de manera continua las actividades de
identificación, evaluación y control de los riesgos que no se hayan podido evitar y los niveles de protección
existentes y dispondrá lo necesario para la adaptación de las medidas de prevención señaladas en el párrafo
anterior a las modificaciones que puedan experimentar las circunstancias que incidan en la realización del
trabajo.
3. El empresario deberá cumplir las obligaciones establecidas en la normativa sobre prevención de riesgos
laborales.
4. Las obligaciones de los trabajadores establecidas en esta Ley, la atribución de funciones en materia de
protección y prevención a trabajadores o servicios de la empresa y el recurso al concierto con entidades
especializadas para el desarrollo de actividades de prevención complementarán las acciones del empresario,
sin que por ello le eximan del cumplimiento de su deber en esta materia, sin perjuicio de las acciones que
pueda ejercitar, en su caso, contra cualquier otra persona.
5. El coste de las medidas relativas a la seguridad y la salud en el trabajo no deberá recaer en modo alguno
sobre los trabajadores.
Se modifica el apartado 2 por el art. 2.1 de la Ley 54/2003, de 12 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-22861
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Artículo 15. Principios de la acción preventiva.
1. El empresario aplicará las medidas que integran el deber general de prevención previsto en el artículo
anterior, con arreglo a los siguientes principios generales:

a) Evitar los riesgos.
b) Evaluar los riesgos que no se puedan evitar.
c) Combatir los riesgos en su origen.
d) Adaptar el trabajo a la persona, en particular en lo que respecta a la concepción de los puestos de
trabajo, así como a la elección de los equipos y los métodos de trabajo y de producción, con miras, en
particular, a atenuar el trabajo monótono y repetitivo y a reducir los efectos del mismo en la salud.
e) Tener en cuenta la evolución de la técnica.
f) Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro.
g) Planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la técnica, la organización
del trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales en
el trabajo.
h) Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual.
i) Dar las debidas instrucciones a los trabajadores.

2. El empresario tomará en consideración las capacidades profesionales de los trabajadores en materia de
seguridad y de salud en el momento de encomendarles las tareas.
3. El empresario adoptará las medidas necesarias a fin de garantizar que sólo los trabajadores que hayan
recibido información suficiente y adecuada puedan acceder a las zonas de riesgo grave y específico.
4. La efectividad de las medidas preventivas deberá prever las distracciones o imprudencias no temerarias que
pudiera cometer el trabajador. Para su adopción se tendrán en cuenta los riesgos adicionales que pudieran
implicar determinadas medidas preventivas, las cuales sólo podrán adoptarse cuando la magnitud de dichos
riesgos sea sustancialmente inferior a la de los que se pretende controlar y no existan alternativas más seguras.
5. Podrán concertar operaciones de seguro que tengan como fin garantizar como ámbito de cobertura la
previsión de riesgos derivados del trabajo, la empresa respecto de sus trabajadores, los trabajadores
autónomos respecto a ellos mismos y las sociedades cooperativas respecto a sus socios cuya actividad consista
en la prestación de su trabajo personal.

Artículo 17. Equipos de trabajo y medios de protección.
1. El empresario adoptará las medidas necesarias con el fin de que los equipos de trabajo sean adecuados para
el trabajo que deba realizarse y convenientemente adaptados a tal efecto, de forma que garanticen la seguridad
y la salud de los trabajadores al utilizarlos. Cuando la utilización de un equipo de trabajo pueda presentar un
riesgo específico para la seguridad y la salud de los trabajadores, el empresario adoptará las medidas
necesarias con el fin de que:

a) La utilización del equipo de trabajo quede reservada a los encargados de dicha utilización.
b) Los trabajos de reparación, transformación, mantenimiento o conservación sean realizados por los
trabajadores específicamente capacitados para ello.

2. El empresario deberá proporcionar a sus trabajadores equipos de protección individual adecuados para el
desempeño de sus funciones y velar por el uso efectivo de los mismos cuando, por la naturaleza de los trabajos
realizados, sean necesarios. Los equipos de protección individual deberán utilizarse cuando los riesgos no se
puedan evitar o no puedan limitarse suficientemente por medios técnicos de protección colectiva o mediante
medidas, métodos o procedimientos de organización del trabajo.

Artículo 19. Formación de los trabajadores.
1. En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar que cada trabajador reciba una
formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva, tanto en el momento de su
contratación, cualquiera que sea la modalidad o duración de ésta, como cuando se produzcan cambios en las
funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de trabajo. La
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formación deberá estar centrada específicamente en el puesto de trabajo o función de cada trabajador,
adaptarse a la evolución de los riesgos y a la aparición de otros nuevos y repetirse periódicamente, si fuera
necesario.
2. La formación a que se refiere el apartado anterior deberá impartirse, siempre que sea posible, dentro de la
jornada de trabajo o, en su defecto, en otras horas pero con el descuento en aquélla del tiempo invertido en la
misma. La formación se podrá impartir por la empresa mediante medios propios o concertándola con
servicios ajenos, y su coste no recaerá en ningún caso sobre los trabajadores.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 15

1. Según el artículo 19 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, en el 
cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar que cada trabajador:

A) Reciba una formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva.

B) Reciba la formación preventiva sólo en horario laboral.

C) Reciba una formación preventiva general y no centrada específicamente en el puesto de trabajo.

D) Reciba una formación preventiva adecuada en el momento de su contratación.

2. Señala cuál de las siguientes afirmaciones no es un principio de la acción preventiva de los señalados en el 
artículo 15 de la Ley de prevención de riesgos Laborales:

A) Combatir los riesgos en su origen

B) Realizar una evaluación de riesgos laborales

C) Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro

D) Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva a la individual

3. ¿Qué medida es esencial para garantizar la seguridad en el puesto de trabajo de un oficial 1ª conductor de la 
Brigada Municipal?

A) No utilizar equipos de protección individual (EPI) para evitar incomodidad durante las tareas

B) Priorizar el transporte manual de materiales en lugar de utilizar vehículos motorizados

C) Llevar siempre cargas superiores a la capacidad recomendada para optimizar el tiempo de trabajo

D) Realizar un mantenimiento preventivo de los vehículos y herramientas que se utilicen, garantizando su 
correcto funcionamiento

4. Según el artículo 14 de la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, los trabajadores tienen derecho 
a:

A) Una prevención laboral.

B) Una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.

C) Una prevención total en su trabajo y fuera de él.

D) Derecho a disfrutar media hora de descanso en su jornada laboral.

5. ¿Qué es el art. 15 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, es principio de la acción preventiva:

A) Evaluar los riesgos que no se puedan evitar.

B) Evaluar los edificios en acústica.

C) Evaluar la protección de actividades externas.

D) Evaluar la protección de actividades peligrosas.
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6. Según lo regulado en el artículo 14 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 
Laborales, los trabajadores tienen derecho a

A) Una protección integral en materia de seguridad y salud en el trabajo

B) Una formación en materia preventiva

C) Protegerse en casos de emergencia y de riesgo grave e inminente

D) Ninguna de las anteriores

7. Según lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos Laborales, ¿Cuál de los 
siguientes es un principio de la acción preventiva?

A) Adoptar medidas que antepongan la protección individual a la colectiva.

B) Tener en cuenta la evolución de la técnica.

C) Delegar la prevención, exclusivamente en los/as trabajadores/as.

D) Reducir costes empresariales como objetivo principal de la prevención.

8. De acuerdo con el artículo 15 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales, 
¿cuál de los siguientes principios generales no es uno de ellos?

A) Evitar los riesgos.

B) Evaluar los riesgos que no se puedan evitar.

C) Sustituir lo peligroso por aquello que entrañe un peligro similar pero que sea más práctico para la rutina 
diaria de trabajo.

D) Combatir los riesgos en su origen.

9. ¿En qué artículo se regulan los principios de acción preventiva en la actual ley de prevención de riesgos 
laborales?

A) En el 15.

B) En el 25.

C) En el 41.

D) En el 13.

10. Según la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, podrán concertar operaciones de seguro que tengan 
como fin garantizar como ámbito de cobertura la previsión de riesgos derivados del trabajo, entre otros:

A) La empresa respecto de sus trabajadores.

B) Las sociedades cooperativas respecto a sus socios siempre que su actividad no consista en la prestación de su 
trabajo personal.

C) La empresa respecto de los trabajadores autónomos.

D) La empresa respecto de sus trabajadores y de los trabajadores autónomos.

SOLUCIONES 1 A · 2 B · 3 D · 4 B · 5 A · 6 B · 7 B · 8 C · 9 A · 10 A

Te quedan 28 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 15, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 16

La Ley 31/1995, de 8 de noviembre de Prevención de Riesgos 
Laborales: Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención 

de riesgos. Delegados de Prevención: competencias.

Ley 31/1995 prevención de riesgos laborales

LPRL · BOE-A-1995-24292 · art. 29 · arts. 35 a 36 — 3 incluidos

CAPÍTULO III Derechos y obligaciones

Artículo 29. Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos.
1. Corresponde a cada trabajador velar, según sus posibilidades y mediante el cumplimiento de las medidas de
prevención que en cada caso sean adoptadas, por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas
otras personas a las que pueda afectar su actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones en el trabajo,
de conformidad con su formación y las instrucciones del empresario.
2. Los trabajadores, con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, deberán en
particular:

1.º Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos,
herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los
que desarrollen su actividad.
2.º Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con
las instrucciones recibidas de éste.
3.º No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes o
que se instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo en los que ésta tenga
lugar.
4.º Informar de inmediato a su superior jerárquico directo, y a los trabajadores designados para realizar
actividades de protección y de prevención o, en su caso, al servicio de prevención, acerca de cualquier
situación que, a su juicio, entrañe, por motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud de los
trabajadores.
5.º Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de
proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.
6.º Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean
seguras y no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores.

3. El incumplimiento por los trabajadores de las obligaciones en materia de prevención de riesgos a que se
refieren los apartados anteriores tendrá la consideración de incumplimiento laboral a los efectos previstos en
el artículo 58.1 del Estatuto de los Trabajadores o de falta, en su caso, conforme a lo establecido en la
correspondiente normativa sobre régimen disciplinario de los funcionarios públicos o del personal estatutario
al servicio de las Administraciones públicas. Lo dispuesto en este apartado será igualmente aplicable a los
socios de las cooperativas cuya actividad consista en la prestación de su trabajo, con las precisiones que se
establezcan en sus Reglamentos de Régimen Interno.

CAPÍTULO V Consulta y participación de los trabajadores

Artículo 35. Delegados de Prevención.
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1. Los Delegados de Prevención son los representantes de los trabajadores con funciones específicas en
materia de prevención de riesgos en el trabajo.
2. Los Delegados de Prevención serán designados por y entre los representantes del personal, en el ámbito de
los órganos de representación previstos en las normas a que se refiere el artículo anterior, con arreglo a la
siguiente escala: De 50 a 100 trabajadores: 2 Delegados de Prevención. De 101 a 500 trabajadores: 3 Delegados
de Prevención. De 501 a 1.000 trabajadores: 4 Delegados de Prevención. De 1.001 a 2.000 trabajadores: 5
Delegados de Prevención. De 2.001 a 3.000 trabajadores: 6 Delegados de Prevención. De 3.001 a 4.000
trabajadores: 7 Delegados de Prevención. De 4.001 en adelante: 8 Delegados de Prevención. En las empresas de
hasta treinta trabajadores el Delegado de Prevención será el Delegado de Personal. En las empresas de treinta
y uno a cuarenta y nueve trabajadores habrá un Delegado de Prevención que será elegido por y entre los
Delegados de Personal.
3. A efectos de determinar el número de Delegados de Prevención se tendrán en cuenta los siguientes criterios:

a) Los trabajadores vinculados por contratos de duración determinada superior a un año se computarán
como trabajadores fijos de plantilla.
b) Los contratados por término de hasta un año se computarán según el número de días trabajados en el
período de un año anterior a la designación. Cada doscientos días trabajados o fracción se computarán
como un trabajador más.

4. No obstante lo dispuesto en el presente artículo, en los convenios colectivos podrán establecerse otros
sistemas de designación de los Delegados de Prevención, siempre que se garantice que la facultad de
designación corresponde a los representantes del personal o a los propios trabajadores. Asimismo, en la
negociación colectiva o mediante los acuerdos a que se refiere el artículo 83, apartado 3, del Estatuto de los
Trabajadores podrá acordarse que las competencias reconocidas en esta Ley a los Delegados de Prevención
sean ejercidas por órganos específicos creados en el propio convenio o en los acuerdos citados. Dichos órganos
podrán asumir, en los términos y conforme a las modalidades que se acuerden, competencias generales
respecto del conjunto de los centros de trabajo incluidos en el ámbito de aplicación del convenio o del
acuerdo, en orden a fomentar el mejor cumplimiento en los mismos de la normativa sobre prevención de
riesgos laborales. Igualmente, en el ámbito de las Administraciones públicas se podrán establecer, en los
términos señalados en la Ley 7/1990, de 19 de julio, sobre negociación colectiva y participación en la
determinación de las condiciones de trabajo de los empleados públicos, otros sistemas de designación de los
Delegados de Prevención y acordarse que las competencias que esta Ley atribuye a éstos puedan ser ejercidas
por órganos específicos.

Artículo 36. Competencias y facultades de los Delegados de Prevención.
1. Son competencias de los Delegados de Prevención:

a) Colaborar con la dirección de la empresa en la mejora de la acción preventiva.
b) Promover y fomentar la cooperación de los trabajadores en la ejecución de la normativa sobre
prevención de riesgos laborales.
c) Ser consultados por el empresario, con carácter previo a su ejecución, acerca de las decisiones a que se
refiere el artículo 33 de la presente Ley.
d) Ejercer una labor de vigilancia y control sobre el cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos
laborales. En las empresas que, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 38 de esta Ley, no
cuenten con Comité de Seguridad y Salud por no alcanzar el número mínimo de trabajadores establecido al
efecto, las competencias atribuidas a aquél en la presente Ley serán ejercidas por los Delegados de
Prevención.

2. En el ejercicio de las competencias atribuidas a los Delegados de Prevención, éstos estarán facultados para:
a) Acompañar a los técnicos en las evaluaciones de carácter preventivo del medio ambiente de trabajo, así
como, en los términos previstos en el artículo 40 de esta Ley, a los Inspectores de Trabajo y Seguridad
Social en las visitas y verificaciones que realicen en los centros de trabajo para comprobar el cumplimiento
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de la normativa sobre prevención de riesgos laborales, pudiendo formular ante ellos las observaciones que
estimen oportunas.
b) Tener acceso, con las limitaciones previstas en el apartado 4 del artículo 22 de esta Ley, a la información
y documentación relativa a las condiciones de trabajo que sean necesarias para el ejercicio de sus
funciones y, en particular, a la prevista en los artículos 18 y 23 de esta Ley. Cuando la información esté
sujeta a las limitaciones reseñadas, sólo podrá ser suministrada de manera que se garantice el respeto de la
confidencialidad.
c) Ser informados por el empresario sobre los daños producidos en la salud de los trabajadores una vez que
aquél hubiese tenido conocimiento de ellos, pudiendo presentarse, aún fuera de su jornada laboral, en el
lugar de los hechos para conocer las circunstancias de los mismos.
d) Recibir del empresario las informaciones obtenidas por éste procedentes de las personas u órganos
encargados de las actividades de protección y prevención en la empresa, así como de los organismos
competentes para la seguridad y la salud de los trabajadores, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 40
de esta Ley en materia de colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social.
e) Realizar visitas a los lugares de trabajo para ejercer una labor de vigilancia y control del estado de las
condiciones de trabajo, pudiendo, a tal fin, acceder a cualquier zona de los mismos y comunicarse durante
la jornada con los trabajadores, de manera que no se altere el normal desarrollo del proceso productivo.
f) Recabar del empresario la adopción de medidas de carácter preventivo y para la mejora de los niveles de
protección de la seguridad y la salud de los trabajadores, pudiendo a tal fin efectuar propuestas al
empresario, así como al Comité de Seguridad y Salud para su discusión en el mismo.
g) Proponer al órgano de representación de los trabajadores la adopción del acuerdo de paralización de
actividades a que se refiere el apartado 3 del artículo 21.

3. Los informes que deban emitir los Delegados de Prevención a tenor de lo dispuesto en la letra c) del
apartado 1 de este artículo deberán elaborarse en un plazo de quince días, o en el tiempo imprescindible
cuando se trate de adoptar medidas dirigidas a prevenir riesgos inminentes. Transcurrido el plazo sin haberse
emitido el informe, el empresario podrá poner en práctica su decisión.
4. La decisión negativa del empresario a la adopción de las medidas propuestas por el Delegado de Prevención
a tenor de lo dispuesto en la letra f) del apartado 2 de este artículo deberá ser motivada.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 16

1. Señale la opción incorrecta. Según el artículo 29 de la Ley 31/1995, de Prevención de Riesgos Laborales, los 
trabajadores, con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, deberán en particular:

A) Planificar la prevención, buscando un conjunto coherente que integre en ella la técnica, la organización del 
trabajo, las condiciones de trabajo, las relaciones sociales y la influencia de los factores ambientales en el 
trabajo.

B) Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de 
proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.

C) Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con las 
instrucciones recibidas de este.

D) Cooperar con el empresario para que este pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean seguras y 
no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores.
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2. Según la Ley 31/1995 ¿Está obligado el trabajador a cooperar con el empresario en materia de prevención?

A) Solo si se trata de actividades de alto riesgo

B) No, la prevención corresponde al empresario

C) Sí, debe cooperar para garantizar unas condiciones de trabajo seguras

D) Solo cuando así lo indique el servicio de prevención

3. De acuerdo con la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, los trabajadores, con arreglo a su formación y 
siguiendo las instrucciones del empresario, deberán en particular: (señale la incorrecta).

A) Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de 
proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.

B) Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos, 
herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los que 
desarrollen su actividad.

C) Abonar el coste de los equipos de protección individual adecuados para el desempeño de sus funciones.

D) No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes o que se 
instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo en los que ésta tenga lugar.

4. Son representantes de los trabajadores con funciones específicas en materia de prevención de riesgos en el 
trabajo (artículo 35 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre):

A) Los Comités de empresa

B) Los delegados de personal

C) Los delegados de prevención

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

5. Según lo previsto en el artículo 35 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos 
Laborales, en las empresas de treinta y uno a cuarenta y nueve trabajadores:

A) El Delegado de Prevención será el Delegado de Personal.

B) Habrá un Delegado de Prevención que será elegido por y entre los Delegados de Personal.

C) Habrá 2 Delegados de Prevención.

D) Habrá 3 Delegados de Prevención.

6. De acuerdo al artículo 29 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, ¿cuáles 
son las obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos?

A) Evaluar los riesgos y planificar las medidas preventivas.

B) No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes.

C) Elaborar los planes de prevención.

D) Proporcionar la información necesaria al resto de trabajadores en materia de prevención.

7. ¿Quién representa a los empleados públicos en materia de prevención de riesgos laborales?:

A) La Inspección de Trabajo

B) Los Delegados de Prevención

C) El Servicio de Prevención

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

Temario en formato ley · Especialidad Auxiliar de Servicios de la Universidad de Murcia · Univer 102

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



8. Según la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, es obligación del trabajador:

A) Utilizar correctamente los medios y equipos de protección que ha adquirido a su costa, de acuerdo con las 
instrucciones recibidas de éste.

B) Utilizar correctamente los medios y equipos facilitados por el empleador, de acuerdo con las instrucciones 
recibidas de éste.

C) No existe obligación del trabajador, son del empleador.

D) Exigir al empleador que siempre garantice las condiciones de trabajo, sean o no seguras.

9. Según determina Ley 31/1995 de Prevención de Riesgos Laborales los delegados de prevención serán 
designados por y entre los representantes del personal con arreglo a la siguiente escala:

A) De 50 a 100 trabajadores: 1 delegado de prevención.

B) De 50 a 100 trabajadores: 2 delegados de prevención.

C) De 3.001 a 4.000 trabajadores: 8 delegados de prevención.

D) De 4.001 trabajadores en adelante: 9 delegados de prevención.

10. De acuerdo con la escala establecida en el artículo 35 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, en una 
empresa con 1.000 trabajadores, los Delegados de Prevención designados serán

A) 4 Delegados de Prevención

B) 5 Delegados de Prevención

C) 6 Delegados de Prevención

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

SOLUCIONES 1 A · 2 C · 3 C · 4 C · 5 B · 6 B · 7 B · 8 B · 9 B · 10 A

Te quedan 29 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 16, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 17

Normas para el manejo de cargas y equipos. Nueva guía técnica del 
INSST para manipulación manual de cargas: Apartado II. Desarrollo y 

comentarios al Real Decreto 487/1997, sobre disposiciones mínimas de 
seguridad y salud relativas a la manipulación manual de cargas que 
entrañe riesgos, en particular dorsolumbares, para los trabajadores.

RD 487/1997 manipulación manual de cargas

RD-487-1997 · BOE-A-1997-8670 · arts. 1 a 6 — 6 incluidos

Artículo 1. Objeto.
1. El presente Real Decreto establece las disposiciones mínimas de seguridad y de salud relativas a la
manipulación manual de cargas que entrañe riesgos, en particular dorsolumbares, para los trabajadores.
2. Las disposiciones de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, se aplicarán
plenamente al conjunto del ámbito contemplado en el apartado anterior.

Artículo 2. Definición.
A efectos de este Real Decreto se entenderá por manipulación manual de cargas cualquier operación de
transporte o sujeción de una carga por parte de uno o varios trabajadores, como el levantamiento, la
colocación, el empuje, la tracción o el desplazamiento, que por sus características o condiciones ergonómicas
inadecuadas entrañe riesgos, en particular dorsolumbares, para los trabajadores.

Artículo 3. Obligaciones generales del empresario.
1. El empresario deberá adoptar las medidas técnicas u organizativas necesarias para evitar la manipulación
manual de las cargas, en especial mediante la utilización de equipos para el manejo mecánico de las mismas,
sea de forma automática o controlada por el trabajador.
2. Cuando no pueda evitarse la necesidad de manipulación manual de las cargas, el empresario tomará las
medidas de organización adecuadas, utilizará los medios apropiados o proporcionará a los trabajadores tales
medios para reducir el riesgo que entrañe dicha manipulación. A tal fin, deberá evaluar los riesgos tomando
en consideración los factores indicados en el anexo del presente Real Decreto y sus posibles efectos
combinados.

Artículo 4. Obligaciones en materia de formación e información.
De conformidad con los artículos 18 y 19 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, el empresario deberá
garantizar que los trabajadores y los representantes de los trabajadores reciban una formación e información
adecuadas sobre los riesgos derivados de la manipulación manual de cargas, así como sobre las medidas de
prevención y protección que hayan de adoptarse en aplicación del presente Real Decreto. En particular,
proporcionará a los trabajadores una formación e información adecuada sobre la forma correcta de manipular
las cargas y sobre los riesgos que corren de no hacerlo de dicha forma, teniendo en cuenta los factores de
riesgo que figuran en el anexo de este Real Decreto. La información suministrada deberá incluir indicaciones
generales y las precisiones que sean posibles sobre el peso de las cargas y, cuando el contenido de un embalaje
esté descentrado, sobre su centro de gravedad o lado más pesado.

Artículo 5. Consulta y participación de los trabajadores.
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La consulta y participación de los trabajadores o sus representantes sobre las cuestiones a las que se refiere
este Real Decreto se realizarán de conformidad con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 18 de la Ley de
Prevención de Riesgos Laborales.

Artículo 6. Vigilancia de la salud.
El empresario garantizará el derecho de los trabajadores a una vigilancia adecuada de su salud cuando su
actividad habitual suponga una manipulación manual de cargas y concurran algunos de los elementos o
factores contemplados en el anexo. Tal vigilancia será realizada por personal sanitario competente, según
determinen las autoridades sanitarias en las pautas y protocolos que se elaboren, de conformidad con lo
dispuesto en el apartado 3 del artículo 37 del Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el
Reglamento de los Servicios de Prevención.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 17
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. ¿Quiénes deberán recibir una formación e información adecuadas sobre los riesgos derivados de la 
manipulación manual de cargas, así como sobre las medidas de prevención y protección aplicables?

A) Los trabajadores y los representantes de los trabajadores.

B) Únicamente los trabajadores que manipulen cargas de forma habitual.

C) Los trabajadores y los representantes de la empresa en materia de prevención.

D) Únicamente los representantes de los trabajadores y el servicio de prevención.

2. En particular, la formación e información que el empresario proporcione a los trabajadores sobre la 
manipulación manual de cargas deberá referirse a:

A) La utilización exclusiva de equipos mecánicos y la prohibición absoluta de manipular cargas manualmente.

B) Los riesgos generales del puesto y las medidas de emergencia, sin necesidad de explicar la técnica de 
manipulación.

C) La forma correcta de manipular las cargas y los riesgos derivados de no hacerlo de esa forma, teniendo en 
cuenta los factores de riesgo del anexo.

D) El peso máximo autorizado para cada trabajador y la obligación de realizar una revisión médica antes de 
manipular cualquier carga.

3. La consulta y participación de los trabajadores o de sus representantes en las cuestiones relacionadas con 
la manipulación manual de cargas se realizará:

A) De conformidad con lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 16 de la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales.

B) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales.

C) De conformidad con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 18 de la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales.

D) De conformidad con lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 20 de la Ley de Prevención de Riesgos 
Laborales.
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4. La regulación de la consulta y participación de los trabajadores o de sus representantes en las cuestiones 
comprendidas en el Real Decreto sobre manipulación manual de cargas se remite a lo dispuesto en:

A) El apartado 1 del artículo 18 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.

B) El artículo 33 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.

C) El apartado 2 del artículo 18 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.

D) El artículo 34 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales.

5. En las cuestiones comprendidas en la regulación sobre manipulación manual de cargas, la consulta y 
participación corresponde a:

A) La autoridad laboral competente y los servicios de prevención ajenos.

B) El empresario y los responsables de los servicios de prevención propios.

C) Los representantes sindicales, con exclusión de los trabajadores individualmente considerados.

D) Los trabajadores o sus representantes.

6. Una empresa desea determinar el régimen aplicable a la consulta y participación de los trabajadores en las 
cuestiones reguladas sobre manipulación manual de cargas. ¿Qué previsión debe aplicar?

A) Aplicar lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 18 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de 
Riesgos Laborales.

B) Aplicar exclusivamente las normas sobre representación sindical previstas en la legislación laboral general.

C) Aplicar el procedimiento de negociación colectiva establecido para las condiciones generales de trabajo.

D) Aplicar las reglas específicas de vigilancia de la salud previstas para los trabajadores expuestos a cargas.

7. En relación con la vigilancia de la salud de los trabajadores que realizan manipulación manual de cargas, 
señale la opción correcta.

A) Debe garantizarse siempre que exista cualquier manipulación manual de cargas, aunque sea ocasional y no 
concurra ningún factor del anexo.

B) Debe garantizarse cuando la manipulación manual de cargas sea habitual y concurra alguno de los factores 
contemplados en el anexo.

C) Debe realizarla directamente el empresario mediante reconocimientos periódicos, sin intervención de 
personal sanitario competente.

D) Debe establecerse únicamente por decisión de los trabajadores, al margen de las pautas y protocolos de las 
autoridades sanitarias.

8. La vigilancia de la salud de los trabajadores cuya actividad habitual suponga manipulación manual de 
cargas será realizada por:

A) El empresario, directamente o mediante el responsable de la manipulación manual de cargas designado en la 
empresa.

B) Personal sanitario competente, según determinen las autoridades sanitarias en las pautas y protocolos que se 
elaboren.

C) La autoridad laboral, a través de los servicios de inspección y de los órganos técnicos especializados.

D) El delegado de prevención, con arreglo a las instrucciones establecidas por el comité de seguridad y salud.
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9. El empresario garantizará el derecho de los trabajadores a una vigilancia adecuada de su salud cuando:

A) La actividad del trabajador implique cualquier manipulación manual de cargas, aunque no sea habitual y con 
independencia de los factores concurrentes.

B) La actividad habitual suponga una manipulación manual de cargas, aunque no concurra ninguno de los 
elementos o factores contemplados en el anexo.

C) El trabajador solicite la vigilancia, incluso cuando su actividad habitual no suponga manipulación manual de 
cargas.

D) La actividad habitual suponga una manipulación manual de cargas y concurran algunos de los elementos o 
factores contemplados en el anexo.

10. La vigilancia de la salud prevista para los trabajadores que realizan habitualmente manipulación manual 
de cargas se llevará a cabo, conforme a lo establecido en la normativa preventiva, de acuerdo con:

A) Las instrucciones elaboradas exclusivamente por el empresario, sin intervención de las autoridades 
sanitarias.

B) Las pautas y protocolos que elaboren las autoridades sanitarias, de conformidad con el apartado 3 del 
artículo 37 del Real Decreto 39/1997, de 17 de enero.

C) Los procedimientos establecidos por los representantes de los trabajadores, con independencia de las 
autoridades sanitarias.

D) Las normas internas del servicio de prevención, aunque no se ajusten a las pautas y protocolos de las 
autoridades sanitarias.

SOLUCIONES 1 A · 2 C · 3 C · 4 C · 5 D · 6 A · 7 B · 8 B · 9 D · 10 B

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 17, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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Tema 18

Mantenimiento de primer nivel de recursos TIC en edificios docentes.

Este tema es doctrinal: se prepara con las preguntas del banco y no tiene artículos de ley asociados en el programa.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 18

1. ¿Cuál de los siguientes elementos tiene como tarea procesar los datos de la CPU y transformarlos en 
información representable en el dispositivo de salida?

A) Tarjeta gráfica.

B) Sistema de archivos.

C) Firewall.

D) Disco duro.

2. Indica cuál no es un elemento básico de una fotocopiadora:

A) Bandeja de papel.

B) Tambor.

C) Vidrio de contacto.

D) Lámpara de contacto.

3. ¿Cómo se denomina la prueba que se realiza sobre un componente de hardware, generalmente sobre la 
CPU y GPU, para evaluar su rendimiento?

A) KPI (Key Performance Indicators).

B) Benchmark.

C) MIV (Media Impact Value).

D) SCF (Stress Capacity Proof).

4. En los discos SSD:

A) El tiempo de arranque del sistema operativo es menor que en los HDD.

B) El magnetismo puede afectar a los datos.

C) La tasa de transferencia de datos es menor que en los HDD.

D) Sus partes mecánicas dan lugar a una durabilidad menor que los HDD.

5. Señale cuál de las siguientes es un formato de interfaz SSD:

A) HHP

B) MMVe

C) MMD

D) M.2

6. ¿Cuál de los siguientes es el nombre de un conector usado para carga y datos creado por el fabricante 
Apple?

A) USB-Tipo C

B) iUSB

C) iFirewire

D) Lightning
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7. ¿Para qué sirve el desfragmentador de disco?

A) Para revisar errores en las unidades.

B) Para corregir errores en las unidades.

C) Para revisar y corregir errores en las unidades.

D) Para optimizar unidades.

8. ¿Cómo se denomina la prueba que se realiza sobre un componente de hardware, generalmente sobre la 
CPU y GPU, para evaluar su rendimiento?

A) KPI (Key Performance Indicators).

B) Benchmark.

C) MIV (Media Impact Value).

D) SCF (Stress Capacity Proof).

9. La unidad de medida del brillo de los proyectores es:

A) El lumen.

B) El lux.

C) El pixel.

D) El ohmio.

10. El dispositivo de entrada de papel para copia del que disponen algunas fotocopiadoras para poder aceptar 
soportes especiales (papel especial, acetato, cartulinas, etc.) recibe el nombre de:

A) Clasificador.

B) Controlador.

C) Dúplex.

D) Bypass.

SOLUCIONES 1 A · 2 D · 3 B · 4 A · 5 D · 6 D · 7 D · 8 B · 9 A · 10 D

Te quedan 132 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 18, corregido al momento y con el artículo de 
la ley delante de cada respuesta.
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